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RESÚMEN EJECUTIVO Y PALABRAS CLAVES 
 
Adquisición de Bienes Inmuebles en el Sector Público  
 
El Sistema Nacional de Contratación Pública es el medio por el cual el Estado Ecuatoriano 
realiza la aplicación de la conceptualización de la normativa en los diferentes 
procedimientos de la Contratación Pública. 
Utilizar adecuadamente las herramientas que ofrece el portal COMPRAS PÚBLICAS para 
un manejo eficiente y eficaz de los recursos del Estado, para de esa manera entregar al 
usuario nacional y extranjero un servicio de calidad y eficiencia. 
Para poder llegar a conocer las ventajas y beneficios que el sistema de COMPRAS 
PUBLICAS nos ofrece, tenemos que analizar la parte conceptual de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, su Reglamento y las diversas Resoluciones 
emitidas por el Instituto Nacional de Contratación Pública, las mismas que nos direccionan 
para la adquisición de bienes y servicios. 
Dentro de los procedimientos precontractuales de Régimen Especial el mismo que es 





























La sociedad ecuatoriana ha sufrido cambios, en los que podemos observar con gran 
frecuencia la evolución, desarrollo y el crecimiento informático vertiginoso del mundo. 
Dentro de la contratación Pública podemos establecer que es un proceso, un proceso es una 
sucesión de etapas, inclinadas a la evolución. 
La doctrina tiene distintas tendencias, pero todas coinciden en que la contratación tiene 
actividades previas y posteriores, por lo que comúnmente estas se agrupan en: Actividades 
precontractuales, Actividades contractuales y Actividades post contractuales. La 
planeación es el proceso de diseño y selección de objetivos, metas y acciones acordes a la 
visión para el logro de resultados. Su producto es un plan que contiene políticas, 
programas, cronogramas, presupuestos. Es una proyección realista y verificable. 
El contrato público es un tipo de contrato en el que al menos una de las partes es una 
administración pública, cuando actúa como tal, y en el que está sometido a un régimen 
jurídico exorbitante del Derecho privado que coloca al contratante en una situación de 
subordinación jurídica frente a la Administración.  
El concepto de contrato público, a primera vista, no difiere del concepto de contrato en el 
Derecho privado, pero al ser el Estado (o una de sus Administraciones) una de las partes 
del mismo, tiene características propias. Puede definirse el contrato administrativo como 
aquel en que la Administración ejerce determinadas prerrogativas en cuanto a su 
interpretación, ejecución y extinción, cuidando de no alterar la ecuación financiera del 
mismo. 
El tema propuesto permite el desarrollo teórico, jurídico y práctico de los artículos de la 
Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, inherentes a la Adquisición 
de Bienes Inmuebles en las Instituciones del Sector Público. El objeto de estudio permite 
desarrollar una propuesta de reforma que permitirá que los trámites que se derivan de esta 
Ley sean más eficaces y eficientes, y evitar los problemas al que se ven sometidas todas las 









1. EL PROBLEMA 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
A raíz de la expedición de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 
de su Reglamento General de Aplicación, es muy poco lo que se ha legislado en dichos 
cuerpos normativos acerca de la adquisición de bienes inmuebles en el sector público. Por 
tal motivo es necesario, que se modifique la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública para que esta sea más eficiente y no tenga efectos negativos en su 
aplicación. 
 
1.1.1 UBICACIÓN DEL PROBLEMA EN UN CONTEXTO SOCIO CULTURAL 
 
Al hablar de Contratación Pública podríamos decir que es una institución jurídica del 
Derecho Administrativo, que establece los medios o mecanismos de contratación que 
permiten al Estado o las instituciones públicas cumplir con su finalidad pública, es decir, 
satisfacer el interés público y las necesidades colectivas con la adquisición de bienes 
inmuebles. 
 
Los recursos públicos para la ejecución de obras y adquisición de bienes y servicios, sirven 
como elemento dinamizador de la economía local y nacional fomentando empleo, 
industria, asociatividad y redistribución de la riqueza; al utilizar estos mecanismos 
tecnológicos permiten socializar los requerimientos de las entidades contratantes y 
participación de mayor número de personas naturales y jurídicas en los procesos 
contractuales del Estado ecuatoriano. 
 
1.1.2 DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Los Sistemas de Contratación Pública en Ecuador en se crearon con el objetivo de 
optimizar los procesos de compras del Sector Público, para lograr una adecuada 
administración de los fondos del Estado y reducir los riesgos de corrupción inherentes a la 
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presencia de personal decisorio en los procesos de adquisición de bienes inmuebles por 
parte de entidades estatales en cuantías de menor y mayor tamaño. 
 
1.1.3 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Es necesario generar una propuesta de un proyecto de reforma a la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública con la finalidad de regular las funciones, 
atribuciones y obligaciones de la Administración, empresas públicas y de los proveedores. 
 
1.1.4 EVALUACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Para que esta optimización resulte eficaz, es muy importante la identificación de los 
aspectos vulnerables que surgen en las diferentes etapas del proceso de Contratación 
Pública, utilizando diferentes metodologías para medir los problemas en el sistema de 
Compras Públicas que se utiliza, determinándose si existen problemas relacionados con el 
planeamiento discrecional de las compras; la falta de acceso a la información por parte de 
proveedores y público en general; una débil institucionalidad; o una falta de mecanismos 
de control social. 
 
1.1.5 CONTEXTUALIZACIÓN MACRO 
 
La transparencia y la publicidad generan seguridad jurídica, lo cual da confianza al 
Administrado respecto de su Administrador, impidiendo de lado y lado la corrupción, 
refiriéndome al principio de seguridad jurídica en stricto sensu, “El concepto de la 
seguridad jurídica alude al conjunto de condiciones necesarias para anticipar las 
consecuencias jurídicas de la conducta personal y de la de terceros; que propuesto como 
principio constitucional, significa que el orden jurídico proscribe cualquier práctica en el 
ejercicio del poder que conduzca a la incertidumbre, es decir, a la imposibilidad de 
anticipar o predecir las consecuencias jurídicas de la conducta; que no se trata de una regla 
susceptible de invocarse para valorar los actos de poder creadores de normas particulares, 
si son el resultado de facultades regladas. En efecto, si tales actos se apartan de lo ya 
establecido en la ley, habrá un problema de legalidad del acto en sí, sin que pueda decirse 
que está en juego la garantía constitucional de la seguridad jurídica, porque el conjunto de 
condiciones que la configuran no ha sido alterado. Distinto es el caso de los actos 
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creadores de normas generales: las leyes, las ordenanzas, los reglamentos, pueden atentar 
directamente contra la seguridad jurídica en cuanto establezcan reglas de alcance general 
de cuya aplicación se genere la incertidumbre jurídica. 
 
1.1.6 CONTEXTUALIZACIÓN MESO 
 
En las Compras Gubernamentales es de trascendental importancia que las entidades que 
integran el sector público, rijan su accionar, bajo el ineludible respeto a los principios de 
transparencia y publicidad, consagrados en el artículo 4 de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública que tienen como fin último el prevenir y combatir la 
corrupción en los proceso de Compras Gubernamentales.  
 
 La Constitución de la República del Ecuador dispone en su Sección Segunda Política 
fiscal, que las compras públicas cumplirán con criterio de transparencia, dicho criterio, se 
refiere a la aplicación de todos los principios de rigen la Contratación Pública, entre los 
cuales encontramos el de publicidad, también conocido como acceso a la información, es 
un derecho fundamental que merece todo ciudadano, más aun los que participan en 
procesos de contratación pública, ya que deben ser informados sobre el estado y resultados 
de los mismos, a través de la publicación de toda la información relevante de cada proceso. 
 
1.1.7 CONTEXTUALIZACIÓN MICRO 
 
La transparencia involucra a la publicidad; entre estos, exigen a la Administración, una 
posición propositiva frente a los Administrados, obligándose a actuar sin misterios y de 
una manera neutral. Cabe señalar que en algunos casos, dependiendo de la naturaleza de 
las contrataciones, resulta inapropiado hablar de transparencia y publicidad, tal es el caso 
de temas confidenciales que traten sobre seguridad de una nación. La publicidad y 
transparencia en las Compras Gubernamentales, se encuentran reconocidas como 
principios, convirtiéndose en una obligación de la Administración, el informar a la 
ciudadanía respecto de sus gestiones. A efectos de dar cumplimiento a lo ya enunciado, 
nace la Secretaría Nacional de Transparencia de Gestión, cuya misión es Garantizar la 
aplicación de políticas de Transparencia de Gestión para el combate a la corrupción en la 
Administración Pública e Institucional, a fin de garantizar bienes y servicios de calidad a 
los ciudadanos, mediante estrategias de prevención, monitoreo y supervisión de procesos 
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de contratación e investigaciones y seguimiento de los supuestos actos de corrupción en la 
Administración Pública, con planes, programas y proyectos que fortalezcan y propicien la 
participación ciudadana.  
 
Todo proceso de contratación pública debe ser claro y transparente, es decir de libre acceso 
al público; a través de este principio se garantiza la igualdad de participación con una 
administración imparcial, evitando así cualquier tipo de ocultamiento o corrupción. Este 
principio se efectiviza con la publicidad a través de la utilización de la herramienta que nos 






















































Poca legislación en los cuerpos 
normativos acerca de la 
Adquisición de Bienes Inmuebles 
en el Sector Público 
Insatisfacción de los 
principios de transparencia 
y publicidad, que 
pretenden el buen vivir, 
mejorando la calidad de 
vida de la población, 
garantizando la vigencia de 
los derechos y justicia y el 
acceso a la participación 
pública y política, lo que 
dificulta transformar y 
transparentar al Estado.   
 
El control minucioso de 
las autoridades de la 
Administración Pública 
que otorgan los Contratos 
Administrativos, se 
pueden ver involucradas 
en actos arbitrarios o de 
claro abuso de poder, al 
momento de adjudicar el 
contrato, y pueden no 
observar los principios de 
transparencia y publicidad. 
Se evidencia una 
disminución de la 
discrecionalidad y 
desperdicio de recursos 
públicos por parte de las 
instituciones contratantes 
del Estado, al momento 
de evaluación y 






con el paso del tiempo, y 
es necesario que siempre 
se revise la normativa que 
regula los contratos 
administrativos para 
adaptarla al paso 
cambiante y evolutivo del 
derecho. 
La transparencia y la 
publicidad como principios 
jurídicos, son los pilares 
fundamentales de las Compras 
Públicas, pues es el resultado 
del acceso a la información 
pública es por ello que su 
inobservancia e inaplicación 
puede causar profundos 
problemas de corrupción. 
Las Compras Públicas por 
parte de la Administración, no 
logra dar un trato preferente a 
las medianas y pequeñas 
empresas, lo cual es un gran 
problema en temas de la 
economía popular y solidaria, 
y no cumple con el objetivo 





1.2.1 OBJETIVO GENERAL 
 
Analizar jurídicamente las consecuencias sociales y los efectos que se derivan de la mala 
aplicabilidad de la Ley en Contratación Pública, específicamente en el Régimen Especial 
para la adquisición de bienes inmuebles y así establecer la necesidad de legislar sobre este 
tema vía una reforma a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública para 
que el proceso sea más eficiente, transparente  y con responsabilidad social. 
 
1.2.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Describir teórica y legalmente el procedimiento llamado Régimen Especial el cual 
se utiliza para la adquisición de bienes inmuebles. 
 Identificar las características, causas y efectos que produce el Régimen Especial, en 
nuestro país en cada uno de los procedimientos precontractuales que se utilizan 
para la adquisición de bienes inmuebles. 
 Verificar si los procedimientos precontractuales han permitido un desarrollo en la 
sociedad. 





Cuando hablamos de Régimen Especial nos enfocamos principalmente en la buena 
viabilidad y utilización de los Recursos del Estado, para que de esta manera las autoridades 
y los miembros de las comisiones encargados de realizar las adquisiciones de bienes o 
servicios bajo la modalidad de Régimen Especial den un mejor direccionamiento y ayuden 
a la sociedad en especial a los sectores más vulnerables con la correcta adquisición de 
bienes inmuebles destinados a ser hospitales, escuelas, colegios, centros de salud, 
dependencias del Estado. Por lo que, en el presente análisis se determina la definición de 
esta figura jurídica desde su origen y concepción en la legislación nacional, así como 






2. MARCO TEÓRICO 
 
2.1 FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 
 
Como antecedentes investigativos relacionados al tema encontré los siguientes trabajos que 
son tesis elaboradas por los alumnos de la Universidad Católica del Ecuador para loa 
obtención de su título de abogados, a continuación se detallan: 
 
 Luis Javier Bustos Aguilar en su trabajo “El contrato en la Ley de Contratación 
Pública” en su cuarta parte en la que platea una propuesta de un modelo de 
cláusulas generales y especiales aplicables a todos los contratos celebrados por el 
Estado y en su capítulo II en las cláusulas aplicables según el caso a los contratos 
de ejecución de obra, adquisición de bienes o prestación de servicios celebrados por 
el Estado, plantea clausulas especiales para contratos de adquisición de bienes. 
 
 Lic. Fernando Cobo Rivera en su trabajo La contratación Publica en la legislación 
ecuatoriana aplicada a una institución  en su capítulo II menciona a los contratos en 
que interviene la Administración y en su capítulo III y IV analiza las formas de 
contratación pública y los procedimientos su jurisdicción y naturaleza 
administrativo legal. 
 
 Karina Paola Castro Andrango en su tesis Criterios para la adjudicación de ofertas 
en el sector público en su capítulo II trata de los criterios de garantía técnica para la 
adquisición de bienes. 
 
 Lic. Cristian Altamirano Mancheno en su tesis Las etapas precontractuales en los 
procedimientos comunes en la ley de contratación pública en su capítulo I 
menciona los contratos sometidos a procedimientos precontractuales especiales. 
 
 Paulina Gabriela Abad Izquierdo en su trabajo Procedimientos especiales que se 
someten al régimen especial de conformidad con la ley orgánica del sistema 
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nacional de contratación pública en su capítulo I analiza la adquisición de 
inmuebles en los procedimientos especiales dados por la ley. 
 
2.1.1 FUNDAMENTACIÓN LEGAL 
 
LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 
Artículo 2.- Régimen Especial.- Se someterán a la normativa específica que para el efecto 
dicte el Presidente de la República en el reglamento general a esta ley, bajo criterios de 
selectividad, los procedimientos precontractuales de las siguientes contrataciones: 
 
1. Las de adquisición de fármacos que celebren las entidades que presten servicios de 
salud, incluido el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 
 
2. Las calificadas por el Presidente de la República como necesarios para la seguridad 
interna y externa del Estado, y cuya ejecución esté a cargo de las Fuerzas Armadas o de la 
Policía Nacional. 
 
3. Aquellas cuyo objeto sea la ejecución de actividades de comunicación social destinadas 
a la información de las acciones del Gobierno Nacional o de las entidades contratantes. 
 
4. Las que tengan por objeto la prestación de servicios de asesoría y patrocinio en materia 
jurídica requeridas por el Gobierno nacional o las entidades contratantes. 
 
5. Aquellas cuyo objeto sea la ejecución de una obra artística literaria o científica. 
 
6. Las de adquisición de repuestos o accesorios que se requieran para el mantenimiento de 
equipos y maquinarias a cargo de las entidades contratantes, siempre que los mismos no se 
encuentren incluidos en el Catálogo Electrónico del Portal de COMPRASPUBLICAS. 
 
7. Los de transporte de correo internacional y los de transporte interno de correo, que se 
regirán por los convenios internacionales, o las disposiciones legales y reglamentarias 




8. Los que celebren el Estado con entidades del sector público, éstas entre sí, o aquellos 
con empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en cincuenta (50%) por ciento 
a entidades de derecho público o sus subsidiarias; así como también los contratos que se 
celebren entre las entidades del sector público o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, 
por lo menos en cincuenta por ciento (50%) a entidades de derecho público con empresas 
públicas de los Estados de la Comunidad Internacional. 
 
9. Los que celebran las instituciones del sistema financiero y de seguros en las que el 
Estado o sus instituciones son accionistas únicos o mayoritarios; y, los que celebren las 
subsidiarias de derecho privado de las empresas estatales o públicas o de las sociedades 
mercantiles de derecho privado en las que el Estado o sus instituciones tengan 
participación accionaria o de capital superior al cincuenta por ciento, exclusivamente para 
actividades específicos en sectores estratégicos definidos por el Ministerio del Ramo. 
 
DE LA ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES 
 
Art. 58.- Procedimiento.- Cuando la máxima autoridad de la institución pública haya 
resuelto adquirir un determinado bien inmueble, necesario para la satisfacción de las 
necesidades públicas, procederá a la declaratoria de utilidad pública o de interés social de 
acuerdo con la ley. 
 
Perfeccionada la declaratoria de utilidad pública o de interés social, se buscará un acuerdo 
directo entre las partes, por el lapso máximo de noventa (90) días. 
 
Para este acuerdo, el precio se fijará, tanto para bienes ubicados en el sector urbano como 
en el sector rural, en función del avalúo realizado por la Dirección de Avalúos y Catastros 
de la Municipalidad en que se encuentren dichos bienes, que considerará los precios 
comerciales actualizados de la zona. 
 
El precio que se convenga no podrá exceder del diez por ciento sobre dicho avalúo. 
Se podrá impugnar el precio más no el acto administrativo, en vía administrativa. 
 
El acuerdo y la correspondiente transferencia de dominio, se formalizarán en la respectiva 




En el supuesto de que no sea posible un acuerdo directo se procederá al juicio de 
expropiación conforme al trámite previsto en el Código de Procedimiento Civil, sin 
perjuicio de recibir a cuenta del precio final que se disponga pagar el valor que 
preliminarmente ha propuesto la institución pública respectiva. El Juez en su resolución no 
está obligado a sujetarse al avalúo establecido por la Dirección de Avalúos y Catastros de 
la Municipalidad. 
 
Para la transferencia de inmuebles adquiridos por declaratoria de utilidad pública, los 
dueños deberán tener cancelados todos los impuestos correspondientes a dicha propiedad, 
excepto el pago de la plusvalía y los que correspondan a la transferencia de dominio, que 
no se generarán en este tipo de adquisiciones. Si los tributos se mantuvieran impagos, del 
precio de venta, se los deducirá. 
 
La adquisición de bienes inmuebles en el extranjero por parte del Estado o entidades del 
sector público ecuatoriano se someterá al Reglamento Especial que para el efecto se dicte. 
En el caso de las municipalidades el procedimiento expropiatorio se regulará por las 
disposiciones de su propia ley. 
 
Para la transferencia de dominio de bienes inmuebles entre entidades del sector público, 
siempre y cuando llegaren a un acuerdo sobre aquella, no se requerirá de declaratoria de 
utilidad pública o interés social ni, en el caso de donación, de insinuación judicial. Se la 
podrá realizar por compraventa, permuta, donación, compensación de cuentas, traslado de 
partidas presupuestarias o de activos. En caso de que no haya acuerdo la entidad pública 
que expropia procederá conforme esta Ley. Para su trámite se estará a lo dispuesto en el 
Reglamento de esta Ley. 
 
2.1.2 DEFINICIÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS 
 
Contratación Pública.- Se refiere a todo procedimiento concerniente a la adquisición o 
arrendamiento de bienes, ejecución de obras públicas o prestación de servicios incluidos 
los de consultoría. Se entenderá que cuando el contrato implique la fabricación, 
manufactura o producción de bienes muebles, el procedimiento será de adquisición de 
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bienes. Se incluyen también dentro de la contratación de bienes a los de arrendamiento 
mercantil con opción de compra.  
 
Contratista.- Es la persona natural o jurídica, nacional o extranjera, o asociación de éstas, 
contratada por las Entidades Contratantes para proveer bienes, ejecutar obras y prestar 
servicios, incluidos los de consultoría.  
 
Consultor.- Persona natural o jurídica, nacional o extranjera, facultada para proveer 
servicios de consultoría, de conformidad con esta Ley.  
 
Consultoría.- Se refiere a la prestación de servicios profesionales especializados no 
normalizados, que tengan por objeto identificar, auditar, planificar, elaborar o evaluar 
estudios y proyectos de desarrollo, en sus niveles de pre factibilidad, factibilidad, diseño u 
operación. Comprende, además, la supervisión, fiscalización, auditoría y evaluación de 
proyectos ex ante y ex post, el desarrollo de software o programas informáticos así como 
los servicios de asesoría y asistencia técnica, consultoría legal que no constituya parte del 
régimen especial indicado en el número 4 del artículo 2 (LOSNCP), elaboración de 
estudios económicos, financieros, de organización, administración, auditoría e 
investigación. 
 
Entidades o Entidades Contratantes.- Los organismos, las entidades o en general las 
personas jurídicas previstas en el artículo 1 de esta Ley (LOSNCP). 
 
Garantía.- Acción y efecto de afianzar lo estipulado. Fianza, prenda. Cosa que asegura y 
protege contra algún riesgo o necesidad.  
 
Pliegos.- Documentos precontractuales elaborados y aprobados para cada procedimiento, 
que se sujetarán a los modelos establecidos por el Instituto Nacional de Contratación 
Pública, en los cuales se establece la información técnica, económica y legal, son públicos 
y de acceso gratuito. 
 
Recepciones.- La recepción es el acto formal mediante el cual la Administración recibe el 
objeto contractual o parte de él. Es un acto administrativo dictado por órgano competente, 
que tiene por objeto declarar que la prestación del contratista ha sido realizada plenamente 
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conforme a lo que se dispuso o comprometió en el contrato, constatándose así el efectivo y 
satisfactorio cumplimiento de la obligación por parte del contratista.  
 
Terminación de Contrato Público.- Se ha reconocido doctrinariamente que los contratos 
administrativos pueden terminar en forma “normal” o “anormal”. Terminan en forma 
normal cuando las partes han cumplido con todas las obligaciones constantes en los 
mismos; terminan en forma “anormal” por incumplimiento de las obligaciones o por 
circunstancias imprevisibles, insuperables o sobrevinientes ajenas a la voluntad de las 
partes. 
 
INCOP: Instituto Nacional de Contratación Pública. 
 
LOSNCP: Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública. 
 
RGLOSNCP: Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública. 
 
Adjudicatario: Es el oferente a quien la Máxima Autoridad de la Entidad Contratante 
adjudica el contrato. 
 
Oferente: Es la persona natural o jurídica, asociación o consorcio que presenta una oferta, 
en atención al proceso de contratación.  
 
Oferta: Es la propuesta para contratar, ceñida a los pliegos, presentada por el oferente, a 
través de la cual se obliga, en caso de ser adjudicada, a la suscripción del contrato para la 




LA PROBLEMÁTICA QUE PRODUCE LA MALA APLICACIÓN DE LOS 
PROCESOS EN CONTRATOS DE RÉGIMEN ESPECIAL EN ADQUISICIÓN DE 
BIENES INMUEBLES EN EL ÁMBITO ECUATORIANO, AMERITA UNA 
REFORMA EN LA LEGISLACIÓN PARA MEJORAR LOS  EFECTOS QUE 








2.3.1 VARIABLE INDEPENDIENTE 
 
La adquisición de bienes inmuebles en el sector público está regulada por los 
procedimientos precontractuales del Régimen Especial. 
 
2.3.2 VARIABLES DEPENDIENTES 
 
 La adquisición de bienes inmuebles en el sector público tiene procedimientos 
contractuales especiales. 
 
 Conocer si el Régimen Especial en el sector público es eficaz. 
 
 Verificar los resultados que se obtienen de los procesos de contratación en la 




GENERALIDADES Y PROCESOS DEL RÉGIMEN ESPECIAL 
 
1. HISTORIA DEL RÉGIMEN ESPECIAL EN EL PORTAL DE COMPRAS 
PÚBLICAS 
 
El internet desde sus orígenes en 1969 con la ARPANET del gobierno norteamericano se ha 
convertido en un instrumento para el desarrollo de los países, constituyendo la principal 
herramienta de la información, pues ha revolucionado la forma en que las personas se 
interrelacionan, hacen negocios, se comunican y gestionan sus intereses particulares desde lugares 
remotos sino también ha transformado la manera en que se gestionan los asuntos públicos. 
 
El empleo de la informática, la electrónica y la telemática en la actividad administrativa suponen 
importantes posibilidades tanto desde el punto de vista de la mayor eficacia y transparencia de la 
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actividad administrativa como desde el prisma de la mejor satisfacción de los derechos e intereses 
del ciudadano. 
 
A esa realidad no podía permanecer aislada nuestra Contratación Pública por lo que constituye un 
acierto adaptar la normativa a la realidad contemporánea para que los procedimientos como el de 
Régimen Especial objeto de nuestro estudio, sean más transparentes y eficaces. 
 
El Sistema Informático COMPRAS PÚBLICAS contempla entre sus prioridades proporcionar la 
mayor eficiencia posible a las actuaciones del Estado en procura de alcanzar dos objetivos: 
pulcritud en la selección de contratistas y condiciones de contratación más favorables para el 
Estado.  
 
De ahí que uno de los propósitos fundamentales del sistema Nacional de Contratación Pública, es el 
de dotar a la Administración Publica y a la comunidad en general de un sistema público de 
información que la provea de datos y cifras actualizadas, veraces y de fácil acceso, que sean 
necesarios para realizar un juicioso análisis del mercado, que sirva y colabore en la planificación, 
programación, control y ejecución del plan de compras. 
 
Por eso COMPRAS PÚBLICAS es el Sistema oficial de Contratación Pública del ecuador que será 
de uso obligatorio para las entidades que conforman la Administración Publica y cuya 
administración corresponde al INCOP.  (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)1 
 
1.1 DEFINICIÓN Y NATURALEZA JURÍDICA 
 
El contrato en un sentido amplio lo podemos definir como un acuerdo entre las partes del que 
nacen obligaciones reciprocas y para el que dada su trascendencia social y económica la ley 
establece normas y consecuencias jurídicas. (LÓPEZ, 2010) 2 
 
Jurídicamente las obligaciones nacen, bien por imposición de una ley o bien por la propia voluntad 
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato. El contrato se 
configura así como una de las fuentes de las obligaciones jurídicas y en este sentido el Código Civil 
en su artículo 1454 lo define como: “Contrato o convención es un acto por el cual una parte se 
                                                          
1
 LÓPEZ ARÉVALO, W. (2010). TRATADO DE CONTRATACIÓN PÚBLICA. Quito: Editorial Jurídica del 
Ecuador. 
2
 LÓPEZ, A. W. (2010). Tratado de Contratación Pública, Tomo II. Quito: Editorial Jurídica del Ecuador. 
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obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa, cada parte puede ser una o muchas 
personas…”.3 
 
Los contratos administrativos en los que por intervenir como sujeto del contrato la Administración 
Pública e incidir determinadas circunstancias directamente relacionadas con la satisfacción de 
necesidades de carácter público, se les otorga una regulación específica sujeta al derecho 
administrativo. 
 
El contrato administrativo es celebrado entre la Administración Pública y un particular o entre dos 
órganos administrativos con personalidad de derecho público, constituyen este último objeto de 
nuestro estudio. 
 
Debido a la gran cantidad y diversidad de cuestiones que maneja el Estado por la vía de la Función 
Administrativa, la Administración Pública tiene la necesidad de realizar convenios y contratos que 
le permitan efectuar acciones que la habiliten para el logro de su fines, para lo cual es indispensable 
que entable relaciones con los particulares ya que necesita de estos en virtud de que el estado no 
tiene a su alcance todos los bienes o servicios que requiere. En este sentido la administración 
pública realiza una serie de contratos, como los de obra pública y suministro, como los de 
arrendamiento, compraventa, donación, etc.  
 
Son entonces los contratos administrativos en general, aquellos en que interviene la Administración 
Pública en cualquiera de sus esferas, además, para que el contrato sea administrativo debe tener por 
objeto la satisfacción directa de una necesidad pública. Por lo que son elementos característicos del 
contrato administrativo por un lado, el interés general como causa del mismo, el servicio público 
como el objeto la forma como requisito esencial, la desigualdad de las partes, la jurisdicción 
especial y la especialidad legal. (RENGEL ESPINOSA, 1995)4 
 
Nace así la figura de los contratos administrativos, diferenciados de los contratos civiles en función 
del sujeto del objeto y de la causa del contrato, con una regulación jurídica específica, determinada 
fundamentalmente por una doble exigencia: 
 
                                                          
3
 Código Civil Art. 1454 
4





1. Las peculiaridades de los procedimientos de actuación de la Administración Pública, 
derivadas entre otros motivos, de la necesidad de controlar el gasto público así como 
garantizar la igualdad de oportunidades entre los ciudadanos. 
 
2. Las peculiaridades derivadas de la salvaguarda del interés público a la hora de garantizar el 
bien fin del objeto contractual, y las que, a tal efecto, se derivan de la posición dominante 
de la administración. 
 
El contrato administrativo cobra así vida real, porque importa no solo la decisión de la 
administración, a través de un acto administrativo, sino que hay una expresión de voluntad del 
contratante, sin cuyo elemento no se generaría al acto bilateral que es el contrato. Por tal expresión 
de voluntad, por la necesaria subordinación, por el fin público predominante, por el sentido de 
colaboración, por las garantías especiales internas y prejudiciales, no hay duda de la categoría del 
contrato administrativo. (RENGEL ESPINOSA, 1995)5 
 
1.2 LOS PROCESOS EN RÉGIMEN ESPECIAL EN EL PORTAL COMPRAS 
PÚBLICAS 
 
El portal del Sistema Nacional de Contratación Pública del Ecuador es 
www.compraspublicas.gov.ec, es un sistema electrónico que contiene y permite la consulta de toda 
la información sobre los procesos contractuales de la Administración Publica.  El sistema 
electrónico que permite hacer seguimiento a todas las etapas inherentes al proceso de contratación, 
incluido los que están bajo el Régimen Especial, desde la fase de formación del contrato y 
selección del proponente hasta la ejecución total del mismo incluida la etapa pos contractual. 
 
El principal objetivo del Portal es promover la trasparencia, eficiencia y uso de tecnologías en la 
publicación por Internet de las adquisiciones públicas para el beneficio de empresarios, organismos 
públicos y de la ciudadanía en general, así como mejorar las formas de acceso a la información 
respecto de lo que compra y contrata el Estado, con el consiguiente impacto económico que ello 




El Portal en Internet del Sistema Nacional de Contratación Pública está constituido por una serie de 
recursos informáticos que permiten disponer de toda la información y servicios en tiempo real y en 
                                                          
5
 RENGEL ESPINOSA, I. (1995). MANUAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL. Quito: 
TRAMA. 
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línea, para el cumplimiento de sus funciones, con el portal se busca proporcionar una herramienta 
tecnológica para la gestión contractual de las entidades públicas que permita llevar a cabo los 
procesos de contratación para la adquisición de bienes a través de medios electrónicos, permitir la 
gestión de los contratos en línea, adjudicar contratos en forma electrónica, así como permitir el 
seguimiento a los contratos que celebran las Entidades Públicas por parte de los ciudadanos y los 
Organismos de Control. 
 
Este sistema beneficia a todas las entidades públicas del estado, a los proveedores de bienes, 
servicios y obras de las entidades estatales y fundamentalmente  los ciudadanos, a través de este 
portal cualquier persona, empresa u organismo, dentro o fuera del territorio nacional, puede acceder 
gratuitamente a la información sobre la demanda de bienes y servicios por parte del Estado y 
obtener los documentos básicos del proceso de Régimen Especial en todas sus etapas. 
 
Adicionalmente mediante este portal las entidades estatales tienen acceso a la información y 
mecanismos para la capacitación en línea de todos los actores del Sistema Nacional de 
Contratación Pública y será el único medio empleado para realizar todo procedimiento electrónico 
relacionado con el proceso de Régimen Especial conforme a la ley. 
 
Según la disposición del artículo 21 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 




1. El RUP 
2. Catálogo electrónico 
3. El listado de las instituciones y contratistas del Sistema Nacional de Contratación Pública 
4. Informes de las entidades contratantes 
5. Estadísticas 
6. Contratistas incumplidos 
7. La información sobre el estado de las contrataciones públicas; y, 
8. La información relevante de los procedimientos de contratación señalada en el artículo 13 
del Reglamento General  
 






                                                          
7
 LOSNCP Art. 21 
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3. Proveedores invitados 
4. Preguntas y respuestas de los procedimientos de contratación; 
5. Ofertas presentadas por los oferentes, con excepción de la información calificada como 
confidencial por la entidad contratante conforme a los pliegos; 
6. Resolución de adjudicación; 
7. Contrato suscrito, con excepción de la información calificada como confidencial por la 
entidad contratante conforme a los pliegos; 
8. Contratos complementarios, de haberse suscrito; 
9. Ordenes de cambio, de haberse emitido; 
10. Cronograma de ejecución de actividades contractuales; 
11. Cronograma de pagos; y, 
12. Actas de entrega recepción o actos administrativos relacionados con la terminación del 
contrato.  
 
Además, se deberá observar las disposiciones del Reglamento General que al respecto manifiesta 




“La entidad contratante ingresará al Portal www.compraspublicas.gov.ec la información 
relacionada con los contratos suscritos y los efectos derivados de los mismos, como sanciones, 
terminaciones anticipadas, unilaterales, cobro de garantías, dentro de un término máximo de cinco 
días luego de producido el hecho”. 
 
“La información que conste en el Portal www.compraspublicas.gov.ec relacionada con los 
contratos, proveedores y entidades contratantes es pública y gratuita, a la que podrá acceder 
cualquier persona”. 
 
“Las entidades contratantes tienen la obligación de informar al INCOP de todos los actos y 
actuaciones, relacionados con los contratos suscritos y vigentes, así como sus modificaciones. Igual 
responsabilidad tienen respecto de las liquidaciones, actas de entrega recepción provisionales y 
definitivas”. 10 
 
1.3 EL RÉGIMEN ESPECIAL EN NUESTRA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
                                                          
9
 Reglamento General de LOSNCP Art. 9 
10
 Reglamento General de LOSNCP Art. 9 
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Como se establece en el artículo 68 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública, indica que los procedimientos precontractuales de las 
contrataciones previstas en el artículo 2 de la Ley se someterán a la normativa específica prevista 
para el Régimen Especial en dicho capítulo del reglamento, bajo los criterios de selectividad, los 




1. Las de adquisición de fármacos que celebren las entidades que presten servicios de salud, 
incluido el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; 
 
2. Las calificadas por el Presidente de la República como necesarias para la seguridad interna y 
externa del Estado, y cuya ejecución esté a cargo de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional; 
 
3. Aquellas cuyo objeto sea la ejecución de actividades de comunicación social destinadas a la 
información de las acciones del Gobierno Nacional o de las Entidades Contratantes; 
 
4. Las que tengan por objeto la prestación de servicios de asesoría y patrocinio en materia jurídica 
requeridas por el Gobierno Nacional o las Entidades Contratantes; 
 
5. Aquellas cuyo objeto sea la ejecución de una obra artística literaria o científica; 
 
6. Las de adquisición de repuestos o accesorios que se requieran para el mantenimiento de equipos 
y maquinarias a cargo de las Entidades Contratantes, siempre que los mismos no se encuentren 
incluidos en el Catálogo Electrónico del Portal de COMPRASPÚBLICAS; 
 
7. Los de transporte de correo internacional y los de transporte interno de correo, que se regirán por 
los convenios internacionales, o las disposiciones legales y reglamentarias dictadas para el efecto, 
según corresponda; 
 
8. Los que celebren el Estado con entidades del sector público, éstas entre sí, o aquellas con 
empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en el cincuenta (50%) 
por ciento a entidades de derecho público o sus subsidiarias; y las empresas entre sí. 
 
También los contratos que celebren las entidades del sector público o empresas públicas o 
empresas cuyo capital suscrito pertenezca por lo menos en cincuenta (50%) por ciento a entidades 
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de derecho público, o sus subsidiarias, con empresas en las que los Estados de la Comunidad 
Internacional participen en por lo menos el cincuenta (50%) por ciento, o sus subsidiarias. 
 
El régimen especial previsto para las empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito 
pertenezca, por lo menos en cincuenta (50%) por ciento a entidades de derecho público o sus 
subsidiarias se aplicara únicamente para el giro especifico del negocio; en cuanto al giro común se 
aplicara el régimen común previsto en esta Ley. 
 
La determinación de giro especifico y común le corresponderá al Director Ejecutivo del Instituto 
Nacional de Contratación Pública; y,  
 
9. Los que celebran las instituciones del sistema financiero y de seguros en las que el Estado o sus 
instituciones son accionistas únicos o mayoritarios; y, los que celebren las subsidiarias de derecho 
privado de las empresas estatales o públicas o de las sociedades mercantiles de derecho privado en 
las que el Estado o sus instituciones tengan participación accionaria o de capital superior al 
cincuenta (50%) por ciento, exclusivamente para actividades específicas en sectores estratégicos 
definidos por el Ministerio del Ramo.  
 
El Sistema de Contratación en las Empresas Públicas de acuerdo a la Ley Orgánica de Empresas 




“Todo proceso de contratación de obras, bienes y servicios, incluidos los de consultoría, así como 
las contrataciones en actividades de prospección, exploración, explotación, refinación, 
comercialización, industrialización de los recursos hidrocarburíferos, las contrataciones de bienes 
de carácter estratégico necesarias para la defensa nacional, que realicen las empresas públicas, 
estarán sujetos al Plan Nacional de Desarrollo, con observancia del presupuesto nacional y 
empresarial”.  
 
1. Plan Estratégico y Plan Anual de Contrataciones.- Las empresas públicas deberán 
contar con su Plan Estratégico y Plan Anual de Contrataciones, debidamente aprobados. 
 
Los criterios generales del Plan Estratégico guardarán relación con las políticas del gobierno 
nacional o de los gobiernos autónomos descentralizados, el Plan Nacional de Desarrollo y los 
intereses del Estado. El Plan Estratégico será una de las herramientas para evaluar a los 
administradores de las empresas. 
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2. Régimen Común.-Las contrataciones de bienes, obras y servicios, incluidos los de 
consultoría, que realicen las empresas públicas, se sujetarán a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, su Reglamento General y demás 
disposiciones administrativas aplicables. Las empresas públicas procurarán adquirir 
productos de origen nacional siempre y cuando se encuentren en la misma condición 
técnica y calidad de los productos importados, para este efecto se aplicarán las resoluciones 
que emita el Instituto Nacional de Contratación Pública. 
 
3. Régimen Especial.- En los casos en que las empresas públicas hubieren suscrito contratos 
o convenios tales como: alianzas estratégicas, asociación, consorcios u otros de naturaleza 
similar, será el convenio asociativo o contrato el que establezca los procedimientos de 
contratación y su normativa aplicable. En el caso de empresas constituidas con empresas de 
la comunidad internacional las contrataciones de bienes, obras y servicios se sujetarán al 
régimen especial que se contemple en el documento de asociación o acuerdo celebrado 
para tal efecto. En lo no previsto en el respectivo convenio o contrato, se estará a las 
disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública.  
 
4. Aportes De Recursos Económicos y Excedentes En Subsidiarias y Filiales.- Las 
empresas públicas tienen amplia capacidad para invertir sus recursos económicos y 
excedentes en la ejecución de proyectos a desarrollarse en las mismas empresas, 
subsidiarias, filiales, agencias o unidades de negocio en los términos que apruebe el 
Directorio.  
 
5. Informes Previos.- Solo las contrataciones de crédito o líneas de crédito previstas en el 
artículo 13 de la Ley Orgánica para la Recuperación del Uso de los Recursos Petroleros del 
Estado y la Racionalización Administrativa de los Procesos de Endeudamiento, requerirán 
informes previos del Comité de Deuda y Financiamiento, como órgano externo ajeno a la 
gestión de la empresa, siempre y cuando las deudas a contraerse conlleven la emisión de 
garantías soberanas o requieran avales o garantías colaterales del Estado.  
 
Ninguna otra contratación que realicen las empresas públicas, ni de régimen común ni de régimen 
especial, requerirán de informes previos favorables de la Contraloría General del Estado, de la 
Procuraduría General del Estado o de otro órgano externo a la gestión de la empresa; no obstante lo 
cual, esta disposición no exime a las empresas públicas de su obligación de rendición de cuentas a 
la sociedad civil y del control posterior que pueden y deben ejercer las instancias con competencia 




6. Garantías Soberanas.- Las empresas públicas, sus subsidiarias y filiales que tengan 
capacidad financiera de pago podrán beneficiarse del otorgamiento de garantías soberanas 
concedidas por el Estado para el financiamiento de proyectos de inversión. Para el 
otorgamiento de la garantía por parte del Estado se debe contar con la aprobación del 
Directorio de la Empresa, el estudio de la capacidad de pago elaborado por el Ministerio de 
Finanzas y se deberá seguir el procedimiento establecido en las leyes y normativa que 
regulan el endeudamiento público.  
 
7. Prohibiciones.- Las autoridades nominadoras de los miembros del Directorio, los 
miembros del Directorio, Gerentes, servidores públicos y obreros de las empresas públicas, 
están impedidos de intervenir a título personal en negociaciones y contrataciones con las 
empresas públicas, por si o por interpuesta persona, por intermedio de su cónyuge, 
personas en unión de hecho o de sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad. Si así lo hicieren serán sancionados y sujetos a las acciones civiles y 
penales a que hubiere lugar observando el derecho al debido proceso.  
 
8. Desconcentración Empresarial.- Las contrataciones de las empresas públicas de ámbito 
nacional se realizarán de manera desconcentrada, en consecuencia:  
 
a) Las agencias y unidades de negocio deberán contar con su Plan Operativo aprobado 
por el Gerente General de la empresa pública.  
 
b) Las contrataciones para la ejecución de obras, adquisición de bienes y prestación de 
servicios, incluidos los de consultoría, que requiera realizar la agencia o la unidad de 
negocio de la empresa pública, cuya cuantía se encuentre dentro de los límites 
establecidos por el Directorio, serán responsabilidad del administrador de la respectiva 
agencia o unidad de negocio.  
 
Las contrataciones para la ejecución de obras y adquisición de bienes o prestación de servicios 
declaradas emergentes en los términos previstos en la ley, de la cuantía que fueren, requieren la 
autorización previa y favorable del Gerente General de la empresa pública, en caso contrario 
generaran responsabilidad personal del administrador que autorizó dicha contratación.  
 
c) Los Administradores de las agencias o unidades de negocio de las empresas públicas, 
siempre que la contratación esté dentro del límite de los montos autorizados por la 
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normativa interna de la empresa, serán responsables de los actos y contratos; y en 
consecuencia asumirán las responsabilidades que de ello se derive.  
 
9. Compras Corporativas.- Con el fin de garantizar la eficiencia en el uso de los recursos de 
la empresa pública, el Gerente General podrá disponer que se realicen: 
 
a) Procesos de contratación ejecutados por parte de las empresas públicas en sociedad con 
otras empresas o instituciones públicas, conforme a lo previsto en la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública; y,  
 
b) Procesos de contratación concentrados y unificados para la provisión de bienes, obras y 
servicios que requieran de forma general y común las diferentes filiales y subsidiarias de la 
empresa pública.  
 
La Ley de Empresas Públicas en su artículo 35 dispone que: “Las empresas públicas tienen 
capacidad asociativa para el cumplimiento de sus fines y objetivos empresariales y en consecuencia 
para la celebración de los contratos que se requieran, para cuyo efecto podrán constituir cualquier 
tipo de asociación, alianzas estratégicas, sociedades de economía mixta con sectores públicos o 
privados en el ámbito nacional o internacional o del sector de la economía popular y solidaria, en el 
marco de las disposiciones del artículo 316 de la Constitución de la República”. 13 
 
“Todo proceso de selección de socios privados para la constitución de empresas de economía mixta 
debe ser transparente de acuerdo a la ley y se requerirá concurso público, y para perfeccionar la 
asociación no se requerirá de otros requisitos o procedimientos que no sean los establecidos por el 
Directorio”.  
 
“No requerirán de concursos públicos los procesos de asociación con otras empresas públicas o 
subsidiarias de éstas, de países que integran la comunidad internacional.  
Para el caso de empresas públicas encargadas de la gestión del agua, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 318 de la Constitución de la República”.  
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PROCESOS Y PROCEDIMIENTOS CONTRACTUALES PÚBLICOS 
 
2. EL PROCESO DE RÉGIMEN ESPECIAL EN EL ECUADOR 
 
La celebración de un Contrato Publico implica la realización de una serie de acciones previas a su 
suscripción y posteriores al mismo, como son: la planeación, la determinación del proceso de 
selección y la forma misma del acto contractual, por eso el proceso de contratación es el producto 
de una sucesión de etapas que deben ser desarrolladas con toda responsabilidad e importancia, y 
deben ser evacuadas en estricta observancia de las normas legales. 
 
La obra pública no debe ser producto del capricho y de la improvisación, sino fruto de la previsión 
derivada de una meditada y cuidadosa planeación que determine fundamentalmente sus fines, 
objetivos y metas, sus procedimientos, estrategia y prioridades, en concordancia con el interés 
público y las necesidades de la comunidad, así como sus características y tiempos de ejecución. En 
síntesis la obra pública se debe de planear para dirigirla hacia fines, objetivos y metas precisas, 
acordes con los requerimientos de la población, de la sociedad y del Estado, con sujeción al 
ordenamiento jurídico vigente. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)14 
 
Las fases o etapas que componen el proceso de Régimen Especial en Contratación Pública son: 
 
A) LA FASE O ETAPA PREPARATORIA 
 
Constituye la fase interna del proceso de Régimen Especial de Contratación, en la cual, el Órgano 
de Contratación va configurando su voluntad para contratar. Desarrolla las actuaciones 
preparatorias del contrato que van a ir formando el expediente de contratación; estudio de 
necesidades, elaboración de un proyecto (Contrato de obras), redacción de los pliegos de cláusulas 
administrativas y de prescripciones técnicas, formulación de un presupuesto, verificación de si 
existe crédito adecuado y suficiente para acometer el contrato y sometimiento del expediente a 
fiscalización previa. 
 
La etapa preparatoria o preliminar del régimen especial, es el proceso de diseño y selección de 
objetivos, metas y acciones acordes a la visión para el logro de resultados. Su producto es un Plan 
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que contiene políticas, programas, cronogramas, presupuesto, es una proyección realista y 
verificable. 
 
La importancia de la actividad preliminar a los Contratos, es que esta constituye la base y soporte 
fundamental del contrato y del trámite, pues permite que el contrato se ajuste a las necesidades del 
Ente Estatal y convierte al contrato en instrumento para el cumplimiento de la misión de la Entidad. 
 
Por eso, en la Etapa Preliminar o de planeación, se requiere información detallada, concreta y 
confiable, la misma que podrá ser útil indistintamente a varios contratos; una buena planeación, 
tendrá como productos, el que podamos precisar el objeto, el plazo y valor, nos permitirá valorar y 
prever los riesgos, determinar la cantidad de recursos necesarios y las fuentes de los mismos, para 
finalmente establecer el procedimiento de Régimen Especial. 
 
Finalmente es muy importante destacar que las omisiones que se cometan en esta etapa se 
reflejaran en el desarrollo del proceso de selección o durante la ejecución del contrato generando la 
declaratoria de desierta, la declaratoria de nulidad absoluta del contrato, la necesidad de ajustar el 
contrato a la realidad del bien o servicio prestado o simplemente al quebrantamiento de la ecuación 
contractual, lo que acarreara sanciones administrativas, civiles o penales para los responsables. 
 
En términos generales en esta etapa se debe hacer o cumplir los siguientes requisitos: 
 
1. Estudios previos 
2. Registro en el Sistema Nacional de Contratación Publica 
3. Elaboración y aprobación de los Pliegos 
4. Determinar y obtener los permisos, licencias y autorizaciones requeridos para proceder 
5. Determinar el impacto social ambiental 
6. Consulta sobre impuestos 
7. Análisis del mercado 
8. Elaboración del presupuesto 
9. Determinación del Sistema de Precios 
10. Selección de la forma de pago 
11. Estimación de los costos por ajustes e imprevistos 
12. Determinación y procedimiento de selección del contratista 
13. Verificación y certificación presupuestal 
14. Programación de la contratación 




B) LA FASE O ETAPA PREPARATORIA 
Aquí inicia a fase externa del proceso de contratación, ya que al procedimiento administrativo 
preliminar desplegado por el Ente Estatal, se integra al accionar del futuro contratista a través de 
sus diversas actividades. 
 
Constituye la realización del proceso e selección con base en los pliegos de condiciones, en los que 
se ha establecido el objeto del contrato, las condiciones del contrato a realizar y los criterios 
objetivos para la escogencia del contratista. 
 
C) LA FASE O ETAPA PRECONTRACTUAL 
 
Es la fase en la cual surgen las obligaciones de las partes contratantes, porque aquí converge el 
acuerdo de voluntades que se eleva a escrito y se formaliza conforme a la Ley. 
 
Las partes contratantes dan a conocer explícitamente su acuerdo en relación con los términos del 
contrato y lo suscriben, así, la concurrencia de la voluntariedad tanto del contratante como del 
contratista da origen a los derechos y deberes que se plasman en el texto contractual y que les 
corresponden recíprocamente a partir de la relación contractual. 
 
Entonces, en esta etapa se materializa el acuerdo de voluntades a través de la firma o suscripción 
del contrato respectivo. Una vez el contrato ha sido suscrito y formalizado, las partes contratantes 
deberán cumplir las obligaciones derivadas del mismo. 
 
D) LA FASE O ETAPA DE EJECUCIÓN 
 
Es la etapa en la que debe cumplirse el objeto del contrato conforme a las cláusulas del mismo. 
Dentro de esta etapa se espera que el objeto del contrato y las demás obligaciones de las partes se 
desarrollen a cabalidad, para el efecto la entidad pública debe llevar a cabo labores de control y 
supervisión hasta que se cumpla fielmente el objeto contractual. 
 
Culmina con la expiración del plazo de vigencia pactado y dentro del cual se verifica la ejecución 
del objeto contractual y el cumplimiento de las obligaciones pactadas. Si no se cumplió por parte 
del contratista con las obligaciones por él contraídas, la entidad estatal adelantará las acciones 
necesarias para verificar el cumplimiento del objeto, y aplicará los correctivos y sanciones previstas 





E) FASE O ETAPA POSCONTRACTUAL 
 
Esta etapa inicia con la terminación del contrato y culmina una vez se haya realizado la liquidación 
del mismo. 
 
La liquidación procede por regla general, en los contratos de tracto sucesivo, es decir contratos 
cuya ejecución se prolonga en el tiempo.  
 
En el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las 
partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo. 
 
Para la liquidación se exigirá al contratista la extensión o ampliación, si es del caso, de la garantía 
del contrato a la estabilidad de la obra, a la calidad del bien o servicio suministrado, a la provisión 
de repuestos y accesorios, al pago de salarios, prestaciones e indemnizaciones, a la responsabilidad 
civil y, en general para avalar las obligaciones que deba cumplir con posterioridad a la extinción 
del contrato. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)15  
 
La liquidación de los contratos puede ser:  
 
• De mutuo acuerdo.  
• Unilateral.  
 
La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos 
de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir 
tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del 
término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene 
la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.  
 
En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o 
convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la 
entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes. 
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Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la misma podrá ser 
realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del término a que se 
refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)16 
 
2.1 DISPOSICIONES GENERALES EN EL RÉGIMEN ESPECIAL 
 
Las Disposiciones Generales a los procedimientos sometidos a Régimen Especial de acuerdo al 




Los procedimientos precontractuales de las contrataciones previstas en el artículo 2 de la Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, observarán la normativa prevista en su 




“En el caso que en el Régimen Especial no se describa o detalle algún procedimiento o acción 
concreta que sean indispensables realizar para la contratación de bienes, obras o servicios, se 
observará de forma supletoria los procedimientos o disposiciones establecidos en el Régimen 
General de la Ley, del Reglamento General o de la reglamentación específica que para el efecto 
dicte el Presidente de la República”. 
 
“Dentro de las contrataciones de Régimen Especial, si el proveedor no estuviera domiciliado o no 
tuviera un representante en el país, bastará para contratación con la inscripción electrónica en el 
RUP, sin que sea necesaria su habilitación. La entidad contratante será corresponsable por la 
veracidad de la información registrada”. 
 
“De acuerdo a la naturaleza de la contratación, será necesario disponer de todos los documentos 
técnicos que justifiquen dicha contratación. En el caso de contrataciones sujetas al régimen especial 
previsto, será necesario contar con estudios completos, incluidas especificaciones técnicas y 
presupuestos actualizados, salvo casos en los que por la complejidad o nivel de especificidad de los 
proyectos, dichos estudios puedan ser mejorados por los oferentes al presentar sus propuestas 
técnicas. Cuando se trate de contratación de estudios, será necesario contar con el nivel previo de 
estudios”. 
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“De no haberse realizado los procedimientos de régimen especial a través del portal 
www.compraspublicas.gov.ec, la máxima autoridad o su delegado tiene la obligación de una vez 
realizada la contratación, publicar en el portal www.compraspublicas.gov.ec la información 
relevante de cada proceso, según lo dispuesto en el Art. 13 del Reglamento General, en lo que fuera 
aplicable”.19 
 
“Las contrataciones previstas en el Régimen Especial, también podrán ser declaradas de 
emergencia, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley”.  
 
2.2 PROCEDIMIENTOS EN EL RÉGIMEN ESPECIAL 
 
El Estado como cualquier contratante, tiene el derecho legítimo de obtener de los proveedores las 
mejores condiciones en su contratación, las más económicas, las más eficientes, las que cumplan 
los requerimientos y especificaciones técnicas y las que ofrezcan mayores garantías de seriedad 
para su realización. 
 
Los procesos de selección, son procedimientos públicos por los cuales se realizan los Contratos 
Administrativos, procesos en los cuales pueden participar las entidades del Sector Publico que 
cumpla con las bases y los requisitos exigidos por la ley, además debe estar inscrito en el Registro 
Único de Proveedores (RUP) y no estar incluido como contratista inhabilitado para contratar. 
 
“Los contratos entre entidades públicas o sus subsidiarias se sujetarán al procedimiento establecido 
en el Reglamento artículos 98, 99 y 100, a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, las contrataciones que celebren:” 
 
1. El Estado con entidades del sector público, o éstas entre sí; 
 
2. El Estado o las entidades del sector público con: 
 
2.1.  Las empresas públicas o las empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en 
cincuenta por ciento (50%) a entidades de derecho público; 
 
2.2.  Las empresas subsidiarias de aquellas señaladas en el numeral 2.1. o las subsidiarias de 
éstas; y, 
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2.3.  Las personas jurídicas, las empresas o las subsidiarias de éstas, creadas o constituidas bajo 
cualquier forma jurídica, cuyo capital, rentas o recursos asignados pertenezcan al Estado en 
una proporción superior al cincuenta por ciento; 
 
3. Entre sí, las empresas públicas, las subsidiarias de estas, o las empresas creadas o 
constituidas bajo cualquier forma jurídica cuyo capital, rentas o recursos asignados 
pertenezcan al Estado en una proporción superior al cincuenta por ciento. 
 
“Para las contrataciones de las entidades contratantes previstas en el Reglamento General, se 
observará el siguiente procedimiento”: 20 
 
1. La máxima autoridad de la entidad contratante o su delegado emitirá una resolución en la 
que conste la conveniencia y viabilidad técnica y económica de la contratación; aprobará 
los pliegos, el cronograma del proceso; y, dispondrá el inicio del procedimiento especial; 
 
2. Se publicará en el Portal www.compraspublicas.gov.ec la resolución de la máxima 
autoridad de la entidad contratante, adjuntando la documentación descrita en el numeral 
anterior y la identificación de la entidad o empresa invitada, señalando el día y la hora en 
que fenece el período para la recepción de la oferta; 
 
3. Una vez publicada la resolución, la entidad contratante enviará invitación directa a la 
entidad o empresa seleccionada con toda la información que se publicó en el Portal 
www.compraspublicas.gov.ec; 
 
4. En el día y hora señalados para el efecto en la invitación, que no podrá exceder el término 
de 3 días contados desde su publicación, se llevará a cabo una audiencia de preguntas y 
aclaraciones, de la cual se levantará un acta que será publicada en el Portal 
www.compraspublicas.gov.ec; 
 
5. En la fecha y hora señaladas para el efecto, a través del Portal 
www.compraspublicas.gov.ec, se procederá a la recepción de la oferta de la entidad o 
empresa invitada; 
 
6. La máxima autoridad o su delegado, mediante resolución motivada adjudicará la oferta o 
declarará desierto el proceso, sin lugar a reclamo por parte del oferente invitado.  
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El Plan Anual de Contrataciones se regirá por los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública
21: “Las Entidades Contratantes, para cumplir con los objetivos 
del Plan Nacional de Desarrollo, sus objetivos y necesidades institucionales, formularán el Plan 
Anual de Contratación con el presupuesto correspondiente, de conformidad a la planificación 
plurianual de la Institución, asociados al Plan Nacional de Desarrollo y a los presupuestos del 
Estado”. 
 
“El Plan será publicado obligatoriamente en la página Web de la Entidad Contratante dentro de los 
quince (15) días del mes de enero de cada año e interoperará con el portal COMPRASPÚBLICAS. 
De existir reformas al Plan Anual de Contratación, éstas serán publicadas siguiendo los mismos 
mecanismos previstos en este inciso”. 
 
“El contenido del Plan de contratación y los sustentos del mismo se regularán en el Reglamento de 
la Ley”. 
 
La Ley de Contratación señala:
22
 “Antes de iniciar un procedimiento precontractual, de acuerdo a la 
naturaleza de la contratación, la entidad deberá contar con los estudios y diseños completos, 
definitivos y actualizados, planos y cálculos, especificaciones técnicas, debidamente aprobados por 
las instancias correspondientes, vinculados al Plan Anual de Contratación de la entidad”. 
 
“Los estudios y diseños incluirán obligatoriamente como condición previa a su aprobación e inicio 
del proceso contractual, el análisis de desagregación tecnológica o de Compra de Inclusión, según 
corresponda, los que determinarán la proporción mínima de participación nacional o local de 
acuerdo a la metodología y parámetros determinados por el Instituto Nacional de Contratación 
Pública”. 
 
“La máxima autoridad de la Entidad Contratante y los funcionarios que hubieren participado en la 
elaboración de los estudios, en la época en que éstos se contrataron y aprobaron, tendrán 
responsabilidad solidaria junto con los consultores o contratistas, si fuere del caso, por la validez de 
sus resultados y por los eventuales perjuicios que pudieran ocasionarse en su posterior aplicación”. 
 
“Las entidades previamente a la convocatoria, deberán certificar la disponibilidad presupuestaria y 
la existencia presente o futura de recursos suficientes para cubrir las obligaciones derivadas de la 
contratación”. 
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“El Reglamento establecerá las formas en que se conferirán las certificaciones o los mecanismos 
electrónicos para la verificación”. 
 
“En los procedimientos a los que se refiere la Ley los oferentes inscritos en el RUP, sean personas 
naturales o jurídicas, podrán presentar sus ofertas individualmente, asociadas, o con compromiso 
de asociación o consorcio”. 
 
“La participación de la consultoría extranjera, sea ésta de personas naturales o jurídicas, se limitará 
a los campos, actividades o áreas en cuyos componentes parciales o totales no existe capacidad 
técnica o experiencia de la consultoría nacional, determinadas por el Instituto Nacional de 
Contratación Pública”. 
 
“Serán obligatorios los modelos y formatos de documentos pre contractuales, y la documentación 
mínima requerida para la realización de un procedimiento precontractual y contractual, que serán 
elaborados y oficializados por el Instituto Nacional de Contratación Pública, para lo cual podrá 
contar con la asesoría de la Procuraduría General del Estado y de la Contraloría General del 
Estado”. 
 
“Los procedimientos establecidos en esta Ley, se tramitarán preferentemente utilizando 
herramientas informáticas, de acuerdo a lo señalado en el Reglamento de la Ley”. 
 
“Con el objeto de conseguir mejores condiciones de contratación y aprovechar economías de 
escala, dos o más entidades podrán firmar convenios interinstitucionales con el fin de realizar en 
forma conjunta un procedimiento de selección único, para la adquisición de bienes, ejecución de 
obras de interés común o prestación de servicios incluidos los de consultoría”. 
 
“Se observarán los procedimientos correspondientes de acuerdo al monto y naturaleza de la 
contratación”. 
 
“Para la elaboración del convenio se observarán los modelos de uso obligatorio desarrollados por el 
Instituto Nacional de Contratación Pública”. 
 
“Una vez culminado el proceso de selección, si la contratación fuera divisible, se suscribirán 




“Las ofertas se entenderán vigentes durante el tiempo que para el efecto prevean los Pliegos 
precontractuales. De no preverse el plazo de vigencia se entenderá que la oferta está vigente hasta 
la fecha de celebración del contrato, pudiendo prorrogarse el plazo previsto por disposición de la 
Entidad Contratante”. 
 
La Ley de Contratación en su artículo 33 y 34 dice: 
23“La máxima autoridad de la Entidad 
Contratante, siempre antes de resolver la adjudicación, declarará desierto el procedimiento de 
manera total o parcial, en los siguientes casos:” 
 
1. Por no haberse presentado oferta alguna; 
 
2. Por haber sido inhabilitadas las ofertas presentadas por incumplimiento de las condiciones 
o requerimientos establecidos en los Pliegos; 
 
3. Por no celebrarse el contrato por causas imputables al adjudicatario, siempre que no sea 
posible adjudicar el contrato a otro oferente; y, 
 
4. Por considerarse inconvenientes para los intereses nacionales o institucionales todas las 
ofertas o la única presentada. La declaratoria de inconveniencia deberá estar sustentada en 
razones económicas, técnicas o jurídicas. 
 
“Una vez declarado desierto el procedimiento, la máxima autoridad podrá disponer su archivo o su 
reapertura”. 
 
“La declaratoria definitiva de desierto cancelará el proceso de contratación y por consiguiente se 
archivará el expediente”. 
 
“La declaratoria de desierto o cancelación no dará lugar a ningún tipo de reparación o 
indemnización a los oferentes”. 
 
“En cualquier momento entre la convocatoria y 24 horas antes de la fecha de presentación de las 
ofertas, la máxima autoridad de la entidad podrá declarar cancelado el procedimiento, sin que dé 
lugar a ningún tipo de reparación o indemnización, mediante acto administrativo motivado, en los 
siguientes casos:” 
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1. De no persistir la necesidad, en cuyo caso se archivará el expediente; 
 
2. Cuando sea necesario introducir una reforma sustancial que cambie el objeto de la 
contratación; en cuyo caso se deberá convocar a un nuevo procedimiento; y, 
 
3. Por violación sustancial de un procedimiento precontractual. 
 
En el artículo 42 del Reglamento General dispone: 
24“Los bienes y servicios normalizados son 
aquellos cuyas características o especificaciones técnicas han sido estandarizadas u homologadas 
por la entidad contratante; y en consecuencia, dichas características o especificaciones son 
homogéneas y comparables en igualdad de condiciones”. 
 
“La Ley y este Reglamento General utilizan de forma indistinta las palabras "homologados", 
"estandarizados", "normalizados", "categorizados" o "catalogados", para referirse a aquellos bienes 
o servicios cuyas características o especificaciones técnicas han sido estandarizadas por la entidad 
contratante; y, en el caso de los bienes o servicios incluidos en el Catálogo Electrónico, para 
referirse a aquellos bienes o servicios, sobre los cuales el INCOP celebró los correspondientes 
convenios marco”. 
 
“La responsabilidad de la estandarización de los bienes y servicios le corresponde a la entidad 
contratante, la que para el efecto, observará, de existir, la reglamentación técnica o normativa 
técnica nacional o internacional aplicable al bien o servicio objeto del procedimiento”. 
 
“Los bienes y servicios normalizados se adquieren, en su orden, por procedimientos de Catálogo 
Electrónico y de Subasta Inversa; y solo en el caso de que no se puedan aplicar dichos 
procedimientos o que éstos hayan sido declarados desiertos se optarán por los demás 
procedimientos de contratación previstos en la Ley y en este Reglamento General”. 
 
2.3 LOS PROCEDIMIENTOS DE RÉGIMEN ESPECIAL PARA LA 
ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES 
 
La Ley Orgánica de Sistema Nacional de Contratación Pública ha establecido que según sea la 
naturaleza de la contratación se puede aplicar el Régimen Especial en la adquisición de bienes 
inmuebles. 
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Para la trasferencia de dominio de bienes inmuebles entre entidades del sector público, siempre y 
cuando llegaren a un acuerdo sobre aquella, no se requerirá de declaratoria de utilidad pública o 
interés social ni en el caso de donación, de insinuación judicial.  
 
Se la podrá realizar por compraventa, permuta, donación, compensación de cuentas, y por traslado 
de partidas presupuestarias o de activos. Los contratos de permuta no se regirán por la ley sino por 
las normas previstas en el reglamento general de bienes del sector público y el código civil de 
acuerdo a la disposición tercera de la ley. (RIVAS ORDOÑEZ, 2009)25 
 
Para la transferencia de dominio de bienes inmuebles entre entidades del sector público que lleguen 
a un acuerdo para el efecto, se requerirá resolución motivada de las máximas autoridades y se 
aplicara lo referente al régimen de traspaso de activos regulado en el artículo 61 del Reglamento 




“Para la transferencia de dominio de bienes inmuebles entre entidades del sector público que 
lleguen a un acuerdo para el efecto, se requerirá resolución motivada de las máximas autoridades. 
Se aplicará lo referente al régimen de traspaso de activos”.  
 
La propiedad es el poder de usar de una cosa y de aprovechar toda la utilidad que es susceptible de 
procurar de un modo exclusivo y perpetuo. 
 
Definitivamente la propiedad se compone de tres elementos: el usus o derecho de uso, el fructus o 
derecho de recoger los frutos o productos, y el abusus o derecho de disponer o enajenar. 
 
Se llaman bienes los elementos del patrimonio, es decir, las cosas que pueden ser objeto de un 
derecho y representan un valor pecuniario. 
 
Los inmuebles son las cosas que tienen un asiento fijo y no pueden ser desplazadas, como una 
tierra, una casa, etc. 
 
Los bienes públicos, que son de la esencia del Derecho Administrativo, y no constituyen materia 
del Derecho privado comprenden todos los bienes muebles e inmuebles que estando afectados a un 
determinado servicio público, se utilizan o consumen directamente por él, con el propósito de 
cumplir sus finalidades y mantener su funcionamiento. 
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Los bienes privados, en cambio, son aquellos que pertenecen o pueden pertenecer a los 
particulares, por lo que, son de tal naturaleza, que de ellos se ocupa especialmente el Código Civil. 
 
Bienes inapropiables son aquellos que consisten en cosas corporales sobre las que no se pueden 
constituir dominio, y cuya naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres. Ej. El aire 




El uso y goce de estos bienes, determinados entre individuos de una nación, no son de carácter 
civil, sino que lo son de la esencia del Derecho Administrativo. 
 
Bienes comerciables son todos aquellos que generalmente se encuentran en el comercio humano. 
Los no comerciables son, a la inversa, lo que están fuera del comercio. Ej. Los bienes nacionales de 
uso público. (GRANJA GALINDO, 2011)28 
 
La Constitución de la Republica en el artículo 323 dispone:
29
 Con el objeto de ejecutar planes de 
desarrollo social manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del 
estado por razones de utilidad pública o interés social o nacional, podrán declarar la expropiación 
de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la Ley. Se prohíbe 
toda prueba de confiscación. 
 
El artículo 17 de la declaración de los derechos del hombre y del ciudadano expresa: 
30“siendo la 
propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado de ella si no cuando la 
necesidad publica, legalmente justificada, lo exija evidentemente y a condición de una justa y 
previa indemnización”. 
 
Por su parte el artículo 58 de la ley orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública 
dispone:
31
 “cuando la máxima autoridad de la institución pública haya resuelto adquirir un 
determinado inmueble, necesario para la satisfacción de las necesidades públicas, procederá a la 
declaratoria de utilidad pública o de interés social de acuerdo con la ley.”  
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Los bienes apropiables pueden ser: bienes públicos o del dominio público y bienes privados o del 
dominio privado. El Código Civil se refiere a los bienes nacionales, jurídicamente manifiesta al 
dominio público del Estado, porque a través de tal denominación general se considera 
precisamente, dos clases de bienes: los bienes nacionales de uso público o bienes públicos y los 
bienes del Estado o bienes fiscales. 
 
El dominio de las dos clases de bienes pertenece al Estado, y no propiamente a la Nación o al Fisco 
que solo son dos aspectos de sus ser y no representan personalidades jurídica, ni están aislados, 
porque es inherente a la personalidad necesaria de aquel, en calidad de un poder público único y 
homogéneo, la subordinación jurídica del patrimonio-personalidad de todos sus bienes, con los que 
atiende directa o indirectamente el funcionamiento de los servicios a favor de la sociedad. 
 
Se llaman bienes nacionales aquellos cuyo dominio pertenece a la Nación, si además su uso 
pertenece a todos los habitantes, como las calles, plazas, puentes y caminos, el mar adyacente y sus 
playas, se llaman bienes nacionales de uso público o bienes públicos; pero si, por el contrario, si su 
uso no pertenece generalmente a todos los habitantes, se llaman bienes del Estado o bienes fiscales. 
 
La doble consideración de los bienes públicos mencionada, o sea, la de los bienes nacionales de uso 
público o bienes públicos, y la de los bienes del Estado bienes fiscales, se explica tradicionalmente, 
porque los romanos distinguieron las cosas : quae sunt in uso público:, que las llamaron : res 
publicae:,o bienes públicos, y las cosas o bienes que pertenecían al : patrimonio fiscal: esto es , al 
Fisco. 
 
Esta distinción entre las dos clases de bienes públicos, como se puede deducir, depende 
consiguientemente de que el uso de tales bienes pertenezcan o no, en general, a todos los 
habitantes. 
 
Los bienes públicos se dividen en dos clases: bienes nacionales de uso público y bienes fiscales. 
 
Entre los primeros, o sea, los bienes de uso público, están aquellos bienes cuyo uso, como lo hemos 
dicho, pertenece a todos los habitantes del Estado que no pueden ser apropiados por ninguna 
persona individualmente, como las calles, caminos, plazas, puentes, ríos, el mar adyacente , etc. 
 
Básicamente estos bienes forman parte del patrimonio del Estado porque constituyen precisamente 
un cuerpo de bienes que está afectado a una destinación común, empero que sobre ellos, aquel tiene 




Este dominio del Estado es de carácter administrativo, afectado formalmente a la utilidad pública. 
 
Por ello que, según la teoría de los derechos públicos subjetivos, el derecho que tienen los 
habitantes, en general, para usar los bienes públicos, es un derecho de uso de naturaleza 




El Reglamento General Sustitutivo para el Manejo y Administración de Bienes del Sector Público 
en su artículo 3 dispone: 
33“Es obligación de la máxima autoridad de cada entidad u organismo, el 
orientar y dirigir la correcta conservación y cuidado de los bienes públicos que han sido adquiridos 
o asignados para uso y que se hallen en poder de la entidad a cualquier título: depósito, custodia, 
préstamo de uso u otros semejantes, de acuerdo con este reglamento y las demás disposiciones que 
dicte la Contraloría General y el propio organismo o entidad. Con este fin nombrará un Custodio-
Guardalmacén de Bienes, de acuerdo a la estructura organizativa y disponibilidades presupuestarias 
de la institución, que será responsable de su recepción, registro y custodia”. 
 
“La conservación, buen uso y mantenimiento de los bienes, será de responsabilidad directa del 
servidor que los ha recibido para el desempeño de sus funciones y labores oficiales”. 
 
“Para la correcta aplicación del Reglamento General de Bienes del Sector Público, cada institución 
emitirá las disposiciones administrativas internas correspondientes, que sin alterar las normas de 
este reglamento permitan”: 
 
a) Mantener registros y documentos en que conste la historia de cada bien, y su destinación y 
uso; 
 
b) Entregar los bienes por parte del Custodio-Guardalmacén de Bienes o quien haga sus 
veces, al Jefe de cada unidad administrativa; y, 
 
c) Identificar y designar al servidor que recibe el bien para el desempeño de sus funciones, 
mediante la suscripción de la recepción a través del formulario diseñado para el efecto. 
 
“El daño, pérdida o destrucción del bien, por negligencia comprobada o su mal uso, no imputable 
al deterioro normal de las cosas, será de responsabilidad del servidor que lo tiene a su cargo, y de 
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los servidores que de cualquier manera tienen acceso al bien, cuando realicen acciones de 
mantenimiento o reparación por requerimiento propio o del usuario; salvo que se conozca o 
compruebe la identidad de la persona causante de la afectación al bien”. 
 
El Reglamento General Sustitutivo para el Manejo y Administración de Bienes del Sector Público 
en sus artículos 6, 7 señala:
34
 “Para la adquisición de cualquier tipo de bienes que no consten en el 
respectivo Plan Anual de Adquisiciones se requiere de la resolución de la más alta autoridad de la 
entidad u organismo o del funcionario delegado para este fin, con sujeción a las disposiciones 
legales pertinentes”. 
 
“Para efectuar las adquisiciones, las entidades u organismos del sector público emitirán su 
correspondiente reglamento interno y/o disposiciones administrativas, de conformidad a sus 
requerimientos y en concordancia con las disposiciones legales que fueren aplicables”. 
 
Perfeccionada la declaratoria de utilidad pública o de interés social, se buscar un acuerdo directo 
entre las partes por el lapso de noventa días; para este acuerdo el precio se fijara tanto para los 
bienes ubicados en el sector urbano como en el sector rural, en función del avaluó realizado por la 
dirección de avalúos y catastros de la municipalidad en que se encuentren dichos bienes, que 
considerara los precios comerciales actualizados de la zona. 
 
La entidad contratante una vez inscrita y notificada la declaratoria de utilidad pública, solicitara a la 
dirección de avalúos y catastros del municipio en el que se encuentre ubicado el inmueble, el 
avaluó del mismo, a efectos de determinar el valor a pagar y que servirá de base para buscar un 
acuerdo en los términos previstos en la ley. 
 
En las municipalidades que no se cuente con la dirección de avalúos y catastros, o a petición de esa 
entidad, el avaluó lo podrá efectuar la dirección nacional de avalúos y catastros, para el efecto se 
podrá suscribir un convenio de cooperación interinstitucional. Asimismo, la dirección nacional de 
avalúos y catastros realizará el avaluó si es que habiendo sido requerido el municipio no efectuare y 
entregare el avalúo en el plazo de treinta días de presentada la petición. 
 
El valor del inmueble se establecerá en función del que constare en la respectiva unidad de avalúos 
y catastros del municipio en el que se encuentre ubicado el inmueble antes del inicio del trámite de 
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expropiación, el cual servirá a efectos de determinar el valor a pagar y para buscar un acuerdo en 
los términos previstos en la ley. (RENGEL ESPINOSA, 1995)35 
 
En las municipalidades que no se cuente con la Dirección de Avalúos y Catastros, o a petición de 
esa entidad, el avalúo lo podrá efectuar la Dirección Nacional de Avalúos y Catastros, para el 
efecto se podrá suscribir un convenio de cooperación interinstitucional. Asimismo, la Dirección 
Nacional de Avalúos y Catastros realizará el avalúo si es que habiendo sido requerido el Municipio 
no efectuare y entregare el avalúo en el plazo de treinta días de presentada la petición. 
 
Si judicialmente se llegare a determinar, mediante sentencia ejecutoriada, un valor mayor al del 
avalúo catastral, deberán reliquidarse los impuestos municipales por los últimos cinco años, 
conforme establece el artículo 449 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización.
36
 Tal valor se descontará del precio a pagar. 
 
De acuerdo al artículo 58 de la Ley Orgánica de Contratación Pública,
37
 el precio que se convenga 
no podrá exceder del diez por ciento sobre dicho avaluó, y se podrá impugnar el precio mas no el 
acto administrativo, en vía administrativa. El acuerdo y la correspondiente transferencia de dominio 
se formalizarán en la respectiva escritura pública, que se inscribir en el registro de la propiedad. 
 
En el supuesto caso de que no sea posible un acuerdo directo e procederá al juicio de expropiación 
conforme al trámite previsto en el código de procedimiento civil, sin perjuicio de recibir a cuenta 
del precio fina que se disponga pagar el valor que preliminarmente ha propuesto la institución 
pública respectiva. El juez en su resolución no está obligado a sujetarse al avaluó establecido por la 
dirección de avalúos y catastros de la municipalidad. En el caso de las municipalidades el 
procedimiento expropiatorio se regulara por las disposiciones de su propia ley. 
 
La expropiación como instituto del derecho público garantiza la inviolabilidad del derecho de 
propiedad contra actos estatales lícitos que puedan perjudicar ese derecho. 
 
La expropiación es una transferencia coactiva, de carácter excepcional, lo que la convierte en una 
institución peculiar del derecho público, muy diferente, por ello, de la compraventa civil. Este 
instituto del derecho público permite que el estado adquiera legalmente los bienes, a cambio de una 
indemnización, lo que la diferencia de otras figuras como la confiscación. 
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La expropiación es la institución jurídica mediante la cual el estado adquiere forzosamente la 
propiedad de los bienes de un ente del sector público, previa una justa valoración y pago, 
cumpliendo las formalidades legales y en razón exclusiva del interés público. 
 
El tratadista Cassagne, la define así: “La expropiación comprende todo ataque legítimo al derecho 
de propiedad”. 
 
Es el instituto de derecho público mediante el cual el estado, para el cumplimiento de un fin de 
utilidad pública priva coactivamente de la propiedad de un bien a su titular, siguiendo determinado 
procedimiento y pagando una indemnización previa, en dinero, integralmente justa y única. 
 
Las personas jurídicas de derecho privado sujetas a la Ley del Sistema Nacional de Contratación 
Pública y su Reglamento General como entes contratantes podrán negociar directamente la 
adquisición de inmuebles dentro de los parámetros establecidos en la Ley, si se requiriera una 
expropiación deberán solicitarla a la Autoridad Pública del ramo correspondiente al que 
pertenezcan. 
 
La declaratoria de utilidad pública o de interés social sobre bienes de propiedad privada salvo 
disposición legal contraria, será resuelta por la máxima autoridad de la entidad pública con facultad 
legal para hacerlo, mediante acto motivado en el que constara en forma obligatoria la 
individualización del bien o bienes requeridos y lo fines a los que se destinara, se acompañara a la 
declaratoria el correspondiente certificado del  registrador de la propiedad. 
 
La resolución será inscrita en el registro de la propiedad del cantón en el que se encuentre ubicado 
el bien y se notificará al propietario, la inscripción de la declaratoria traerá como consecuencia que 
el registrador de la propiedad se abstenga de inscribir cualquier acto traslativo de dominio o 





La utilidad pública o de interés social constituye la causa “expropiandi”, es decir, el fundamento o 
razón de ser de este instituto jurídico. La potestad expropiatoria de la administración solo es 
justificable a partir de que se sacrifique una situación de propiedad privada ante intereses públicos 
superiores. 
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Por eso, es justamente la utilidad pública o el interés social, lo que legitima la actuación de la 
Administración, consecuentemente, todo proceso expropiatorio trae implícito la previa declaratoria 
de utilidad pública o de interés social del fin a que haya de afectarse el bien expropiado, que 
además deberá ser declarado expresa y singularmente por la autoridad competente. 
 
Por tanto, la potestad expropiatoria del Estado, es simplemente un medio para logar el bienestar 
público. La utilidad pública está íntimamente ligada con la obra pública, el servicio público y el 
dominio público. En cambio, el interés social hace relación al beneficio colectivo o a la satisfacción 
de una necesidad pública. 
 
Para la transferencia de dominio de inmuebles adquiridos por declaratoria de utilidad pública, los 
dueños deberán tener cancelados todos los impuestos correspondientes a dicha propiedad, excepto 
el pago de la plusvalía y los que correspondan a la transferencia de dominio, que no se generaran 
en este tipo de adquisiciones. Si los tributos se mantuvieran impagos, del precio de venta se los 
deducirá. 
 
Objeto de la expropiación: Son expropiables toda clase de bienes y derechos, excepto aquellos de 
índole personal como la vida, el honor, la libertad, etc. el estado puede afectar una gama amplia de 
bienes o derechos, pero siempre de naturaleza patrimonial. (RENGEL ESPINOSA, 1995)39  
 
Finalmente, debemos precisar que pueden ser objeto de expropiación todos los bienes necesarios 
para la satisfacción de la utilidad pública o de interés social, cualquiera sea su naturaleza jurídica, 
incluidos los bienes públicos. 
 
Los sujetos de la expropiación son: 
 
1. El expropiante, que no puede ser otro que el estado o sus instituciones, ya que es el estado 
el titular de la potestad expropiatoria; por tanto el estado es el sujeto activo de la 
expropiación. 
 
2. El expropiado es el sujeto pasivo de la expropiación, que no pueden ser otros que los 
titulares del dominio de los bienes a expropiarse. 
 
3. El beneficiario, es el sujeto o sujetos que representan la utilidad pública o interés social, es 
decir, el que se beneficia directamente del acto expropiatorio. 
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El proceso expropiatorio, no es otra cosa, que el conjunto de actuaciones formales desplegadas por 
la administración a fin de alcanzar la expropiación. 
 
Los requisitos que deben cumplirse antes de dictar la resolución de declaratoria de utilidad pública 
o de interés social son los siguientes: 
 
Los informes técnicos, si partimos del hecho que la causa pretendí de la expropiación es la utilidad 
pública o el interés social, resulta obvio pensar que estos fines deben estar debidamente 
justificados, consecuentemente, tal justificación deberá constar en los informes técnicos emitidos 
por las direcciones o departamentos correspondientes de la entidad pública. Así, resultara 
imprescindible el informe de la dirección de planificación que contendrá el levantamiento 
planimétrico del bien inmueble a expropiarse, la descripción del proyecto a ejecutarse, entre otros 
aspectos técnicos.  
 
Además es necesario que la dirección relacionada con el proyecto a ejecutarse presente también su 
informe técnico, por ejemplo si se trata de una obra, este informe lo presentara la dirección de 
obras públicas, informe que contendrá los respectivos estudios; también se obtendrán los permisos 
y licencias cuando la ley así lo requiera. Por otra parte es imprescindible que la dirección de 
avalúos y catastros de la municipalidad en que se encuentren los bienes materia de la expropiación, 
emita su informe técnico sobre el avaluó del bien a expropiarse, a efectos de determinar el valor 
que debe pagarse y que servirá de base para buscar un acuerdo directo. Finalmente es importante el 
informe jurídico que deberá presentar el director jurídico de la entidad, este informe básicamente se 
referirá a la legalidad del procedimiento, a la observancia de las formalidades legales a fin de no 
incurrir en actuaciones contrarias a la ley. 
 
El presupuesto, como la expropiación conlleva la obligación de la entidad pública de indemnizar o 
pagar el justiprecio al expropiado, naturalmente se deberá contar con la respectiva certificación 
sobre la disponibilidad presupuestaria y la existencia presente o futura de recursos suficientes para 
cubrir las obligaciones derivadas del acto expropiatorio. Esta certificación será conferida por el 
director financiero de la entidad. 
 
La certificación del registro de la propiedad, este requisito es muy importante, porque nos permite 
determinar quién es el sujeto pasivo de la expropiación y posiblemente el legítimo contradictor en 
caso de darse una controversia judicial. Además nos permitirá conocer el historial de dominio del 




El expediente expropiatorio, siendo la expropiación un acto administrativo, es muy importante que 
todas las actuaciones relacionadas con la expropiación conformen el respectivo expediente que 
deberá estar debidamente ordenado y foliado. 
 
Es el acto administrativo formal, mediante el cual la máxima autoridad del Ente Estatal, resuelve 
motivadamente declarar de utilidad pública o interés social con fines de expropiación un 
determinado bien. 
 
La utilidad pública o el interés social constituyen el fundamento de la expropiación, ya que la 
potestad expropiatoria del estado solo se justifica a partir de esa necesidad, es decir, que el derecho 
a la propiedad privada solo puede ser sacrificado ante los intereses públicos superiores. 
 
Esta declaración constituye requisito sine quan non para iniciar el procedimiento expropiatorio, 
pues, sin ella no tendría razón de ser y será resuelta por la máxima autoridad de la entidad pública. 
 
Esta declaratoria debe ser debidamente motivada, sustentada técnica y jurídicamente para su 
validez, porque al ser un actor administrativo es impugnable tanto en la vía administrativa como en 
la judicial. 
 
La declaratoria de utilidad pública o de interés social, es también un acto revocable por la misma 
autoridad que lo dicto. Deberá ser notificada legalmente al sujeto pasivo de la expropiación 
(expropiado) dentro del plazo de tres días contados a partir de la fecha en que se dictó la 
resolución. Esta notificación se efectuara en el domicilio del expropiado y si se desconociere el 
domicilio se le notificara por la prensa. 
 
Además se procederá a su inscripción en el registro correspondiente; hecha la inscripción, el 
registrador se abstendrá de inscribir cualquier acto o contrato que afecte o limite el dominio del 
bien, so pena de nulidad. 
 
Perfeccionada la declaratoria de utilidad pública o de interés social las partes (expropiante y 
expropiado) pueden convenir o llegar a un acuerdo directo a fin de evitar la confrontación judicial. 
Este acuerdo se lo buscara en el plazo máximo de 90 días. 
 
Es necesario aclarar que el precio que le convenga en el acuerdo directo no podrá exceder del diez 
por ciento sobre el avaluó, es decir se podrá pagar máximo el precio que conste en el avaluó más el 




El acuerdo y la correspondiente transferencia de dominio, se formalizaran mediante escritura 
pública, la misma que se inscribirá en el registro de la propiedad respectivo. 
 
El juicio civil, en caso de no llegarse a un acuerdo directo, deberá procederse al juicio de 
expropiación, conforme a lo dispuesto en el artículo 781 y siguientes del Código de Procedimiento 
Civil. 
 
El juicio de expropiación tiene por objeto determinar el monto que debe pagarse por concepto de 
precio de la cosa expropiada exclusivamente, pues, en esta clase de acción no es procedente la 
discusión del acto administrativo de expropiación, ya que la declaratoria de utilidad pública o 
social no puede ser materia de discusión judicial. 
 
La demanda de expropiación deberá ser presentada por el representante legal de la entidad pública 
consignado además del valor del avaluó del bien materia de la expropiación, finalmente se deberá 
acompañar a la demanda la documentación e información establecida en los artículos 786 y 787 del 
Código de Procedimiento Civil. 
 
El juez competente para conocer el juicio de expropiación será del lugar en que se encuentre el bien 
expropiado. Entonces el juez debe resolver sobre el precio y no esa obligado a sujetarse al avaluó 
presentado. La sentencia que dicta el juez, una vez ejecutoriada se protocolizara en una notaría y se 
la inscriba a fin de que sirva de suficiente título de dominio. 
 
El juicio contencioso administrativo, esta acción es el medio idóneo para impugnar el acto 
administrativo que contiene la declaratoria de utilidad pública o interés social con fines de 
expropiación, que no puede ser impugnado en la vía civil mediante el juicio de expropiación. 
 
Cuando hablamos de justo precio, nos estamos refiriendo al valor de una cosa objetivamente 
determinado. Consecuentemente, el precio en la expropiación comprenderá no solamente el valor 
del bien expropiado, sino además la indemnización por los daños causados, refiriéndose en sentido 
estrictamente jurídico, es decir, al daño emergente y lucro cesante debidamente justificados. 
 
Al precio establecido convencional o judicialmente se abonara un cinco por ciento como precio de 
afección. Finalmente, los dueños de los bienes materia de la expropiación deberán tener cancelados 
todos los impuestos relacionados con la propiedad, caso contrario se los deducirá del precio. La 
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entidad pagara la plusvalía en caso de establecerse y los tributos relacionados a la trasferencia de 




RÉGIMEN ESPECIAL EN LOS CONTRATOS PÚBLICOS 
 
3. CONTRATO DE RÉGIMEN ESPECIAL 
 
“Se someterán al Régimen Especial los contratos que celebren el Estado con entidades del sector 
público, éstas entre sí, o aquellas con empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito 
pertenezca, por lo menos en el cincuenta (50%) por ciento a entidades de derecho público o sus 
subsidiarias; y las empresas entre sí.” 41 
 
“También los contratos que celebren las entidades del sector público o empresas públicas o 
empresas cuyo capital suscrito pertenezca por lo menos en cincuenta (50%) por ciento a entidades 
de derecho público, o sus subsidiarias, con empresas en las que los Estados de la Comunidad 
Internacional participen en por lo menos el cincuenta (50%) por ciento, o sus subsidiarias.” 
 
“El régimen especial previsto para las empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito 
pertenezca, por lo menos en cincuenta (50%) por ciento a entidades de derecho público o sus 
subsidiarias se aplicara únicamente para el giro especifico del negocio; en cuanto al giro común se 
aplicara el régimen común previsto en la Ley.” 
 
“Las contrataciones que celebren el Estado o las entidades y empresas consideradas en el numeral 8 
del artículo 2 de la Ley, con empresas públicas de los Estados de la Comunidad Internacional, se 
realizarán de conformidad con los términos y condiciones constantes en los tratados, convenios, 
protocolos y demás instrumentos internacionales, de haberlos; así como, en acuerdos, cartas de 
intención y demás formas asociativas; en el caso de no haberse previsto un régimen de contratación 
específico, se seguirá el procedimiento previsto en el artículo precedente.”42 
 
“Como empresas públicas de los Estados de la Comunidad Internacional se entienden a las 
personas jurídicas, las empresas o las subsidiarias de éstas, creadas o constituidas bajo cualquier 
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forma jurídica, cuyo capital, rentas o recursos asignados pertenezcan al Estado de la Comunidad 
Internacional, en una proporción superior al cincuenta por ciento.”  
 
Nos dice el Código Civil que contrato es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, 
hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte puede ser una o muchas personas. 
 
El contrato es el acuerdo de voluntades creador de obligaciones, la fuente de donde la obligación 
nace. La obligación es el efecto o consecuencia del contrato y es ese vínculo jurídico que coloca al 
deudor en la necesidad jurídica de dar, hacer o no hacer algo respecto del acreedor. 
 
Desde el punto de vista etimológico, la palabra contrato proviene de dos voces latinas que son: 
cum, equivalente a con, y tráhere, que significa ligarse. De donde, fácilmente entendemos que el 
contrato no entraña sino una idea de acuerdo o convención entre dos partes, las mismas que pueden 
estar constituidas por una o muchas personas. (Artículo 1454 del C.C.). El contrato, tal como lo ha 
formulado el derecho romano y lo ha adoptado el Código de Napoleón, es una institución 
exclusivamente individualista, e implica dos declaraciones de voluntad con diferentes propósitos, 
las mismas que intervienen después de un acuerdo en el que cada una de ellas está determinada por 
la otra. (GRANJA GALINDO, 2011)43  
 
Por la misma esencia del hombre, el fenómeno social humano ha dado lugar siempre, a través de la 
Historia, a diferentes manifestaciones contractuales, ya sea en el campo privado de los particulares, 
así como en el de la Administración pública, en razón de que la colectividad demanda cada vez más 
nuevos servidos a su favor que dinamicen el proceso de participación del Estado. Y como éste es 
una persona moral, que tiene bajo su responsabilidad tantos y tan graves menesteres, es imperativo 
que para atenderlos se halle en capacidad de contratar. Los contratos públicos se generan, ya sea 
por el acuerdo jurídico de voluntades, o bien, con la mera adhesión del particular a ciertas 
relaciones ya establecidas por la Administración. 
 
Según nos dice Sayagués Laso: “la Administración pública no siempre obra en sentido unilateral, o 
sea, mediante actos administrativos, sino que, frecuentemente, llega también a un acuerdo con los 
particulares u otros entes públicos, por lo que, celebra actos bilaterales o plurilaterales de diferente 
naturaleza.” 
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En términos generales, una gran mayoría de las instituciones jurídicas son comunes a los diferentes 
aspectos del ordenamiento jurídico. Tal es el caso, por ejemplo, de que el contrato es común al 
derecho privado, al derecho público, al derecho laboral, administrativo, etc. 
 
Como dice Martín Retortillo: “en verdad, algunos conceptos e instituciones que se desarrollaron en 
el primer momento en el Derecho privado, posteriormente han sido utilizados por el Derecho 
público y singularmente por Derecho Administrativo, produciéndose un verdadero préstamo o una 
cesión de técnicas.” 
 
No existen figuras jurídicas exclusivas del Derecho privado o del Derecho público. Así, por 
ejemplo, las instituciones de la propiedad, de los contratos, de la responsabilidad, de las 
servidumbres, de los derechos subjetivos, etc., son figuras jurídicas utilizadas comúnmente por los 
dos. Es decir, son instituciones jurídicas u objetos amplios del Derecho cuya naturaleza permanece 
igual en cada supuesto. 
 
El contrato es una categoría genérica, una de aquellas figuras jurídicas que, si se la considera en un 
sentido estricto, constituye "un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, o hacer o no 
hacer alguna cosa", (artículo 1454 del C.C); o sea, como dice Laubadére: es "un acuerdo de 
voluntades generador de obligaciones". Por lo mismo, la sustancia de estos contenidos se aplica, de 
hecho, tanto a los contratos de la Administración como a los contratos celebrados en el terreno del 
Derecho privado. Esto quiere decir que al contrato se lo califica como contrato civil, comercial, 
laboral, administrativo, etc., simplemente cuando se le agregan a sus caracteres fundamentalmente 
las notas que lo distinguen dentro de su género, en cuanto a los sujetos, forma, consentimiento, etc. 
 
Si bien es cierto que la autonomía de la voluntad es la rectora de la constitución del contrato, 
creando la autonomía contractual, esto no quiere significar que ella no tenga límites. En efecto, 
algunas veces puede generar figuras contractuales, y empero en otras circunstancias, se halla 
obligada a admitir sin más preámbulo todas y cada una de las cláusulas del contrato que, a veces, 
no se encuadra ni siquiera dentro de un tipo. Así, por ejemplo, en la práctica, ciertos contratos, tales 
como: los de arrendamiento, de trabajo, de transporte, de seguro, etc., hoy en día, tienden a cortar 
cada vez más la voluntad del particular. 
 
En conclusión, la institución jurídica del contrato, considerado como contrato genérico, no es una 
figura jurídica exclusiva del derecho privado; pues, se aparta frecuentemente del estricto ámbito del 




De esta manera nace, consiguientemente, el contrato de Derecho Administrativo, con sus elementos 
comunes y peculiares al contrato del Derecho privado; pero, con sus elementos diferentes que se 
desprenden de su contenido, de su fin, de los intereses que afectan a las partes y, en suma, de su 
régimen jurídico propio. (GRANJA GALINDO, 2011)44 
 
Como afirma Duguit, “la unidad ontológica del Derecho impone la universalidad de determinados 
principios e institutos jurídicos. El hecho de que hayan tenido vigencia primero en el Derecho 
privado, antes que en el Derecho público, o se hayan arraigado más en el derecho privado, o se les 
haya analizado originariamente a través del prisma particular de éste, no les quita su posible 
universalidad jurídica.” 
 
En nuestro país, como en otros, es cierto que carecemos actualmente de un instrumento legal 
especial que regule positivamente todos los contratos de la Administración. En cambio, como 
afirma Laubadére y Pequignot, “es el Derecho positivo el que se halla regulando paulatinamente 
aquellas figuras que, en principio, fueron obra exclusiva de la jurisprudencia que aplicaba las 
normas estrictas del Código Civil, como base para una teoría general que no excluya en su 
aplicación a los contratos administrativos.” 
 
En la vida diaria, desde hace mucho tiempo se ha constatado que la Administración Pública 
contrate en los siguientes planos: como un particular, y como un poder jurídico superior que le 
subordina a la contraparte. Por esto que se hable entonces de contratos hábiles de la Administración 
y de contratos administrativos, en su orden. 
 
Todo contrato legalmente celebrado es una ley para las partes contratantes y no puede ser 
invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales. 
 
La forma del contrato consiste en el formalismo que exige el acto contractual de la Administración 
a través de su comprobación por escrito. 
 
Las formalidades, consisten en los requisitos que deben observarse en la celebración del contrato, 
los mismos que pueden ser anteriores, concomitantes o posteriores al nexo de la voluntad de las dos 
partes. La forma, que por el contrario, constituye uno de tales requisitos que se refiere a la manera 
como se instrumenta el nexo contractual que, generalmente, es por escritura pública, o bien, por 
instrumento público con la simple actuación del funcionario administrativo competente, de acuerdo 
a la ley, a la reglamentación o a la práctica administrativa correspondiente; todo lo cual, condiciona 
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realmente la validez del contrato. Lo demás, es el procedimiento para la realización de la 
contratación. (RENGEL ESPINOSA, 1995)45 
 
Las Características del contrato podrían estas ser consideradas desde un punto de vista general, y 
también desde un punto de vista particular. 
 
Desde el punto de vista general, las características del contrato administrativo aparecen a través de 
estas modalidades: del objeto del contrato, esto es, de las obras y servicios públicos inherentes con 
la actividad administrativa en beneficio de la colectividad; de la participación forzosa de un órgano 
estatal en ejercicio de la función administrativa; y, de las prerrogativas de la que goza la 
Administración Pública en cuanto a la interpretación, modificación y resolución del contrato. 
 
Desde el punto de vista particular, las características que les distinguen a los contratos de la 
Administración dentro del género contrato, son específicamente las siguientes: 
 
La de su formalismo, si en el plano del Derecho privado, los contratos se perfeccionan solo por el 
simple consentimiento, cualquiera que sea la forma en que se hubiese celebrado, en cambio, en los 
contratos de la Administración, no sucede lo propio porque su carácter formalista condiciona su 
validez y eficacia al cumplimiento de las formalidades exigidas por la ley referente a la forma y 
procedimiento de ellos. 
 
En efecto, son principios comunes a los diferentes sistemas de contratación los siguientes: los de 
sus actos preparatorios, tales como, adjudicación, prestación de fianzas, etc.; luego la publicidad de 
la licitación y el secreto de la proposición. 
 
La de las prerrogativas de la Administración, como en estos contratos es de interés público el que 
prevalece frente a los intereses de los particulares, tanto el principio de la autonomía de la voluntad 
así como la igualdad jurídica de las partes se subordina a la Administración; por lo que, ésta 
aparece investida de una condición e superioridad y privilegio que son una consecuencia de la 
llamada cláusula exorbitante del Derecho común y que se aplican a la interpretación, modificación 
y resolución del contrato. 
 
Las cláusulas exorbitantes, son aquellas que están fuera de la órbita normal del Derecho privado, ya 
sea porque no son usuales convenirlas, o bien, porque son jurídicas al espíritu de las normas civiles. 
No son usuales en el Derecho privado, empero sí le facultan a la Administración Pública a realizar 
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ciertos actos de control excepcional en el contrato, tales como: de modificar unilateralmente las 
cláusulas del contrato; de declarar por sí y ante sí rescindido o extinguido el contrato; de dar 
instrucciones a la contraparte; de imponer sanciones contractuales de quedar exenta de 
responsabilidad por mora en los pagos; de modificar unilateralmente el contrato, etc. 
 
La de que los derechos y obligaciones que se derivan de los contratos de la Administración, son 
esencialmente personales con relación a la contraparte en estos aspectos: Prohibiendo, en general, 
la transferencia de los derechos y obligaciones contractuales; prohibiendo la cesión de los mismos, 
a un tercero, o la subcontratación, sin autorización expresa de la misma Administración. Tales 
prohibiciones existen por sí mismas porque son inherentes a la esencia de este tipo de contratos, de 
donde, no es necesario encajarlas con ellos. (GRANJA GALINDO, 2011)46  
 
Los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan, no solo a lo que en ellos se 
expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que 
por la ley o la costumbre pertenecen a ella. 
 
Son requisitos para la celebración de los contratos, los siguientes: 
 
1. La competencia del órgano de contratación; 
 
2. La capacidad del adjudicatario; 
 
3. La existencia de disponibilidad presupuestaria y de los recursos financieros necesarios para el 
cumplimiento de las obligaciones; y, 
 
4. La formalización del contrato, observando el debido proceso y los requisitos constantes en la 
presente Ley y su Reglamento. 
 
Esta clase de contratos no se sujetan a los procedimientos establecidos en la ley de Contratación 
Pública, sino a las normas reglamentarias pertinentes y a las disposiciones internas adoptadas por 
cada institución pública. Conforme este precepto se aplican las siguientes reglas: 
 
1. Cuando fuere posible o conveniente para los intereses institucionales, la adjudicación se hará 
previo el procedimiento de selección que considere adecuado el funcionario encargado de la 
adjudicación. 
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2. No se requerirá procedimiento de selección para el caso de contrato con monto inferior a ciento 
cincuenta SMVG. 
 
La entidad procura que participe en el proceso el mayor número de oferentes nacionales y cuidara 
que los invitados llenen las condiciones exigidas para contratacar con el estado y organismos del 
sector público. 
 
La oferta será presentada de acuerdo a las instrucciones constantes en la invitación, el oferente 
deberá rendir la garantía correspondiente, salvo en el caso de contrato de permuta o de los que 
celebren las entidades públicas entre sí. 
 
Corresponde adjudicar el contrato a quien hubiese presentado la oferta más conveniente para los 
intereses constitucionales. Para los contratos entre entidades públicas no se requiere ningún proceso 
de selección ni se exige a la entidad contratista la garantía de fiel cumplimiento. El reglamento a la 
ley de contratación exige que la entidad u organismo tenga la facultad jurídica para contratar o 
ejecutar el tipo de la obra o materia de la contratación. 
 
Los contratos que por su naturaleza o expreso mandato de la Ley lo requieran se formalizarán en 
escritura pública dentro del término de quince (15) días desde la notificación de la adjudicación. 
Los contratos cuya cuantía sea igual o superior a la base prevista para la licitación se protocolizarán 
ante Notario Público. Los gastos derivados del otorgamiento del contrato son de cuenta del 
contratista. (RIVAS ORDOÑEZ, 2009)47 
 
Las contrataciones que se realicen por el sistema de catálogo se formalizarán con la orden de 
compra y el acta de entrega. 
 
Las contrataciones de menor cuantía se instrumentarán con la factura correspondiente, sin perjuicio 
de que se puedan elaborar documentos que contengan las obligaciones particulares que asuman las 
partes. 
 
Los demás contratos se otorgarán por documento suscrito entre las partes sin necesidad de escritura 
pública. Para la suscripción del contrato, será requisito previo la rendición de las garantías 
correspondientes. 
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Cuando por causas imputables al adjudicatario no se suscriba el contrato dentro del término 
correspondiente, la entidad deberá declararlo como adjudicatario fallido y disponer su suspensión 
del RUP. De existir ofertas habilitadas, la entidad, de convenir a sus intereses, adjudicará el 
contrato al oferente que hubiera presentado la siguiente oferta de mejor costo. 
 
Si el contrato no se celebrare por causas imputables a la Entidad Contratante, el adjudicatario podrá 
demandar la correspondiente indemnización de los daños y perjuicios o reclamar 
administrativamente los gastos en que ha incurrido, siempre que se encuentren debida y legalmente 
comprobados. La entidad a su vez deberá repetir contra el o los funcionarios o empleados 
responsables. 
 
En ningún caso se podrá iniciar la ejecución del contrato sin la previa celebración o formalización 
de los instrumentos expuestos en este artículo. 
 
Los contratos contendrán estipulaciones específicas relacionadas con las funciones y deberes de los 
administradores del contrato, así como de quienes ejercerán la supervisión o fiscalización. 
 
En el expediente se hará constar todo hecho relevante que se presente en la ejecución del contrato, 
de conformidad a lo que se determine en el Reglamento. Especialmente se referirán a los hechos, 
actuaciones y documentación relacionados con pagos; contratos complementarios; terminación del 
contrato; ejecución de garantías; aplicación de multas y sanciones; y, recepciones. 
 
En los contratos sometidos a la Ley se estipulará obligatoriamente cláusulas de multas, así como 
una relacionada con el plazo en que la entidad deberá proceder al pago del anticipo, en caso de 
haberlo; el que no podrá exceder del término de treinta (30) días. 
 
Las multas se impondrán por retardo en la ejecución de las obligaciones contractuales conforme al 
cronograma valorado, así como por incumplimientos de las demás obligaciones contractuales, las 
que se determinarán en relación directa con el monto total del contrato y por cada día de retraso. 
 
Las multas impuestas al contratista pueden ser impugnadas en sede administrativa, a través de los 




Para corregir errores manifiestos de hecho, de trascripción o de cálculo que se hubieren producido 
de buena fe en las cláusulas contractuales, las entidades podrán celebrar contratos modificatorios 
que enmienden los errores encontrados. (RIVAS ORDOÑEZ, 2009)48 
 
3.1 ANTECEDENTES PARA ELABORACIÓN DE CONTRATOS 
 
Por principio, los contratos administrativos en nada se diferencian de los contratos privados de la 
Administración. Pues, todos los contratos que la Administración celebra son nada menos que 
contratos de la Administración. Este es el nombre genérico. Aún más, estos contratos no son sino 
una especie dentro del género contratos, ya que su especificidad está dada por las características de 
sus elementos. 
 
En cuanto a la denominación que llevan estos contratos, no hallamos uniformidad en la doctrina. Se 
los llama indistintamente bajo las siguientes formas: contratos administrativos, contratos públicos, 
contratos del Estado, contrato de la Fundón Administrativa, acuerdos administrativos, etc. 
 
De esta manera, la distinción que hacen algunos autores entre los contratos administrativos y los 




1. Porque la personalidad jurídica del Estado, es una sola. Este carácter unitario de su personalidad 
no le permite tener, al mismo tiempo, una personalidad pública y privada, que le consienta la 
celebración de contratos administrativos y de contratos privados hábiles, comerciales, etc. 
 
2. Porque el régimen jurídico de la Administración se halla reglado tanto por el Derecho público 
como por el Derecho privado, en mayor o menor escala, según las necesidades. Luego, en su 
esencia, la división de los contratos en contratos administrativos y contratos privados de la 
Administración no se encuadra con la realidad de las cosas. Por ejemplo, en ciertas circunstancias, 
el régimen jurídico del contrato es marcadamente de derecho público, como sucede en el caso del 
servicio público; y, en otras, el contrato se asemeja más bien a cierta institución jurídica contractual 
de Derecho privado, como sería en el caso del contrato de suministro. 
 
3. Los actos que se derivan de los órganos administrativos, lógicamente están regulados por el 
Derecho administrativo en lo que se refiere a su competencia, procedimiento, voluntad y forma. 
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Solo por excepción, el objeto puede estar regido, en parte, por el Derecho privado. Resulta 
imposible incluir en una categoría los diferentes vínculos contractuales de la Administración. Pues, 
en verdad, en los contratos administrativos típicos aplican los principios de Derecho privado; y, en 
los contratos privados celebrados por la Administración, se deben observar también normas de 
Derecho público. 
 
4. Los contratos que celebra la Administración Pública, son fundamentalmente de derecho público. 
Esto hace que, en el terreno de la realidad, los contratos de la Administración no se hallen 
determinados en su encabezamiento como contratos administrativos o como contratos privados. 
 
5. En la vida del Derecho, en verdad, no existe ningún interés para tratar de diferenciar a los 
contratos administrativos de los contratos privados de la Administración. 
 
Los contratos de Derecho común de la Administración, se subordinan a un régimen jurídico 
privado; y, a la vez, se subordinan también a un régimen jurídico público en cuanto a competencia, 
voluntad, etc. En cambio, los contratos administrativos se rigen en cuanto al objeto, por el Derecho 
privado. 
 
Respecto a la jurisdicción, tampoco hay diferencias; ni menos en cuanto a los medios de 
impugnación administrativa, habida cuento que el redamo o recurso jerárquico procede siempre, 
aunque no lo hubiese establecido expresamente alguna disposición legal, en razón de que, según la 
doctrina, toda decisión definitiva de un órgano inferior puede ser recurrida jerárquicamente ante el 
órgano competente superior. 
 
6. En sentido estricto, no existen contratos civiles de la Administración. Como dijimos, todos son 
de Derecho público sujetos a reglas especiales, por lo que, según afirma García de Enterría, puede 
hablarse más bien de una teoría ius administrativa del contrato. Constituye, éste, la institución 
jurídica general del Derecho y que se lo adjetiva de administrativo, cuando aparecen ciertas 
variaciones que lo transforman como una unidad dentro del género. 
 
7. Ante las divergencias doctrinarias, en este sentido diferencial, solo la ley podría poner término a 
dicha falsa argumentación, a través del simple enunciado de que y cuales son realmente contratos 
administrativos.  
8. Por principio los contratos de la Administración son administrativos.  
 
Si los contratos de la Administración se hallan regulados esencialmente por el Derecho público, 
pero algunos de estos se hallan también regidos por el derecho privado. Así, por ejemplo, se 
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encuentran más cercanos al Derecho civil, y más distantes del Derecho administrativo, los 
contratos de cesión, de permuta, de donación, locación, compraventa, mandato, depósito, fianza, 
transporte y los contratos aleatorios. A la inversa, están más cerca al Derecho Administrativo, y 
más lejanos del Derecho civil, los contratos de empleo o fundón públicos, de empréstito, de 




 Algunas son las definiciones que encontramos en torno a los contratos de la Administración, entre 
los cuales podríamos citar, por ejemplo, dos: 
 
"Por contratos administrativos se entienden los realizados por la Administración, para asegurar el 
funcionamiento de un servicio público, y se rigen por reglas especiales distintas a las aplicables a 
las relaciones de los particulares entre sí". (Jezé) 
 
Es decir, que la especialidad de los contratos debe señalarse en la reglamentación administrativa, y 
en cuanto a esta reglamentación fije las peculiaridades de ellos y las condiciones y procedimientos 
de esta naturaleza a que deben someterse. 
 
"El contrato de la Administración es un acto de declaración de voluntad común productor de 
efectos jurídicos entre un órgano estatal en ejercicio de la función administrativa y un particular u 
otro ente estatal". (Dromi). 
 
De las definiciones vertidas se puede analizar que en efecto: 
 
1. El contrato de la Administración es un acto de declaración de voluntad común. Esto quiere decir 
que este tipo de contrato implica nada menos que un acuerdo de voluntades, o sea, una voluntad 
común, que genere tanto derechos como obligaciones. En otras palabras, como dice el artículo 





2. Productor de efectos jurídicos. Referidos estos precisamente a la creación de derechos y 
obligaciones, dentro o fuera de la esfera de acción de la Administración Pública, ya que no se 
puede admitir una actividad contractual que no sea jurídica. 
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3. Entre un órgano estatal en ejercicio de la función administrativa. Esto es, entre cualquiera de los 
tres órganos constitutivos del Estado (el ejecutivo, legislativo y judicial), que son sujetos directos 
para la celebración de los contratos administrativos, por lo que, esencialmente son contratos 
celebrados por el Estado e imputables a él mismo. 
 
4. Y un particular u otro ente estatal. La contraparte de la Administración Pública puede ser una 
persona física o natural, jurídica privada o jurídica pública. En otras palabras, como dice 
Marienhoff, el contrato de la Administración se celebra "con otro órgano administrativo o con un 
particular o administrado". Si el contratante fuera órgano o ente estatal se configura un contrato 
interadministrativo. (Sayagués Laso). (GRANJA GALINDO, 2011)52 
 
Antes de precisar los elementos de los contratos de la Administración, es importante que 
previamente determinemos esta materia según el Código Civil. Como lo establece el artículo 1461 
de este Código, "Para que una persona se obligue a otra por un acto de declaración de voluntad es 
necesario: 
 
1. Que sea legalmente capaz; 
2. Que consienta en dicho acto o declaración, y su consentimiento no adolezca de vicio; 
3. Que recaiga sobre un objeto lícito; y,  
4. Que tenga una causa lícita". 
 
En consecuencia, en general, los mismos elementos que encontramos en los actos administrativos 
son también aplicables a los contratos de la Administración. Esto es, que tales elementos son: el 
sujeto, la voluntad, el objeto y la forma: 
 
1. El sujeto. Siendo que el contrato de la Administración es un acto jurídico bilateral, pues, 
necesariamente en la contratación administrativa una de las partes es la Administración Pública, 
representada en un órgano estatal, (órgano legislativo, ejecutivo o judicial), que actúa en fundón 
administrativa. 
 
Son sujetos de los contratos públicos: de un lado, la administración en cualquiera de sus grados o 
clases (personas jurídicas públicas); y, de otro, los particulares, individual o colectivamente 
considerados, (personas físicas o naturales y personas jurídicas privadas, nacionales o extranjeras, 
domiciliadas dentro o fuera del territorio de la República, siempre que se sujeten a las disposiciones 
que regulan las contrataciones del Estado) o también la misma Administración. 
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De esta manera, pueden ser sujetos de los contratos de la Administración: el Estado, los Consejos 
Provinciales, las Municipalidades, las entidades autónomas, las empresas del Estado, consorcios 
públicos, federaciones municipales, etc. 
 
2. La voluntad. Este segundo elemento se refiere a las dos voluntades decisivas y válidas que 
necesariamente deben intervenir en los contratos de la Administración. Por lo que, esta voluntad de 
las partes debe estar manifestada claramente bajo las siguientes formas: el consentimiento, la 
formación del contrato y el perfeccionamiento del mismo. 
 
a) El consentimiento como una manifestación de la voluntad común de las partes presupone: la 
capacidad de la contraparte de la Administración y la competencia del órgano estatal. 
 
En cuanto a la capacidad de la contraparte de la Administración, diremos que podrán ser 
contratistas las personas naturales o jurídicas que se encuentren en pleno goce de su capacidad 
legal, esto es, que puedan obligarse por sí mismas, y sin el ministerio o la autorización de otra. 
 
En la doctrina general del Derecho Administrativo, están incapacitadas para ser contratantes estas 
personas: Los condenados por sentencias a pena de privación de libertad o inhabilitación para 
cargos públicos, salvo que hubiesen sido rehabilitados; los deudores del Estado; los insolventes; los 
menores; los dementes y sordomudos. 
 
De la misma manera, se encuentran en incompatibilidad para ser contratistas: los funcionarios 
públicos y sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad, inclusive. 
 
En lo que se refiere a la competencia para contratar del órgano estatal en pleno ejercicio de la 
fundación administrativa, tal competencia se extiende principalmente a las siguientes facultades: de 
aprobar y modificar los pliegos de condiciones; de suspender la licitación; de adjudicar; de acordar 
la resolución, rescisión o renuncia contractual. 
 
Las normas relativas al error, fuerza y dolo en la voluntad, de los actos administrativos, rigen 
también respecto a los vínculos contractuales de la Administración Pública. 
 
b) En la formación del contrato se necesita también la voluntad recíproca de los contratantes que se 
manifieste en discusión, o sea, por adhesión del administrado que se limite simplemente a aceptar 
las cláusulas contractuales prefijadas por el Estado. 
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El silencio de la Administración, en ningún momento es un indicador de manifestación de 
voluntad, salvo disposición legal en contrario. 
 
c) El perfeccionamiento del contrato de la Administración depende del Derecho positivo de cada 
país y, a falta de este, de la observancia de la doctrina del Derecho Administrativo. Así, por 
ejemplo, Marienhoffnos indica ciertas formas de perfeccionamiento, cuales son: la manifestación 
recíproca de la voluntad de los contractuales, la notificación comprobada de la aceptación por parte 
de la Administración; la formalización escrita del acuerdo de voluntades suscrito por las partes; y, 
la autorización del contrato por otro órgano. 
 
Además, se necesita también aprobación o autorización, en estas circunstancias: para adquirir o 
enajenar bienes raíces; cuando el contrato exceda de cierto monto; cuando se requiera la aprobación 
de otro órgano administrativo jerárquicamente superior; cuando se requiera la autorización 
legislativa en el caso de inversión de fondos o en materia de empréstitos que solo el Congreso 
podría decidir, etc. (GRANJA GALINDO, 2011)53  
 
Dentro del término que tiene la entidad estatal para suscribir el contrato los funcionario 
responsables del procedimiento de contratación, están en la obligación no solamente de verificar 
que en todas las fases se cumplan todos los procedimientos y requisitos previstos en la ley, sino que 
además constataran la presencia de todos los documentos requeridos y lo relacionado a la 
competencia y capacidad. 
 
El contrato está conformado por el documento que lo contiene, los pliegos y la oferta ganadora. Los 
documentos derivados del proceso de selección que establezcan obligaciones para las partes y que 
hayan sido expresamente señalados en el contrato, también forman parte de éste. 
 
El contrato se regula por las normas de la Ley, las disposiciones del Reglamento General, por la 
normativa que emita el INCOP; y, supletoriamente, por las disposiciones del Código Civil en lo 
que sean aplicables. 
 
En todos los casos en que la ley exija la suscripción de contrato, éste se otorgará por escrito; y, en 
los contratos de tracto sucesivo, en caso de prórroga, para que sea válida, deberá convenirse, 
también de manera expresa y por escrito. 
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La entidad contratante verificará la aptitud legal del contratista en el momento de la suscripción del 
contrato, sin que ello signifique un trámite adicional para el contratista. Luego de la suscripción y 




Adjudicado el contrato, el adjudicatario o su representante debidamente autorizado, deberá 
suscribir el contrato dentro del término previsto en los pliegos o en la Ley, para lo cual la entidad 
contratante le notificará señalando la fecha para hacerlo, que no podrá exceder de quince (15) días 
término siguientes a la fecha de adjudicación, excepción hecha para el caso de que el adjudicatario 
sea un consorcio o asociación, en cuyo caso tendrá quince días adicionales para la formalización de 
dicha asociación. 
 
El contratista no estará obligado a presentar documentos que ratifiquen su idoneidad legal si es que 
la información necesaria para esa certeza consta en registros públicos, será la entidad contratante 
que verificará esta situación. 
 
En caso de que el adjudicatario no se presente dentro del término previsto, sin perjuicio de la 
sanción administrativa aplicable, la entidad contratante lo declarará adjudicatario fallido y llamará 
al oferente que ocupó el segundo lugar en el orden de prelación para que suscriba el contrato, el 
cual deberá cumplir con los requisitos establecidos para el oferente adjudicatario, incluyendo la 
obligación de mantener su oferta hasta la suscripción del contrato. Si el oferente llamado como 
segunda opción no suscribe el contrato, la entidad declarará desierto el proceso de selección, sin 
perjuicio de la sanción administrativa aplicable al segundo adjudicatario fallido. 
 
En caso de que la Entidad contratante no cumpla con la suscripción del contrato después de 
vencido el término de 15 días, el oferente la requerirá mediante comunicación escrita para que lo 
haga en un nuevo término que no deberá exceder de los diez (10) días. Vencido el término sin que 
la entidad haya suscrito el contrato, el oferente tendrá la opción de solicitar se deje sin efecto la 
adjudicación realizada a su favor, debiendo la entidad reconocer los costos de preparación de la 
propuesta y los gastos financieros que acredite el oferente adjudicatario. La entidad podrá repetir 
contra el o los responsables del retardo por los perjuicios que sufra. 
 
En los plazos de vigencia de los contratos se cuentan todos los días, desde el día siguiente de su 
suscripción o desde el día siguiente de cumplirse las condiciones establecidas en los pliegos, en el 
presente Reglamento General o en el propio contrato. 
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Para la determinación de multas que se podrían imponer al contratista se considerará el valor total 
del contrato incluyendo el reajuste de precios que corresponda y sin considerar los impuestos. 
 
Además constituye requisito previo fundamental a la suscripción del contrato la rendición de las 
garantías correspondientes por parte del contratista; los gastos que se deriven del otorgamiento del 
contrato corren a cargo del contratista, los contratos se formalizarán cumpliendo las solemnidades 
prescritas en la Ley. 
 
El contrato deberá contener obligatoriamente las clausulas referidas en la Ley de Contratación 
Publica relacionadas a las multas y al plazo para que la entidad pague el anticipo así como también 
a las funciones y deberes del administrador, supervisor o fiscalizador del contrato. Por ningún 
motivo podrá iniciarse la ejecución del contrato sin que previamente se haya suscrito el mismo 
cumpliendo las formalidades legales. 
 
Si notificado legalmente con la adjudicación el oferente ganador no celebrare el contrato por causas 
que le sean imputables, la máxima autoridad de la entidad contratante mediante resolución 
motivada lo declarara adjudicatario fallido, resolución que de manera obligatoria deberá ser 
notificado al INCOP a fin de que sea inhabilitado del RUP por el plazo de tres años, tiempo durante 
el cual no podrá contratar con el estado. 
 
En este caso la máxima autoridad declarara desierto el procedimiento de manera total o parcial por 
oferta fallida, siempre que no sea posible adjudicar el contrato al oferente que se encuentra en 
segundo lugar en el orden de prelación. 
 
Y si la entidad contratante es quien incumple con la suscripción del contrato después de vencido el 
termino de quince días, el oferente la requerirá mediante comunicación escrita, para que lo suscriba 
en un nuevo termino que no podrá exceder de diez días, si la entidad persiste en la no suscripción 
del contrato, el oferente podrá solicitar se deje sin efecto la adjudicación en cuyo caso la entidad 
deberá reconocer los costos de preparación de la propuesta y los gastos financieros que acredite el 
adjudicatario. En este caso la entidad podrá repetir contra los responsables de la no suscripción del 
contrato por los perjuicios causados. 
 
Además si el contrato no se celebrare por causas imputadas a la entidad contratante, el 




3.2 DOCUMENTOS HABILITANTES PARA LA ELABORACIÓN DE 
CONTRATOS 
 
Según lo dispone el Reglamento General en su artículo 112, el contrato está conformado por el 
documento que lo contiene, los pliegos y la oferta ganadora. Los documentos derivados del proceso 
de selección que establezcan obligaciones para las partes y que hayan sido expresamente señalados 




Forman parte integrante del contrato los siguientes documentos:  
 
1. El pliego (Condiciones Particulares del Pliego CPP y Condiciones Generales del Pliego CGP) 
incluyendo las especificaciones técnicas, o términos de referencia del objeto de la contratación. 
2. Las Condiciones Generales de los Contratos publicados y vigentes a la fecha de la invitación en 
la página institucional del SERCOP. 
3. La oferta presentada por el Contratista, con todos sus documentos que la conforman. 
4. La resolución de adjudicación. 
5. Las certificaciones de (dependencia a la que le corresponde certificar), que acrediten la 
existencia de la partida presupuestaria y disponibilidad de recursos, para el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas del contrato. 
 
Los documentos que acreditan la calidad de los comparecientes y su capacidad para celebrar el 
contrato deberán protocolizarse conjuntamente con las condiciones particulares del contrato. No es 
necesario protocolizar las condiciones generales del contrato, ni la información relevante del 
procedimiento que ha sido publicada en el Portal Institucional.  
 
3.3 INTERPRETACIÓN Y DEFINICIÓN DE TÉRMINOS 
 
Los términos del contrato se interpretarán en su sentido literal, a fin de revelar claramente la 
intención de los contratantes. En todo caso su interpretación sigue las siguientes normas:  
 
a. Cuando los términos están definidos en la normativa del Sistema Nacional de Contratación 
Pública o en este contrato, se atenderá su tenor literal. 
 
b. Si no están definidos se estará a lo dispuesto en el contrato en su sentido natural y obvio, de 
conformidad con el objeto contractual y la intención de los contratantes. De existir contradicciones 
entre el contrato y los documentos del mismo, prevalecerán las normas del contrato.   
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c. El contexto servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre 
todas ellas la debida correspondencia y armonía. 
 
d. En su falta o insuficiencia se aplicarán las normas contenidas en el Título XIII del Libro IV de la 
Codificación del Código Civil, “De la Interpretación de los Contratos”. (GARÓFALO SALAZAR)56 
 
Las definiciones de acuerdo al artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, en el contrato de adquisición de bienes inmuebles, los términos serán interpretados de la 




Adjudicación: Es el acto administrativo por el cual la máxima autoridad o el órgano competente 
otorga derechos y obligaciones de manera directa al oferente seleccionado, surte efecto a partir de 
su notificación y solo será impugnable a través de los procedimientos establecidos en esta Ley.  
 
Bienes y Servicios Normalizados: Objeto de contratación cuyas características o especificaciones 
técnicas se hallen homologados y catalogados. 
 
Catálogo Electrónico: Registro de bienes y servicios normalizados publicados en el portal 
www.compraspublicas.gov.ec para su contratación directa como resultante de la aplicación de 
convenios marco. 
 
Contratación Pública: Se refiere a todo procedimiento concerniente a la adquisición o 
arrendamiento de bienes, ejecución de obras públicas o prestación de servicios incluidos los de 
consultoría. Se entenderá que cuando el contrato implique la fabricación, manufactura o producción 
de bienes muebles, el procedimiento será de adquisición de bienes. Se incluyen también dentro de 
la contratación de bienes a los de arrendamiento mercantil con opción de compra. 
 
Contratista: Es la persona natural o jurídica, nacional o extranjera, o asociación de éstas, 
contratada por las Entidades Contratantes para proveer bienes, ejecutar obras y prestar servicios, 
incluidos los de consultoría. 
 
Consultoría: Se refiere a la prestación de servicios profesionales especializados no normalizados, 
que tengan por objeto identificar, auditar, planificar, elaborar o evaluar estudios y proyectos de 
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desarrollo, en sus niveles de pre factibilidad, factibilidad, diseño u operación. Comprende, además, 
la supervisión, fiscalización, auditoría y evaluación de proyectos ex ante y ex post, el desarrollo de 
software o programas informáticos así como los servicios de asesoría y asistencia técnica, 
consultoría legal que no constituya parte del régimen especial indicado en el número 4 del artículo 
2, elaboración de estudios económicos, financieros, de organización, administración, auditoría e 
investigación. 
 
Convenio Marco: Es la modalidad con la cual el Instituto Nacional de Contratación Pública 
selecciona los proveedores cuyos bienes y servicios serán ofertados en el catálogo electrónico a fin 
de ser adquiridos o contratados de manera directa por las Entidades Contratantes en la forma, plazo 
y demás condiciones establecidas en dicho Convenio. 
 
Empresas Subsidiarias: Para efectos de esta Ley son las personas jurídicas creadas por las 
empresas estatales o públicas, sociedades mercantiles de derecho privado en las que el Estado o sus 
instituciones tengan participación accionaria o de capital superior al cincuenta (50%) por ciento. 
 
Entidades o Entidades Contratantes: Los organismos, las entidades o en general las personas 
jurídicas previstas en el artículo 1 de esta Ley. 
 
Instituto Nacional de Contratación Pública: Es el órgano técnico rector de la Contratación 
Pública. La Ley puede referirse a él simplemente como "Instituto Nacional". 
Local: Se refiere a la circunscripción cantonal donde se ejecutará la obra o se destinarán los bienes 
y servicios objeto de la contratación pública. 
 
Máxima Autoridad: Quien ejerce administrativamente la representación legal de la Entidad 
Contratante. Para efectos de esta Ley, en las municipalidades y consejos provinciales, la máxima 
autoridad será el Alcalde o Prefecto, respectivamente. 
 
Mejor Costo en Bienes o Servicios Normalizados: Oferta que cumpliendo con todas las 
especificaciones y requerimientos técnicos, financieros y legales exigidos en los documentos 
precontractuales, oferte el precio más bajo. 
 
Mejor Costo en Obras, o en Bienes o Servicios No Normalizados: Oferta que ofrezca a la 
entidad las mejores condiciones presentes y futuras en los aspectos técnicos, financieros y legales, 
sin que el precio más bajo sea el único parámetro de selección. En todo caso, los parámetros de 




Oferta Habilitada: La oferta que cumpla con todos los requisitos exigidos en los Pliegos Pre 
contractuales. 
 
Origen Nacional: Se refiere a las obras, bienes y servicios que incorporen un componente nacional 
en los porcentajes que sectorialmente se definan por parte del Ministerio de Industrias y 
Competitividad, de conformidad a los parámetros y metodología establecidos en el Reglamento de 
la presente Ley. 
 
Participación Local: Se entenderá aquel o aquellos participantes inscritos en el Registro Único de 
Proveedores que tengan su domicilio en el cantón donde se realiza la contratación. 
 
Participación Nacional: Aquel o aquellos participantes inscritos en el Registro Único de 
Proveedores cuya oferta se considere de origen nacional. 
 
Pliegos: Documentos precontractuales elaborados y aprobados para cada procedimiento, que se 
sujetarán a los modelos establecidos por el Instituto Nacional de Contratación Pública. 
 
Portal Compras públicas.- (www.compraspublicas.gov.ec): Es el Sistema Informático Oficial de 
Contratación Pública del Estado Ecuatoriano. 
 
Por Escrito: Se entiende un documento elaborado en medios físicos o electrónicos. 
 
Presupuesto Referencial: Monto del objeto de contratación determinado por la Entidad 
Contratante al inicio de un proceso precontractual. 
 
Proveedor: Es la persona natural o jurídica nacional o extranjera, que se encuentra inscrita en el 
RUP, de conformidad con esta Ley, habilitada para proveer bienes, ejecutar obras y prestar 
servicios, incluidos los de consultoría, requeridos por las Entidades Contratantes. 
 
Registro Único de Proveedores.- RUP: Es la Base de Datos de los proveedores de obras, bienes y 
servicios, incluidos los de consultoría, habilitados para participar en los procedimientos 
establecidos en esta Ley. Su administración está a cargo del Instituto Nacional de Contratación 
Pública y se lo requiere para poder contratar con las Entidades Contratantes. 
 




Consiste el objeto del contrato en la obligación que por él se constituye, la misma que lleva 
envuelta una prestación de dar, hacer o no hacer, deseada por las partes. 
 
Comúnmente se conoce con el nombre de objeto del contrato a las cosas o servicios que por 
materia de las obligaciones. El objeto inmediato es una obligación y el objeto mediato es una 
prestación por el hecho de crear una obra o de prestar un servicio. 
 
De donde, el contrato es administrativo, solo cuando su objeto es una obra o servicio público y, 
demás, cuando su objeto sea cualquiera otra obra o servicio que tenga como finalidad la 
satisfacción de las necesidades de la colectividad. 
 
Los casos que se halla en el comercio humano no pueden ser objeto de los contratos privados, 
empero sí pueden serlo de los contratos de la Administración, como sucede, por ejemplo, con el 
dominio público. 
 
Más aún, el objeto del contrato administrativo debe ser cierto, determinado y lícito, sujetándose 
rigurosamente en esto a las normas del Derecho positivo. (GRANJA GALINDO, 2011)58 
 
El objeto del contrato constituye la obligación principal del contrato y debe ser lícito, esto es, 
permitido por la ley. El objeto debe estar claro y debidamente definido según corresponda su 
naturaleza. 
 
Se describe de manera resumida los bienes a adquirirse, el sitio en donde se ubicaran, las 
condiciones del suministro, las restricciones impuestas con los servicios públicos disponibles, las 
obligaciones inherentes a la venta y toda otra información útil. 
 
De ser procedente se indicara si la adjudicación se hará para la totalidad del contrato o si podrá 
haber adjudicación parcial, en cuyo caso se indicaran los ítems en los que se ha dividido el 
suministro y finalmente si e pueden presentar propuestas alternativas y los correspondientes 
criterios. 
 
El Contratista se obliga con la Contratante a (suministrar, instalar y entregar debidamente 
funcionando los bienes) (proveer los servicios requeridos) (ejecutar las obras) ejecutar el contrato a 
entera satisfacción de la Contratante, (designar lugar de entrega o sitio), según las características y 
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especificaciones técnicas constantes en la oferta, que se agrega y forma parte integrante de este 
contrato. 
 
En el caso de bienes, adicionalmente el Contratista proporcionará el soporte técnico, los 
mantenimientos preventivo y correctivo respectivos por el lapso previamente establecidos contados 
a partir de la fecha de suscripción del acta de entrega recepción única, periodo que corresponde al 
de vigencia de la garantía técnica; entregará la documentación de los bienes; y, brindará la 
capacitación necesaria para los servidores en las instalaciones de la Entidad Contratante, impartida 
por personal certificado por el fabricante de ser el caso. (GARÓFALO SALAZAR)59 
 
3.5 PRECIO DEL CONTRATO 
 
El valor del contrato es el que la Contratante pagará al Contratista, es la cantidad exacta en dólares 
de los Estados Unidos de América, más IVA, de conformidad con la oferta presentada por el 
Contratista. 
 
Los precios acordados en el contrato, constituirán la única compensación al Contratista por todos 
sus costos, inclusive cualquier impuesto, derecho o tasa que tuviese que pagar, excepto el Impuesto 
al Valor Agregado que será añadido al precio del contrato conforme a la Ley. 
 
3.6 FORMA DE PAGO 
 
Siendo el contrato administrativo un contrato bilateral se devienen obligaciones reciprocas entre las 
partes, al contratista le corresponde la ejecución del objeto del contrato conforme a los términos del 
contrato y a la administración pagar el precio en la forma y tiempo acordados. 
 
La administración pública por su condición de tal se encuentra en una posición de supremacía en 
sus relaciones jurídicas con los particulares, situación que para el caso le permite y le impone 
determinar las condiciones en las que habrán de cumplirse los pagos a los que se vea obligada 
como consecuencia de los contratos que celebre. Si en los contratos estatales de la administración 
la que establece las condiciones y forma para los pagos y para ese efecto debe tener en cuenta todas 
las limitaciones que se deriven de su régimen contable, presupuestal y administrativo para no 
incurrir en incumplimientos y sanciones. 
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Corresponde al ente estatal establecer las modalidades de pago del precio pactado, así podrá 
estipular anticipos, pagos contra entrega del objeto contractual, pagos según el avance de la obra 
previa presentación de planillas, etc., de acuerdo con la naturaleza de la prestación que se está 
pagando. 
 
El anticipo es un mecanismo de financiación del contratista mediante el cual la administración le 
entrega parte del precio pactado en el contrato, para que este bajo su responsabilidad inicie la 
ejecución del objeto del contrato; este no es un pago anticipado ya que el contratista debe amparar 
los riesgos que conlleva el manejo y la buena inversión del anticipo, el mismo que será devengado 
según el avance del objeto contratado y mientras no sea devengado los recursos pertenecen la 
entidad contratante, tanta es así que la ley exige que en forma previa a recibir el anticipo, el 
contratista rinda una garantía por el cien por ciento del mismo. 
 
Si se ha establecido el pago de anticipo se deberá determinar el plazo para efectuar dicho pago, el 
mismo que no podrá exceder de treinta días contados a partir de la fecha de suscripción o 
formalización del contrato. 
 
El anticipo entregado con ocasión de un contrato de obra celebrado al amparo de la ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Contratación Pública será devengado proporcionalmente en las planillas 
presentadas hasta la terminación del plazo contractual inicialmente estipulado y constará de un 
cronograma que será parte del contrato. 
 
La entidad contratante tiene como su principal obligación pagar el precio pactado en la forma y 
oportunidad previstas en el contrato. La retención indebida de pagos ocurre cundo el funcionario 
responsable de efectuar dichos pagos retenga o retarde indebidamente el pago de los valores 
correspondientes en violación de las disposiciones contractuales, en cuyo caso será destituido de su 
cargo por la autoridad nominadora y sancionado con una multa que no podrá ser inferior a diez 
salarios básicos unificados y hasta el diez por ciento del valor indebidamente retenido, sin perjuicio 
de las acciones civiles y penales a que hubiere lugar. Todo lo actuado e comunicara al INCOP a fin 




Las garantías son una obligación accesoria que garantiza el cumplimiento de la obligación 
principal, cuyo fin es asegurar el estricto cumplimiento de las obligaciones contractuales por parte 
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del contratista consecuentemente su vigencia estará supeditada a la existencia del contrato 
principal, pues terminara cuando concluya dicho contrato. 
 
Por eso el fin u objetivo de las garantías será siempre el asegurar el total cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el contrato, mas no indemnizar, ya que el ente estatal aun ejecutando 
las garantías conservara su derecho de demandar al contratista por los daños y perjuicios 
ocasionados a la Administración. 
 
Con el fin de asegurar el total cumplimiento de las obligaciones se exige al contratista la 
constitución de garantías a favor de la entidad, las cuales deben cobijar los riesgos que 
eventualmente conlleve la inobservancia de las obligaciones a las que se encuentra sujeto; la 
entidad contratante tiene la opción de elegir la forma de garantía que ha de rendir el contratista, 
conforme se lo determine en los pliegos, resaltando que las garantías podrán constituirse por 
combinación de ellas. Las garantías se emitirán siempre en dólares de os estados unidos de 
América, por ser la moneda de curso legal del país. (RIVAS ORDOÑEZ, 2009)  
 
Las garantías tienen ciertas características que son: 
 
1. Unilateralidad: porque la elección de la forma de garantía queda a elección de la entidad 
contratante. 
 
2. Accesorias: porque sigue la suerte de la obligación principal que garantiza. 
 
3. Consustanciales: su existencia es propia del procedimiento administrativo de contratación. 
 
4. Incondicionales: porque no pueden estar sujetas a condición de ninguna naturaleza y cualquier 
clausula en contrario se entenderá como no escrita. 
 
5. Irrevocables: porque una vez rendidas, no pueden ser revocadas y solo terminaran cuando se 
cumpla la obligación principal. 
 
6. De cobro o ejecución inmediata: las empresas de seguros tienen la obligación de pagar el valor 
del seguro contratado dentro del término de cuarenta y ocho horas siguientes a la solicitud que por 
escrito haga el asegurado, sin que pueda exigir documentación adicional o el cumplimiento de 
trámite administrativo alguno, y su incumplimiento dará lugar a las sanciones por parte de la 
superintendencia de bancos y seguros, sin perjuicio de la suspensión inmediata de las operaciones 




7. Preferentes: la entidad contratante tendrá preferencia sobre cualquier otro acreedor, sea cual 
fuere la naturaleza del mismo y el título en que se funde su pretensión, para hacer efectiva la 
garantía. 
 
8. Inembargables: que tiene plena relación con la preferencia, en tal sentido siempre se cubrirá 
primeramente las indemnizaciones a que tenga derecho la administración. 
 
9. Independientes: ya que no se admiten garantías indeterminadas, pues deben constituirse en 
forma independiente para cada contratación. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)61  
 
Es tradicional en los contratos de la administración, exigir las garantías o fianzas al contratista, con 
el objeto de asegurar la correcta ejecución del contrato. De acuerdo a la ley, los contratistas pueden 
rendir garantías en las siguientes formas: 
 
1. Garantía incondicional, irrevocable y d cobro inmediato, otorgada por un banco o institución 
financiera establecidos en el país o por intermedio de ellos; 
 
2. Fianza instrumentada en una póliza de seguros, incondicional e irrevocable, de cobro inmediato, 
emitida por una compañía de seguros establecida en el país; 
 
3. Primera hipoteca de bienes raíces, siempre que el monto de la garantía no exceda el sesenta por 
ciento del valor del inmueble hipotecado, según el correspondiente avaluó catastral 
correspondiente; 
 
4. Depósitos de bonos del Estado, de las municipalidades y de otras instituciones del estado, 
certificaciones de la tesorería general de la nación, cedulas hipotecarias, bonos de prenda, notas de 
crédito otorgadas por el servicio de rentas internas, o valore fiduciarios que hayan sido calificados 
por el directorio del banco central del ecuador. Su valor se computara de acuerdo con su cotización 
en las bolsas de valores del país, al momento de constituir la garantía. Los intereses que produzcan 
pertenecerán al proveedor; y 
 
5. Certificados de depósito a plazo, emitidos por una institución financiera establecida en el país, 
endosados por valor en garantía a la orden de la entidad contratante y cuyo plazo de vigencia sea 
mayor al estimado para la ejecución del contrato. 
                                                          
61





6. No se exigirán las garantías establecidas por la ley para los contratos que celebren el estado con 
entidades del sector público, estas entre sí o aquellos con empresas cuyo capital suscrito pertenezca 
por lo menos en cincuenta por ciento a entidades de derecho público o sus subsidiarias; así como 
también los contratos que se celebren entre las entidades del sector público o empresas cuyo capital 
suscrito pertenezca, por lo menos en cincuenta por ciento a entidades de derecho público y con 
empresas públicas de los estados de la comunidad internacional. La garantía de fiel cumplimiento 
no se exigirá en los contratos de compraventa de bienes inmuebles y de adquisición de bienes 
muebles que se entreguen al momento de efectuase el pago. 
 
Para hacer efectiva la garantía, la Entidad Contratante tendrá preferencia sobre cualquier otro 
acreedor, sea cual fuere la naturaleza del mismo y el título en que se funde su pretensión. 
 
Las garantías otorgadas por bancos o instituciones financieras y las pólizas de seguros, no 
admitirán cláusula alguna que establezca trámite administrativo previo, bastando para su ejecución, 
el requerimiento por escrito de la entidad beneficiaria de la garantía. Cualquier cláusula en 




Las garantías podrán constituirse por combinación de ellas. La elección de la forma de garantía 
queda a opción de la entidad contratante, conforme se lo determine en los pliegos. Todas las 
garantías, asegurarán el total cumplimiento de las obligaciones pertinentes, debiendo constituirse 
en forma independiente para cada contratación. En todo proceso de contratación, las garantías se 
emitirán en dólares de los Estados Unidos de América, moneda de curso legal en el país. 
 
Las garantías serán devueltas cuando se han cumplido todas las obligaciones que avalan. La 
garantía de fiel cumplimiento del contrato se devolverá cuando se haya suscrito el acta de entrega 
recepción definitiva o única. La garantía de buen uso del anticipo se devolverá cuando éste haya 
sido devengado en su totalidad. La garantía técnica observará las condiciones en las que se emite. 
 
Si en un contrato no se contempló inicialmente la entrega de la garantía de fiel cumplimiento, pero 
cuyo valor se incrementare por la celebración de contratos complementarios, órdenes de trabajo o 
similares, deberá previo a la celebración del contrato complementario o de la orden de trabajo, 
obtener la garantía de fiel cumplimiento del contrato, considerando el monto total del contrato 
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3.7.1 GARANTÍA TÉCNICA 
 
Este tipo de garantía consiste en una garantía del fabricante, representante, distribuidor o vendedor 
autorizado de los bienes, asegura la calidad y buen funcionamiento de os bienes; se exige en los 
contratos de adquisición, provisión o instalación de equipos, maquinaria o vehículos, o de obras 
que contemplen aquella provisión o instalación; se exige su presentación al momento de la 
suscripción del contrato y como parte integrante del mismo, entrara en vigencia a partir de la 
entrega recepción del bien y se mantendrá vigente de acuerdo con las estipulaciones establecidas en 
el contrato, esta garantía es independiente y subsistirá luego de cumplida la obligación principal; de 
no presentar esta garantía, el contratista entregara una de las previstas en esta ley por igual valor del 




3.7.2 GARANTÍA DE FIEL CUMPLIMIENTO 
 
Es la que tiene como fin asegurar el fiel cumplimiento de las obligaciones contractuales y 
responder por las que se contrajeran a favor de terceros relacionados con el contrato. Para 
seguridad del cumplimiento del contrato y para responder por las obligaciones que contrajeren a 
favor de terceros, relacionadas con el contrato, el adjudicatario, antes o al momento de la firma del 
contrato, rendirá garantías por un monto equivalente al cinco por ciento del valor de aquel. En los 
contratos de obra así como en los contratos integrales por precio fijo, esta garantía se constituirá 
para garantizar el cumplimiento del contrato y las obligaciones adquiridas a favor de terceros y 
para asegurar la debida ejecución de la obra y la buena calidad de los materiales, asegurando con 
ello las reparaciones o cambios de aquellas partes de la obra en la que se descubran defectos de 
construcción, mala calidad o incumplimiento de las especificaciones, imputables al proveedor. 
 
No se exigirá este tipo de garantía en los contratos de compraventa de bienes inmuebles; en los de 
adquisición de bienes muebles que se entreguen al momento de efectuarse el pago; y, en los 
contratos cuya cuantía sea menor a multiplicar el coeficiente 0.000003 por el presupuesto inicial 
del estado del correspondiente ejercicio económico. (PÉREZ, Antonio)65 
 
3.7.3 GARANTÍA DE BUEN USO DE ANTICIPO 
 
Es la que rinde el adjudicatario para garantizar el buen uso del anticipo recibido, en los contratos 
donde se establezca esta forma de pago. si por la forma de pago establecida en el contrato, la 
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entidad contratante debiera otorgar anticipos de cualquier naturaleza, sea en dinero, giros a la vista 
u otra forma de pago, el contratista para recibir el anticipo, deberá rendir previamente garantías por 
igual valor del anticipo, la garantía se reduce a la proporción que se vaya amortizando el anticipo o 
se reciban provisionalmente las obras, bienes o servicios, las cartas de crédito no se consideraran 
anticipo si su pago está condicionado a la entrega recepción de los bienes u obras materia del 
contrato; el monto del anticipo lo regulara la entidad contratante en consideración de la naturaleza 




3.8 DEVOLUCIÓN DE GARANTÍAS 
 
Las garantías serán devueltas cuando se han cumplido todas las obligaciones que avalan, para el 
efecto se observaran las siguientes reglas: 
 
 La garantía de fiel cumplimiento del contrato se devolverá cuando se haya suscrito el acta 
de entrega recepción definitiva o única. 
 En los contratos de ejecución de obras, la garantía de fiel cumplimiento se devolverá al 
momento de la entrega recepción definitiva, real o presunta. 
 En los demás contratos, las garantías se devolverán a la firma del acta de entrega recepción 
única o a lo estipulado en el contrato. 
 La garantía técnica observara las condiciones en las que se emite. 





3.9 EJECUCIÓN DE GARANTÍAS 
 
La exigencia de efectividad de las garantías constituidas para respaldar el cumplimiento del 
contrato es dable desde el momento en que la entidad tiene o ha debido tener conocimiento de la 
ocurrencia del hecho que motive la declaratoria del siniestro de incumplimiento mediante acto 
administrativo motivado. 
 
Para proceder a ejecutar las garantías es muy importante que se observe el debido proceso, para 
evitar que en lo futuro se reviertan demandas contra a entidad por inobservancia de los 
procedimientos legales. 
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En los casos de terminación unilateral del contrato, si el contratista no pagare el valor requerido 
dentro del término de diez días contados a partir de la fecha de notificación de la resolución de la 
terminación unilateral, la entidad contratante solicitara por escrito a los bancos o instituciones 
financieras y aseguradoras que hubiere otorgado las garantías, que dentro del término de 48 horas 
contado a partir del requerimiento, ejecute las garantías otorgadas y dentro del mismo término 
pague a la entidad contratante los valores liquidados que incluyan los intereses fijados por el 
directorio del banco central del ecuador, que se calcularan hasta la fecha efectiva del pago. 
 
Las garantías otorgadas por bancos o instituciones financieras y las pólizas de seguros establecidas 
en los numerales 1 y 2 del artículo 73, no admitirán clausula alguna que establezca trámite 
administrativo previo, bastando para su ejecución el requerimiento por escrito de la entidad 




3.10 PLAZO DEL CONTRATO 
 
El plazo es un hecho futuro y cierto, es el lapso de tiempo o época que se fija para el nacimiento o 
extinción de un derecho o de una obligación. En el contrato estatal debe pactarse un plazo de 
ejecución del mismo, que será el lapso de tiempo dentro del cual se espera el cumplimiento del 
objeto pactado, y que también constituye el tiempo de vigencia del contrato, que es el periodo de 
existencia jurídica de aquel y durante el cual debe ejecutarse el compromiso como aspiración 
primera de las partes, o requerirse el cumplimiento de las obligaciones surgidas con ocasión de la 
relación contractual, y en caso de incumplimiento de las obligaciones, la imposición de las 
sanciones pactadas como las multas cuando a ello haya lugar. 
 
Según disposición del reglamento general de la ley orgánica del sistema nacional de contratación 
pública para el computo del plazo de duración del contrato se contaran todos los días y correrá 
desde el día siguiente de su suscripción o desde el día siguiente de cumplirse las condiciones 
establecidas en los pliegos, en el reglamento o en el contrato.  (RENGEL ESPINOSA, 1995) 69 
 
3.11 PRÓRROGAS DE PLAZO 
 
Solo podrá argumentarse para efectos de la suspensión temporal de los contratos, razones de caso 
fortuito o fuerza mayor comprobados, los cuales deberán constar en un acta suscrita por las partes, 
previo concepto del administrador, supervisor o funcionario designado para la vigilancia de la 
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ejecución contractual dependiendo del tipo de compromiso. Tanto la fuerza mayor como el caso 
fortuito deben ajustarse a los lineamientos previstos en el Código Civil. 
 
La fuerza mayor ha de entenderse como el hecho que deriva de un acto humano no imputable al 
deudor por ejemplo los actos de autoridad; el caso fortuito constituye una posibilidad desencadena 
por la naturaleza por ejemplo un terremoto; tanto la fuerza mayor como el caso fortuito hace 
necesario el cumplimiento de una condición negativa externa, que es la ausencia de culpa del 
deudor, pues cuando existe dolo, negligencia o imprudencia de este, la falta neutraliza el obstáculo 
y el obligado o deudor permanece responsable. 
 
Naturalmente que si se suspende la ejecución del contrato por causas legales, deberá compensarse 
el tiempo que dure la suspensión con la prorroga correspondiente del plazo, pero en ambos casos 
deberá dejarse constancia escrita y debidamente fundamentada, para el efecto se suscribirán las 
actas respectivas. 
 
Cualquier suspensión de la ejecución del contrato que no sea autorizada es una suspensión 
arbitraria que deberá ser sancionada conforme a los términos del mismo contrato, la cual no dará 




Las multas constituyen la sanción pecuniaria establecida unilateral y obligatoriamente por la 
administración en el contrato, para castigar al contratista en caso de que incumpla parcialmente sus 
obligaciones durante la ejecución del contrato. Es un medio para asegurar el mejor y más eficiente 
cumplimiento de las prestaciones a cargo del contratista, pues, sirven para compelerlos a cumplir 
en la forma y tiempo debidos las obligaciones que asumen. 
 
La facultad que tiene la administración para establecer multas unilateralmente, obedece al 
cumplimiento de los fines estatales, y como consecuencia de ello, es deber del ente estatal el exigir 
del contratista y de su garante la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado, todo ello en 
virtud de su potestad de dirección, vigilancia y control en la ejecución del contrato, inherente a su 
facultad sancionatoria. 
 
Debemos entender que esta figura es diferente de la llamada cláusula penal, consagrada en el 
código civil, que no es otra cosa que aquella en que una persona, para asegurar el cumplimiento de 
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una obligación, se sujeta a una pena que consiste en dar o hacer algo en caso de no ejecutar o 
retardar la obligación principal. Entonces la función de la cláusula penal no solo es la de estimar 
anticipadamente los perjuicios que pueda ocasionarle a una parte el incumplimiento de la otra, sino 
además la de servir de instrumento del acreedor para apremiar el cumplimiento de su deudor, y 
como garantía del cumplimiento de la obligación principal. 
 
La figura de las multas es una modalidad de clausula penal pecuniaria sancionadora del 
incumplimiento parcial de las obligaciones contractuales, cuya atribución corresponde 
unilateralmente a la administración, las que según nuestra ley deben ser establecidas en el contrato 
obligatoriamente y de manera expresa, precisa, clara, y limitada, y cuya aplicación procede por el 
incumplimiento parcial de las obligaciones del contratista, su retraso en el cumplimiento de las 
mismas o su cumplimiento de manera deficiente, lo que afecta la calidad del objeto contratado. 
 
La administración tiene competencia para imponer unilateralmente las multas pactadas en un 
contrato estatal, en virtud del carácter ejecutivo que tienen los actos administrativos. La 
contratación estatal se dirige a que se cumplan los fines estatales, la continua y eficiente prestación 
de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. 
 
Las multas deben cumplir tres requisitos esenciales para su validez jurídica: 
 
1. Que se establezcan expresamente en el contrato: si no se han establecido en el contrato no se 
pueden aplicar, ya que hacerlo sería un acto arbitrario que motivaría sanciones a la administración. 
 
2. Que exista incumplimiento parcial por parte del contratista: el incumplimiento deberá ser 
justificado en informes técnicos del funcionario competente, los mismos que deberán ser 
motivados. Las multas se impondrán por retardo en el cumplimiento de las obligaciones 
contractuales, así como por incumplimiento de las mismas y se determinan en relación directa con 
el monto total del contrato y por cada día de retraso. 
 
3. Que el contrato se encuentre en etapa de ejecución: proceden exclusivamente en la etapa de 
ejecución y en ninguna otra. 
 
Para la imposición de multas, la entidad deberá observar estrictamente el debido proceso, 
consecuentemente el acto administrativo mediante el cual se las imponga deberá ser motivado, 
sustentado en hechos claros, ciertos y determinados en los informes de supervisión o fiscalización, 
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pues el contratista ene el derecho de impugnar las multas que se le impongan, mediante los 




3.13 REAJUSTE DE PRECIOS 
 
El reajuste de precios es una de las formas en que se preserva el equilibrio o la ecuación económica 
del contrato. El derecho del contratista a este reconocimiento proviene de una norma de orden 
público de imperativo cumplimiento, que no puede ser renunciada a priori por las partes. 
 
Sin embargo el reglamento menciona que el derecho a percibir el reajuste es de aquellos que se 
pueden renunciar, tal situación para establecerse en los documentos correspondientes. 
 
La cláusula sobre la revisión o reajuste de precios, es de obligatoria estipulación en todos aquellos 
contratos estatales que contengan los presupuestos necesarios para su aplicación, como son los de 
ejecución de obras, adquisición de bienes o de prestación de servicios incluidos os de consultoría. 
 
El reajuste de precios no opera sobre el precio global o estimado del contrato, porque este es apenas 
una mera prospección, sino sobre los precios unitarios asignados a los diversos ítems o 
componentes que integran la obra, servicio o suministro de que se trate, en tanto y en cuanto el 
ajuste no haya quedado cubierto por la aplicación de índices vigentes cuando se hicieron pagos 
anticipados y a medida que el contrato vaya siendo ejecutado.  
 
De allí, que las formulas polinómicas que se utilicen deban cubrir la totalidad de los mayores 
costos de los componentes que integran las obras, servicios o suministros, o por lo menos, de los 
más representativos, con el objeto que tengan la virtualidad adecuada para restablecer la 
equivalencia económica del contrato, y principalmente que permitan reconocer al contratista el 
detrimento patrimonial que pueda sufrir entre el momento en que debió cumplir la prestación 
conforme al cronograma de ejecución del contrato y el momento en que la entidad pública proceda 
al pago de los trabajos. (RIVAS ORDOÑEZ, 2009)72  
 
Corresponde al Instituto Nacional de Estadísticas y Censos proporcionar los precios e índices de 
precios que permitan la aplicación de las formulas del reajuste de precios; esta obligación la 
cumplirá mensualmente y dentro de los diez días del mes siguiente en coordinación permanente 
con el INCOP. si por la naturaleza del contrato el INEC no pudiere proporcionar los precios e 
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índices de precios, la entidad estatal deberá solicitar al INEC la calificación de los precios e índices 
de precios tomándolos de publicaciones especializadas para el efecto, el INEC calificara la 
idoneidad de los precios e índices de precios en el término de cinco días contados desde la 
recepción de la solicitud, y si no lo hiciere dentro del término legal, se consideraran tácitamente 
calificados bajo su responsabilidad. 
 
La entidad contratante de manera obligatoria deberá incluir en el contrato las fórmulas matemáticas 
de reajuste de precios con sus respectivas cuadrillas tipo, que se elaboraran sobre la base de los 
análisis de precios unitarios de la oferta adjudicada, definiendo el número de términos de acuerdo 
con los componentes considerados como principales y el valor de sus coeficientes. Las condiciones 
de aplicación de la fórmula de reajuste de precios, serán establecidas de acuerdo con sus 
componentes y la localización de la obra. 
 
Los componentes principales son aquellos que tienen mayor incidencia en el costo total de la obra y 
su número no excederá de diez, sin embargo, si la totalidad de componentes no llegare a diez, se 
podrá considerar como principales a todos. 
 
En los contratos de prestación de servicios que no sean de consultoría y cuya forma corresponda al 
sistema de precios unitarios, se estipulara la formula o fórmulas de reajuste de precios, sobre la 
base de los componentes del servicio, las mismas que serán elaboradas por la propia entidad, 
siguiendo igual procedimiento que para el contrato de ejecución de obra. 
 
En los contratos de adquisición de bienes se estipularán la formula o fórmulas de reajuste de 
precios, sobre la base de los componentes del bien, las mismas que serán elaboradas por la propia 
entidad contratante, siguiendo igual procedimiento que para el contrato de ejecución de obra, en lo 
que fuera aplicable, excepto en el caso de entrega y pagos inmediatos en cuyo caso no procede el 
reajuste de precios. 
 
3.14 OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA 
 
El contratista debe proteger y salvar de responsabilidad a la entidad contratante y a sus 
representantes de cualquier reclamo o juicio que sugiera como consecuencia de la contravención o 
falta de cumplimiento de leyes u ordenanzas por parte del contratista o su personal. En caso de 
encontrar en los documentos contractuales una discrepancia contradicción con relación a cualquier 
ley, decreto, ordenanza o reglamento, el contratista informara de inmediato al fiscalizador, en 




Los precios acordados en el contrato por los trabajos especificados, constituirán la única 
compensación al contratista por todos sus costos, inclusive cualquiera impuesto, derecho, tasa o 
contribución que él tuviera que pagar. 
 
El contratista debe recibir los permisos y autorizaciones que se necesiten para la ejecución correcta 
y legal de la obra, en los términos establecidos en el contrato. El contratista por su parte deberá dar 
todos los avisos y advertencias requeridos por el contrato o las leyes vigentes, para le debida 
protección del público, personal de la fiscalización y del contratista mismo, especialmente si los 
trabajos afectan la vía pública o las instalaciones de servicios públicos. El fiscalizador solicitara del 
contratista l entrega de una copia de cualquier autorización que obtenga con relación a ocupación 
de vías u otros hechos similares que sean de responsabilidad o por conveniencia del contratista. 
 
Los sueldos y salarios se estipulan libremente pero en ningún caso serán inferiores a los mínimos 
legales vigentes en el país. El contratista no tendrá derecho a ninguna compensación adicional en 
razón del mayor valor que pague a sus trabajadores en relación a los salarios mínimos de cada 
actividad. 
 
Es responsabilidad del contratista realizar las instalaciones provisionales que se requieran tales 
como campamentos, oficinas, bodegas, talleres, baterías de servicios higiénicos y baños, accesos 
interiores, servicios de energía eléctrica, agua potable, telecomunicaciones, etc.,, todos los costos 
que demanden estas instalaciones incluyendo el costo de servicios públicos, son de responsabilidad 
del contratista y serán considerados gastos generales del contrato. (GARÓFALO SALAZAR) 73 
 
Las instalaciones provisionales serán desmontables para que el contratista las retire a la 
terminación de los trabajos, como requisito previo a la suscripción del acta de entrega recepción 
definitiva, las estaciones permanentes serán ejecutadas conforme a las instrucciones de las 
especificaciones técnicas que forman parte del contrato. 
 
Corresponde al contratista establecer las normas de seguridad para cada una de las actividades por 
desarrollar, e imponer su cumplimiento para eliminar riesgos innecesarios y para proporcionar la 
máxima seguridad a todo el personal a su cargo. El contratista organizara un programa de 
prevención de accidentes, el valor a que dé lugar este programa y su implementación, incluyendo 
señales, carteles, avisos, publicaciones, y demás equipos de seguridad requeridos, serán a su costo. 
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La fiscalización vigilara que las medidas de prevención  el control de riesgos corresponda a las 
necesidades de los trabajos. El contratista deberá cumplir con las normas de seguridad establecidas 
por el instituto ecuatoriano de seguridad social y por el código del trabajo, incluyendo la provisión 
y operación de las estaciones de primeros auxilios que se estimen necesarias. 
 
Las medidas de seguridad que tome el contratista o las instituciones que este reciba de la 
fiscalización no le relevarán de su responsabilidad por accidentes en la obra o por daños a terceros 
como resultados de sus operaciones. 
 
A más de las obligaciones señaladas en las condiciones particulares del pliego que son parte del 
contrato, se deben tomar en cuenta las siguientes: 
 
El contratista se compromete a ejecutar el contrato derivado del procedimiento de contratación 
tramitado, sobre la base de las especificaciones técnicas o los términos de referencia elaborados por 
la Entidad Contratante y que fueron conocidos en la etapa precontractual; y en tal virtud, no podrá 
aducir error, falencia o cualquier inconformidad con los mismos, como causal para solicitar 
ampliación del plazo,  o contratos complementarios. La ampliación del plazo,  o contratos 
complementarios podrán tramitarse solo si fueren aprobados por la administración.  
 
El contratista se compromete durante la ejecución del contrato, a facilitar a las personas designadas 
por la Entidad Contratante, toda la información y documentación que éstas soliciten para disponer 
de un pleno conocimiento técnico relacionado con la ejecución del contrato,  así como de los 
eventuales problemas técnicos que puedan plantearse y de las tecnologías, métodos y herramientas 
utilizadas para resolverlos.  
 
Los delegados o responsables técnicos de la Entidad Contratante, como el administrador del 
contrato, deberán tener el conocimiento suficiente de la ejecución del contrato, así como la eventual 
realización de ulteriores desarrollos. Para el efecto, el contratista se compromete durante el tiempo 
de ejecución contractual, a facilitar a las personas designadas por la Entidad Contratante toda la 
información y documentación que le sea requerida, relacionada y/o atinente al desarrollo y 
ejecución del contrato. 
 
Queda expresamente establecido que constituye obligación del Contratista ejecutar el contrato 
conforme a las especificaciones técnicas o términos de referencia establecidos en el en el pliego, y 




El Contratista está obligado a cumplir con cualquiera otra que se derive natural y legalmente del 
objeto del contrato y sea exigible por constar en cualquier documento del mismo o en norma legal 
específicamente aplicable. 
 
El contratista se obliga al cumplimiento de lo exigido en el pliego, a lo previsto en su oferta y a lo 
establecido en la legislación ambiental, de seguridad industrial y salud ocupacional, seguridad 




“El Instituto Nacional de Contratación Pública (INCOP) aplicará una política de confidencialidad y 
protección de datos con el objeto de salvaguardar la información obtenida a través del Portal 
www.compraspublicas.gov.ec; esta información se empleará exclusivamente para los fines para los 
cuales es proporcionada por el proveedor o por la entidad contratante.” 
 
“Al tratarse de un procedimiento precontractual de bienes, obras y servicios destinados para la 
Seguridad Interna y Externa, su trámite debe ser llevado con absoluta confidencialidad y reserva, 
por tanto no será publicado en el Portal www.compraspublicas.gov.ec.”75  
 
3.16 ACTA DE ENTREGA RECEPCIÓN 
 
Al culminar la ejecución contractual es necesario recibir la obra, bien o servicio, a efectos de 
determinar si se dio cumplimiento estricto a las obligaciones asumidas por el contratista.  
 
Roberto Dromi al referirse al tema manifiesta que “cuando a juicio del contratista la obra está 
terminada, según lo contratado, tiene derecho a que la administración se la reciba. Esta previamente 
debe proceder a la verificación de la obra.” 
 
En los contratos de adquisición de bienes y de prestación de servicios, incluidos los de consultoría, 
existirá una sola recepción, que se producirá de conformidad con lo establecido en el contrato y 
tendrá los efectos de recepción definitiva. Producida la recepción se devolverán las garantías 
otorgadas, a excepción de la garantía técnica. 
 
                                                          
74
 RENGEL ESPINOSA, I. (1995). MANUAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL. Quito: 
TRAMA. 
75
 Reglamento General de LOSNCP Art. 11. 
83 
 
En los contratos de ejecución de obra, así como en los contratos integrales por precio fijo existirán 
una recepción provisional y una definitiva. 
 
Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, en las contrataciones en que se pueda receptar 
las obras, bienes o servicios por etapas o de manera sucesiva, podrán efectuarse recepciones 
parciales. 
 
En los casos en los que ante la solicitud del contratista, la Entidad Contratante no formulare ningún 
pronunciamiento ni iniciare la recepción dentro de los períodos determinados en el Reglamento de 
esta Ley, se considerará que tal recepción se ha efectuado de pleno derecho, para cuyo efecto un 
Juez de lo Civil o un Notario Público, a solicitud del contratista notificará que dicha recepción se 
produjo. 
 
La entrega recepción ha sido considerado por los organismos de control como el acto que pone fin 
a la relación contractual, lo cual implica que el vínculo entre entidad contratante y contratista se 
mantiene vigente, mientras no se suscriba el acta respectiva, aunque de hecho se hubiera cumplido 
con las obligaciones contractuales. Esto porque es necesario que para la suscripción del acta de 
entrega recepción se realice previamente la inspección y verificación de que el contrato de obra, 
bien o servicio fue cumplido a cabalidad, dando ejecución total a las disposiciones contractuales. 
La única obligación contractual que subsiste luego de la entrega recepción del contrato es la 
garantía técnica, cuando se ha previsto la misma en los contratos de adquisición de bienes. 
 
La ley determina que es el contratista quien debe solicitar a la entidad, que se proceda con la 
entrega recepción del contrato, cuando considere que ha dado cumplimiento total de las 
obligaciones contractuales. una vez recibida la notificación del contratista, la entidad debe 
pronunciarse dentro del término de diez días, respecto al cumplimiento o no de la ejecución 
contractual, pudiendo incluso negarse a la recepción de la obra, bien o servicio, motivando 
justificadamente esta negativa, al considerar que no se hubieran cumplido con todas las 
obligaciones contractuales asumidas por el contratista. Esta negativa debe notificarse por escrito 
para conservar constancia de la misma. Si hubieren aspectos a enmendarse en la ejecución 
contractual, la entidad debe solicitarlos al contratista y el tiempo que se otorgue para dicho efecto, 
se consideraría incluso mora contractual, cuando las obligaciones no se hubieren cumplido por la 
culpa del contratista, con lo cual se le debería imponer las multas determinadas en el contrato. 
 
La entidad contratante podrá, dentro del término de 10 días contados a partir de la solicitud de 
recepción del contratista, negarse a recibir la obra, bien o servicio, por razones justificadas, 
relacionadas con el cumplimiento de las obligaciones contractuales asumidas por el contratista. La 
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negativa se notificará por escrito al contratista y se dejará constancia de que la misma fue 
practicada. 
 
Vencido el término previsto en el inciso primero de este artículo sin que la entidad contratante 
objetare la solicitud de recepción ni formulare observaciones al cumplimiento del contrato, operará, 
sin más trámite, la recepción de pleno derecho, para lo cual el contratista notificará por intermedio 
de un Juez de lo Civil o un Notario Público. 
 
Existen tres clases de recepción determinadas por la Ley de Contratación en su artículo 81
76
 y son: 
 
1. Recepción provisional: de conformidad con la ley en los contratos de adquisición de bienes y 
prestación de servicios incluidos los de consultoría, existirá una sola recepción, que se producirá de 
conformidad con lo establecido en el contrato y tendrá los efectos de recepción definitiva. 
 
En los contratos de bienes y servicios, una vez que se suscribe el acta de entrega recepción se 
procede a la devolución de las garantías, salvo la técnica que de haberla, empezara a correr su 
vigencia desde esta fecha, acorde con lo previsto en la ley orgánica de contratación pública. 
 
2. Recepción definitiva: en los contratos de ejecución de obra, así como en los contratos integrales 
por precio fijo, la ley determina que existirán una recepción provisional y una definitiva. 
 
La recepción definitiva debe realizarse a pedido del contratista, una vez que transcurra el término 
mínimo de seis meses contados desde la fecha de suscripción del acta de entrega recepción 
provisional. Este tiempo mínimo de seis meses se considera el mínimo adecuado para poder 
determinar si existen errores o inconsistencias en la ejecución de contrato, pues dentro del mismo 
pueden descubrirse incluso vicios ocultos en la obra, los que deben ser separados inmediatamente 
por el contratista, quien además es responsable de la custodia de la obra entre la recepción 
provisional y la definitiva. 
 
En los contratos de obra, la recepción definitiva procederá una vez transcurrido el término previsto 
en el contrato, que no podrá ser menor a seis meses, a contarse desde la suscripción del acta de 
recepción provisional total o de la última recepción provisional parcial, si se hubiere previsto 
realizar varias de éstas.  
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Para la recepción definitiva de obras, la entidad contratante, podrá establecer un término menor al 
indicado, situación que constará en los pliegos y en el contrato, según la naturaleza de la obra así lo 
permita. 
 
En el caso de consultoría, una vez que se hayan terminado todos los trabajos previstos en el 
contrato, el consultor entregará a la entidad contratante el informe final provisional; cuya fecha de 
entrega servirá para el cómputo y control del plazo contractual. Salvo que en el contrato se señale 
un tiempo menor, la entidad contratante dispondrá de 15 días término para la emisión de 
observaciones y el consultor de 15 días término, adicionales para absolver dichas observaciones y 
presentar el informe final definitivo. Dependiendo de la magnitud del contrato, estos términos 
podrán ser mayores, pero deben constar obligatoriamente en el texto del contrato. 
 
El acta de recepción definitiva será suscrita por las partes, en el plazo previsto en el contrato, 
siempre que no existan observaciones pendientes en relación con los trabajos de consultoría y el 
informe final definitivo del estudio o proyecto. 
Para el caso de contratos de obra, la garantía de fiel cumplimiento del contrato es devuelta 
únicamente cuando se suscribe esta acta de entrega recepción definitiva. 
 
3. Recepciones parciales: la ley determina que en las contrataciones en que se pueda receptar las 
obras, bienes o servicios por etapas o de manera sucesiva, podrán efectuarse recepciones parciales. 
Sin embargo siempre será necesario que se suscriba el acta de entrega recepción definitiva, una vez 
que se cumpla con todas las entregas parciales, para que de esta forma se verifique el cumplimiento 
cabal de las obligaciones contractuales. (PÉREZ, Efraín, 2008)77 
 
El tratadista Roberto Dromi al respecto manifiesta que “se considera recepción parcial la realizada 
sobre partes de la obra concluida, que estén en condiciones de ser liberadas al uso, si la 
administración habilita parcialmente una obra, el contratista tiene derecho a que se le reciba 
provisionalmente la parte habilitada, aun sin estar prevista en el contrato.” 
 
4. Recepción presunta: independientemente de si la recepción es provisional, definitiva o parcial, 
en los casos en los que ante la solicitud del contratista, la entidad contratante no formulare ningún 
pronunciamiento ni iniciare la recepción dentro de los 10 días de termino determinado en el 
reglamento, se considerara que tal recepción se ha efectuado de pleno derecho, para cuyo efecto un 
juez de lo civil o un notario público, a la solicitud del contratista notificara que dicha recepción se 
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produjo. El efecto de esta notificación es que se considera que ha operado la recepción presunta, 
tras lo cual, la entidad deberá realizar la liquidación del contrato. 
 
Las actas de recepción provisional, parcial, total y definitivas serán suscritas por el contratista y los 
integrantes de la Comisión designada por la máxima autoridad de la entidad contratante o su 
delegado conformada por el administrador del contrato y un técnico que no haya intervenido en el 
proceso de ejecución del contrato. 
 
Las actas contendrán los antecedentes, condiciones generales de ejecución, condiciones operativas, 
liquidación económica, liquidación de plazos, constancia de la recepción, cumplimiento de las 
obligaciones contractuales, reajustes de precios pagados, o pendientes de pago y cualquier otra 
circunstancia que se estime necesaria. 
 
En las recepciones provisionales parciales, se hará constar como antecedente los datos relacionados 
con la recepción precedente. La última recepción provisional incluirá la información sumaria de 
todas las anteriores. 
 
3.17 TERMINACIÓN DE CONTRATOS 
 




1. Por cumplimiento de las obligaciones contractuales; 
2. Por mutuo acuerdo de las partes; 
3. Por sentencia o laudo ejecutoriados que declaren la nulidad del contrato o la resolución del 
mismo ha pedido del contratista; 
4. Por declaración unilateral del contratante, en caso de incumplimiento del contratista; y, 
5. Por muerte del contratista o por disolución de la persona jurídica contratista que no se origine en 
decisión interna voluntaria de los órganos competentes de tal persona jurídica. 
 
“Los representantes legales de las personas jurídicas cuya disolución se tramita están obligados, 
bajo su responsabilidad personal y solidaria, a informar a la autoridad a la que compete aprobar la 
disolución, sobre la existencia de contratos que aquellas tengan pendientes con las Entidades 
Contratantes previstas en esta Ley, y a comunicar a las Entidades Contratantes respectivas sobre la 
situación y causales de disolución.” 
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“Para los indicados casos de disolución de personas jurídicas, antes de expedir la resolución que la 
declare, la autoridad correspondiente deberá comunicar sobre el particular al Instituto Nacional de 
Contratación Pública, para que éstos, en el término de diez (10) días, informen si la persona 
jurídica cuya disolución se tramita no tiene contratos pendientes con las entidades sujetas a esta 
Ley o precise cuáles son ellos.” 
 
“Con la contestación del Instituto Nacional de Contratación Pública o vencido el antedicho 
término, se dará trámite a la resolución, sin perjuicio de la responsabilidad de los funcionarios o 
empleados que incumplieron su deber de informar.” 
 
“De existir contratos pendientes de la persona jurídica frente al Estado o Entidades Contratantes, el 
Instituto Nacional de Contratación Pública informará sobre aquellos a la Entidad Contratante, a la 
autoridad a la que competa aprobar la disolución y a la Procuraduría General del Estado, para que 
en el proceso de liquidación adopten las acciones conducentes a precautelar y defender los intereses 
públicos”. 79 
 
Los contratos administrativos pueden concluir de manera regular o irregular, finalizan regularmente 
cuando las partes contratantes han cumplido formalmente sus obligaciones acorde a la cláusulas 
contractuales, es decir el objeto contractual se ha hecho efectivo, se ha cumplido satisfactoriamente 
dentro del plazo establecido, en cambio la terminación irregular es una culminación abrupta del 
contrato, pues este se interrumpe por hechos anormales como el incumplimiento de obligaciones, 
muerte, quiebra o insolvencia, etc. (LÓPEZ, 2010) 80 
 
El código civil señala que “los contratos deben ejecutarse de buena fe y por consiguiente obligan 
no solo lo que en ellos se expresa sino a todas las cosas que emanen precisamente de la naturaleza 
de la obligación o que por la ley o la costumbre pertenecen a él.” 
 
Las causales de terminación de los contratos públicos se hallan determinadas taxativamente en el 
artículo 92 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública
81
 y son: 
 
Por cumplimiento de las obligaciones contractuales.- esta es la forma más correcta y adecuada para 
que un contrato termine, ya que es de entenderse que en todo contrato las clausulas están 
claramente establecidas y por lo tanto deben ser fielmente cumplidas. 
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La obligación principal del contratista en los contratos públicos es el cumplimiento del objeto 
contractual dentro del plazo establecido y con sujeción a las cláusulas del contrato y la de la 
entidad contratante, la de pagar oportunamente y en l forma convenida el precio pactado. 
 
Por eso solo podrá hablarse de cumplimiento de las obligaciones contractuales cuando las dos 
partes contratantes (contratante y contratista) hayan cumplido a cabalidad sus obligaciones pues no 
habrá tal cumplimiento si solo una de ella cumple sus prestaciones. 
 
El cumplimiento supone la realización del contrato por el contratista a satisfacción de la 
administración consecuentemente el contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando este 
haya realizado la totalidad de u objeto de acuerdo con los termino del mismo y a satisfacción de la 
administración. 
 
Se suscriben las correspondientes actas de recepción y que se hayan liquidado las obligaciones 
derivadas del contrato para que la terminación del mismo por cumplimiento de obligaciones sea 
perfecta y legalmente valida, se concluye que dos son los requisitos esenciales que deben cumplirse 
en la terminación de los contratos por cumplimiento de obligaciones, que se suscriban las 
correspondientes actas de recepción y que se hayan liquidado las obligaciones derivadas del 
contrato. 
 
La obligación de liquidar el contrato es de origen legal y tiene por objeto que una vez terminado el 
contrato las partes definan los saldos que a favor o en contra de cada una de ellas resulten. La 
obligación de liquidar el contrato se ha fijado en la ley no como un vínculo obligatorio de una de 
las partes para con la otra sino como un deber legal que mira el interés público en razón de que a 
todos interesa que las entidades estatales definan los saldos a favor o en contra que les resulten. 
 
Consecuentemente la liquidación de los contratos es una obligación impuesta por la ley a las partes 
contratantes y más aun a la administración aclarando que no constituye una decisión nueva del ente 
estatal o del contratista pues en ella no puede sino reflejare l realidad de la ejecución del contrato y 





Aunque nuestra ley se refiere a la liquidación del contrato como si fuera un acto ajeno a la 
recepción definitiva es necesario precisar que dicha liquidación final forma parte del acta de 
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recepción definitiva es decir de efectuarse en la recepción definitiva de la obra, bien o servicio 
contratado. 
 
Esta es una liquidación económico contable del contrato en el que se deberá dejar constancia de lo 
ejecutado determinando los valores recibidos por el contratista los pendientes de pago, o los que 
deba deducírselo o deba devolver por cualquier concepto aplicando los ajustes correspondientes. Se 
proceder demás a las compensaciones a que hubieren lugar. 
 
Los valores que resulten de la liquidación del contrato deberán pagarse dentro de los diez días 
siguientes a la misma y de no efectuarse el pago causaran  intereses legales y los daños y perjuicios 
correspondientes. En materia de contratación publica ni aun suscrita el acta de entrega recepción 
definitiva las partes  contratantes quedan exentas de responsabilidad. 
 
Por mutuo acuerdo de las partes.- la terminación por mutuo acuerdo no es más que la convención 
hecha libremente por las partes contratantes con el fin de extinguir todos o algunas obligaciones 
contractuales en el estado en que se encuentren. 
 
Cuando por circunstancias imprevistas, técnicas o económicas, o causas de fuerza mayor o caso 
fortuito, no fuere posible o conveniente para los intereses de las partes, ejecutar total o 
parcialmente, el contrato, las partes podrán, por mutuo acuerdo, convenir en la extinción de todas o 
algunas de las obligaciones contractuales, en el estado en que se encuentren. 
 
La terminación por mutuo acuerdo no implicará renuncia a derechos causados o adquiridos en 
favor de la Entidad Contratante o del contratista. 
 
Dicha entidad no podrá celebrar contrato posterior sobre el mismo objeto con el mismo contratista. 
 
Esta forma de terminación de contratos procede exclusivamente cuando por circunstancias  
imprevistas, técnicas o económicas o causas de fuerza mayor o caso fortuito no fuere posible o 
conveniente para los intereses de las partes, ejecutar total o parcialmente el contrato. 
 
Primero el contratista o la entidad contratante deberán según el caso comunicar por escrito su 
voluntad de terminar el contrato por mutuo acuerdo exponiendo en forma clara las circunstancias 
imprevistas técnicas o económicas, o causas de fuerza mayor o caso fortuito, que constituirán el 
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fundamento o base de dicho acuerdo además se deberá acompañar los documentos que justifiquen l 
existencia de dichas causas. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010) 83 
 
Si las partes contratantes acuerdan la terminación del contrato la entidad contratante a través de la 
máxima autoridad en el término de seis días remitirá el proyecto de convenio y los documentos 
justificativos al procurador general del estado para su aprobación en caso de ser necesario. 
 
El artículo 12 de la codificación de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado dice: 
84“los organismos y entidades del sector público con personería jurídica podrán transigir o desistir 
del pleito, en las causas en las que intervienen como actor o  demandado para lo cual deberán 
previamente obtener la autorización del procurador general del estado cuando la cuantía de la 
controversia sea indeterminada o superior a veinte mil dólares de los estados unidos de américa; los 
organismos del régimen seccional autónomo no requerirán dicha autorización pero se someterán a 
las formalidades establecidas en las respectivas leyes.”  
 
Si la cuantía del contrato supera los veinte mil dólares de los Estados Unidos de América se 
requerirá en forma imprescindible del dictamen previo favorable del procurador general del estado 
para el efecto, la máxima autoridad de la entidad contratante en el término de seis días remitirá el 
proyecto de convenio de terminación por mutuo acuerdo al procurador general del estado quien 
emitirá su informe en el término de quince días. Si el procurador no emite el dictamen en el 
término dicho se entenderá que este ha sido favorable y que podrá suscribir sin problema el 
convenio e terminación por mutuo acuerdo. 
 
Si la cuantía del contrato no supera los veinte mil dólares de los Estados Unidos De América no se 
requiere el dictamen de procurador general del estado pudiendo suscribirse libremente e convenio 
de terminación por mutuo acuerdo. 
 
Si se suscribe un convenio de terminación por mutuo acuerdo sin contar con el dictamen favorable 
del procurador general del estado cuando este es necesario la sanción es la nulidad sin perjuicio de 
las responsabilidades administrativas, civiles y penales para os involucrados. 
 
Con el informe favorable del Procurador General Del Estado cuando se requiere dicho informe 
según la cuantía del contrato, necesariamente deberá suscribirse el convenio de terminación por 
mutuo acuerdo, este convenio contendrá los antecedentes, las condiciones generales de ejecución, 
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la liquidación de plazos, la constancia de la recepción en caso de haber ejecutado alguna parte de la 
obra, el cumplimiento de las obligaciones contractuales, reajuste de precios pagados o pendientes 
de pago, las circunstancias imprevistas, técnicas o económica, o causas de fuerza mayor o caso 
fortuito que motivaron la terminación del contrato por mutuo acuerdo con os documentos 
justificativos y se deberán incorporar el convenio las observaciones hechas por el procurador 
general del estado y su dictamen, cundo la cuantía del contrato sea superior a los veinte mil dólares 
de los estados unidos de américa, procediendo finalmente a la firma del mismo.  
 
Todo contrato genera derechos y obligaciones y el convenio de terminación la extingue pero hay 
que tomar en cuenta que si el contrato ha sido cumplido en parte, no pueden declararse extinguida 
todas las obligaciones provenientes de él, sino solo la parte que no se ha cumplido ya que las 
consecuencias jurídicas producidas por la obligación ejecutada subsisten lo mismo que los derechos 
que de ahí emanen. 
 
Si el contrato principal se otorgó por escritura pública, se deberá hacer constar en el convenio de 
terminación por mutuo acuerdo, una clausula en la que se pide al notario tomar nota de este 





Según lo señala la Ley la terminación por mutuo acuerdo no implicara renuncia a derechos 
causados o adquiridos a favor de la entidad contratante o del contratista, es decir que las 
consecuencias jurídicas producidas por la obligación ejecutada subsisten lo mismo que los derechos 
que de ahí emanen. 
 
Terminado un contrato por mutuo acuerdo la entidad contratante no podrá celebrar contrato 
posterior sobre el mismo objeto con el mismo contratista so pena de nulidad. Una vez que se ha 
suscrito el convenio de terminación del contrato por mutuo acuerdo la entidad contratante podrá 
concluir la obra ya sea mediante una nueva contratación o por administración directa observando 
las disposiciones legales al respecto. 
 
Terminación unilateral del contrato.- 
86
La Entidad Contratante podrá declarar terminada anticipada 
y unilateralmente los contratos a que se refiere la Ley, en los siguientes casos: 
 
1. Por incumplimiento del contratista; 
                                                          
85
 GRANJA GALINDO, N. (2011). FUNDAMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. Quito: Editorial 
Jurídica del Ecuador. 
86




2. Por quiebra o insolvencia del contratista; 
 
3. Si el valor de las multas supera el monto de la garantía de fiel cumplimiento del contrato; 
 
4. Por suspensión de los trabajos, por decisión del contratista, por más de sesenta (60) días, sin que 
medie fuerza mayor o caso fortuito; 
 
5. Por haberse celebrado contratos contra expresa prohibición de esta Ley; 
 
6. En los demás casos estipulados en el contrato, de acuerdo con su naturaleza; y, 
 
7. La Entidad Contratante también podrá declarar terminado anticipada y unilateralmente el 
contrato cuando, ante circunstancias técnicas o económicas imprevistas o de caso fortuito o fuerza 
mayor, debidamente comprobadas, el contratista no hubiere accedido a terminar de mutuo acuerdo 
el contrato. En este caso, no se ejecutará la garantía de fiel cumplimiento del contrato ni se 
inscribirá al contratista como incumplido.  
 
En este último caso, el contratista tiene la obligación de devolver el monto del anticipo no 
amortizado en el término de treinta (30) días de haberse notificado la terminación unilateral del 
contrato en la que constará la liquidación del anticipo, y en caso de no hacerlo en término señalado, 
la entidad procederá a la ejecución de la garantía de Buen Uso del Anticipo por el monto no 
devengado. El no pago de la liquidación en el término señalado, dará lugar al pago de intereses 
desde la fecha de notificación; intereses que se imputará a la garantía de fiel cumplimiento del 
contrato. 
 
Terminación por sentencia o laudo ejecutoriados que declaren la nulidad del contrato.- la validez de 
los actos jurídicos muy particularmente de los contratos está sometida a presupuestos y requisitos 
previstos por ley, (capacidad, consentimiento, objeto licito y causa licita), cuya falta sanciona el 
derecho según su especie y la calidad o estado de las partes con el efecto jurídico de nulidad del 
acto, consistente en hacer desaparecer la relación que nació viciada por carecer de requisitos o 
formalidades esenciales, originando la restituciones a que haya lugar. 
 
Antes de proceder a la terminación unilateral, la Entidad Contratante notificará al contratista, con la 
anticipación de diez (10) días término, sobre su decisión de terminarlo unilateralmente. Junto con la 
notificación, se remitirán los informes técnico y económico, referentes al cumplimiento de las 
obligaciones de la Entidad Contratante y del contratista. La notificación señalará específicamente el 
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incumplimiento o mora en que ha incurrido el contratista de acuerdo al artículo anterior y le 
advertirá que de no remediarlo en el término señalado, se dará por terminado unilateralmente el 
contrato. 
 
Si el contratista no justificare la mora o no remediare el incumplimiento, en el término concedido, 
la Entidad Contratante podrá dar por terminado unilateralmente el contrato, mediante resolución de 
la máxima autoridad de la Entidad Contratante, que se comunicará por escrito al contratista y se 
publicará en el Portal COMPRASPÚBLICAS. La resolución de terminación unilateral no se 
suspenderá por la interposición de reclamos o recursos administrativos, demandas contencioso 
administrativas, arbitrales o de cualquier tipo o de acciones de amparo de parte del contratista. 
 
Los contratistas no podrán aducir que la Entidad Contratante está en mora del cumplimiento de sus 
obligaciones económicas en el caso de que el anticipo que les fuere entregado en virtud del contrato 
no se encontrare totalmente amortizado. La forma de calcular la amortización del anticipo constará 
en el Reglamento respectivo. 
 
Solo se aducirá mora en el cumplimiento de las obligaciones económicas de la Entidad Contratante 
cuando esté amortizado totalmente el anticipo entregado al contratista, y éste mantenga 
obligaciones económicas pendientes de pago. 
 
La declaración unilateral de terminación del contrato dará derecho a la Entidad Contratante a 
establecer el avance físico de las obras, bienes o servicios, su liquidación financiera y contable, a 
ejecutar las garantías de fiel cumplimiento y, si fuere del caso, en la parte que corresponda, la 
garantía por el anticipo entregado debidamente reajustados hasta la fecha de terminación del 
contrato, teniendo el contratista el plazo término de diez (10) días para realizar el pago respectivo. 
Si vencido el término señalado no efectúa el pago, deberá cancelar el valor de la liquidación más 
los intereses fijados por el Directorio del Banco Central del Ecuador, los que se calcularán hasta la 
fecha efectiva del pago. 
 
La Entidad Contratante también tendrá derecho a demandar la indemnización de los daños y 
perjuicios, a que haya lugar. 
 
Una vez declarada la terminación unilateral, la Entidad Contratante podrá volver a contratar 
inmediatamente el objeto del contrato que fue terminado, para lo cual se observará el 
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Terminación por causas imputables a la entidad contratante.- El contratista podrá demandar la 
resolución del contrato, por las siguientes causas imputables a la Entidad Contratante: 
 
1. Por incumplimiento de las obligaciones contractuales por más de sesenta (60) días; 
2. Por la suspensión de los trabajos por más de sesenta (60) días, dispuestos por la entidad sin que 
medie fuerza mayor o caso fortuito; 
3. Cuando los diseños definitivos sean técnicamente inejecutables o no se hubieren solucionado 
defectos de ellos, en este caso, la Entidad Contratante iniciará las acciones legales que 
correspondan en contra de los consultores por cuya culpa no se pueda ejecutar el objeto de la 
contratación; y, 
4. Cuando, ante circunstancias técnicas o económicas imprevistas o de caso fortuito o fuerza 
mayor, debidamente comprobadas, la Entidad Contratante no hubiere accedido a terminar de mutuo 
acuerdo el contrato. 
5. En ningún caso se considerará que las Entidades Contratantes se hallan en mora del pago, si el 
anticipo entregado no ha sido devengado en su totalidad. 
 
La notificación prevista en el artículo 95 de la Ley 
88
se realizará también, dentro del término legal 
señalado, a los bancos o instituciones financieras y aseguradoras que hubieren otorgado las 
garantías establecidas en el artículo 73 de la Ley; para cuyo efecto, junto con la notificación, se 
remitirán copias certificadas de los informes técnico y económico, referentes al cumplimiento de 
las obligaciones de la entidad contratante y del contratista.  
 
La declaración de terminación unilateral del contrato se realizará mediante resolución motivada 
emitida por la máxima autoridad de la entidad contratante o su delegado, la que se comunicará por 
escrito al INCOP, al contratista; y, al garante en el caso de los bancos o instituciones financieras y 




La resolución de terminación unilateral del contrato será publicada en el portal 
www.compraspublicas.gov.ec y en la página web de la entidad contratante e inhabilitará de forma 
automática al contratista registrado en el RUP. 
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En la resolución de terminación unilateral del contrato se establecerá el avance físico de las obras, 
bienes o servicios y la liquidación financiera y contable del contrato; requiriéndose que dentro del 
término de diez días contados a partir de la fecha de notificación de la resolución de terminación 
unilateral, el contratista pague a la entidad contratante los valores adeudados hasta la fecha de 
terminación del contrato conforme a la liquidación practicada y en la que se incluya, si fuera del 
caso, el valor del anticipo no devengado debidamente reajustado. 
 
En el caso de que el contratista no pagare el valor requerido dentro del término indicado en el 
inciso anterior, la entidad contratante pedirá por escrito al garante que dentro del término de 48 
horas contado a partir del requerimiento, ejecute las garantías otorgadas y dentro del mismo 
término pague a la entidad contratante los valores liquidados que incluyan los intereses fijados por 
el Directorio del Banco Central del Ecuador, que se calcularán hasta la fecha efectiva del pago. 
 
3.18 PROHIBICIÓN DE CEDER EL CONTRATO 
 
El artículo 78 de la Ley de Contratación Pública dispone que 
90“es prohibido al contratista la cesión 
de los derechos y obligaciones emanados del contrato”. En consecuencia, bajo ningún concepto se 
podría ceder el contrato administrativo para que sea ejecutado por un tercero. Así mismo no cabría 
que por la muerte de un contratista, el contrato se entienda transferido a sus herederos, aunque estos 
tuvieren capacidad técnica y legal para ejecutarlo. Finalmente, vale la pena mencionar que no cabe 
que se cedan los derechos que emanan del contrato, como por ejemplo los pagos que deberán 
realizarse al contratista.  
 
3.19 DECLARACIÓN DE LA CONTRATISTA 
 
La declaración jurada de un contratista es una declaración de pago debido, pero también es un 
documento legal necesario para la presentación de un gravamen sobre la propiedad por si no se le 
paga. Debido a que funciona como ambos, y dado que el contratista no puede pretender un derecho 
de retención sin uno, los estados requieren cierta información en la declaración jurada. Esto puede 
variar de Estado a Estado, por lo que la declaración jurada del contratista es una cuestión compleja 
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“Los contratos contendrán estipulaciones específicas relacionadas con las funciones y deberes de 
los administradores del contrato, así como de quienes ejercerán la supervisión o fiscalización.” 
 
“En el expediente se hará constar todo hecho relevante que se presente en la ejecución del contrato, 
de conformidad a lo que se determine en el Reglamento. Especialmente se referirán a los hechos, 
actuaciones y documentación relacionados con pagos; contratos complementarios; terminación del 
contrato; ejecución de garantías; aplicación de multas y sanciones; y, recepciones.”91  
 
El administrador es el funcionario o servidor público designado por la entidad para velar por el 
cabal y oportuno cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones derivadas del contrato, 
adoptando para el efecto las acciones que sean necesarias para evitar retrasos injustificados e 
impondrá las multas y sanciones a que hubiere lugar. 
 
“En todo contrato, la entidad contratante designará de manera expresa un administrador del mismo, 
quien velará por el cabal y oportuno cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones 
derivadas del contrato. Adoptará las acciones que sean necesarias para evitar retrasos injustificados 
e impondrá las multas y sanciones a que hubiere lugar”. 
 
“Si el contrato es de ejecución de obras, prevé y requiere de los servicios de fiscalización, el 
administrador del contrato velará porque ésta actúe de acuerdo a las especificaciones constantes en 
los pliegos o en el propio contrato”.92  
 
El fiscalizador es el profesional contratado o designado por la entidad que tiene responsabilidad de 
asegurar el fiel y estricto cumplimiento del objeto contractual conforme a las cláusulas del contrato 
a fin de que el proyecto se ejecute de acuerdo a sus diseño definitivos, especificaciones técnicas, 
programas de trabajo, recomendaciones de los diseñadores y normas técnicas aplicables, pues allí 
radican los objetivos más importantes de su labor. 
 
Si el contrato es de ejecución de obras, provee y requiere de los servicios de fiscalización, el 
administrador del contrato velara porque este actué de acuerdo  las especificaciones constantes en 
los pliegos y en el contrato. El administrador conjuntamente con el fiscalizador del contrato son los 
responsables de tomas las medidas necesarias para su adecuada ejecución, con estricto 
cumplimiento de la clausulas, programas, cronogramas, plazos y costos previstos. 
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El incumplimiento de sus obligaciones les acarrea responsabilidades administrativas civiles y 
penales según corresponda. Por eso, los contratos contendrán obligatoriamente estipulaciones 
específicas relacionadas con las funciones y deberes de los administradores del contrato, así como 
de quienes ejercerán la supervisión o fiscalización. 
 
Es muy importante que la administración antes de iniciar la ejecución del contrato, designe al 
administrador, supervisor o fiscalizador según sea el objeto contractual, realizando de ser necesario 
las contrataciones que el caso amerite dependiendo de la magnitud y complejidad del proyecto, ya 
que ellos serán los responsables e asegurar el fiel y estricto cumplimiento de las obligaciones 
contractuales en la etapa de ejecución. 
 
La entidad contratante debe vigilar y evaluar el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el 
contratista a través de mecanismos tales como la administración, la supervisión o fiscalización, 
para el efecto los antes descritos mecanismos deben elaborar actas e informes claros y oportunos 
que verifiquen el cumplimiento de dichas obligaciones y deben tramitar con diligencia los pagos a 
que tienen derecho los contratistas, evitando moras y dilaciones que obliguen a la entidad a 
cancelar los intereses moratorios pactados o en su defecto los establecidos en la ley. En este 
aspecto se debe efectuar un estricto control que verifique el cumplimiento de los procesos 
dispuestos, tanto de contratación y de presupuesto como de pagos. Cualquier comunicación o 
disposición entre las partes contratantes debe darse por escrito a fin de que quede constancia, ya 
que solo así se podrá verificar el cumplimiento o incumplimiento de obligaciones. 
 
3.21 OBLIGACIONES DEL CONTRATANTE 
 
El contratante se obliga a entregar oportunamente lo terrenos previstos en el contrato, en tales 
condiciones que el contratista pueda iniciar inmediatamente el desarrollo normal de sus trabajos. 
Los costos de expropiaciones, indemnizaciones, derechos de paso y otros conceptos similares son 
de cuenta de la entidad contratante. 
 
El contratante además entregara oportunamente los planos, dibujos, diseños, y demás documentos 
necesarios para la construcción de la obra así como los permisos y autorizaciones necesarias. El 
contrato y sus documentos anexos establecen las demás obligaciones del contratante, la forma de 
pago y los tiempos previstos para ello. 
 
“Las Entidades Contratantes deberán consultar el catálogo electrónico previamente a establecer 
procesos de adquisición de bienes y servicios. Solo en caso de que el bien o servicio requerido no 
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se encuentre catalogado se podrá realizar otros procedimientos de selección para la adquisición de 
bienes o servicios, de conformidad con la Ley y su Reglamento.” 
 
“Si cualquiera de las Entidades Contratantes obtuviere ofertas de mejor costo que las que consten 
publicadas en el catálogo electrónico, deberán informar al Instituto Nacional de Contratación 
Pública para que éste conozca y confirme que la oferta es mejor y adopte las medidas necesarias 
que permitan extender tales costos, mediante la celebración de Convenios Marco, al resto de 
Entidades Contratantes.” 93 
 
La entidad contratante ingresará al Portal www.compraspublicas.gov.ec la información relacionada 
con los contratos suscritos y los efectos derivados de los mismos, como sanciones, terminaciones 
anticipadas, unilaterales, cobro de garantías, dentro de un término máximo de cinco días luego de 
producido el hecho. 
 
La información que conste en el Portal www.compraspublicas.gov.ec relacionada con los contratos, 
proveedores y entidades contratantes es pública y gratuita, a la que podrá acceder cualquier 
persona. 
 
Las entidades contratantes tienen la obligación de informar al INCOP de todos los actos y 
actuaciones, relacionados con los contratos suscritos y vigentes, así como sus modificaciones. Igual 
responsabilidad tienen respecto de las liquidaciones, actas de entrega recepción provisionales y 
definitivas. 
 
3.22 OBLIGACIONES LABORALES 
 
El contratista se obliga al cumplimiento de las disposiciones establecidas en el Código del Trabajo 
y en la Ley del Seguro Social Obligatorio, adquiriendo, respecto de sus trabajadores, la calidad de 
patrono, sin que la Contratante tenga responsabilidad alguna por tales cargas, ni relación con el 
personal que labore en la ejecución del contrato, ni con el personal de la subcontratista. 
 
El contratista deberá pagar los sueldos, salarios y remuneraciones a su personal puntualmente y sin 
otros descuentos que aquellos autorizados por la ley y en total conformidad con las leyes vigentes. 
Los contratos de trabajo deberán ceñirse estrictamente a las leyes laborales del ecuador y serán 
registrados en uno de los juzgados de trabajo de la jurisdicción correspondiente. Las mismas 
disposiciones aplicaran los subcontratistas a su personal. 
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Serán también de cuenta del contratista y a su costo todas las obligaciones a las que está sujeto 
según las leyes, normas y reglamentos del instituto ecuatoriano de seguridad social y el código del 
trabajo. (LÓPEZ, 2010)94 
 
3.23 DIVERGENCIA Y CONTROVERSIAS 
 
De existir divergencias o diferencias entre las partes contratantes no solventadas dentro del proceso 
de ejecución, podrán utilizar los procesos de mediación y arbitraje en derecho, que lleven a 
solucionar sus diferencias, de conformidad con la cláusula compromisoria respectiva. 
 
De surgir controversias en que las partes no concuerden someterlas a los procedimientos de 
mediación y arbitraje y decidan ir a sede judicial, el procedimiento se lo ventilará ante los 
Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo aplicando para ello la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial modificó la estructura orgánica de la Función Judicial, 
transfiriendo las competencias de los tribunales distritales de lo contencioso administrativo a las 
salas de lo contencioso administrativo de las Cortes Provinciales, sin embargo, éstos seguirán en 
funciones hasta que el Consejo de la Judicatura integre las salas. 
 
Las entidades contratantes y los contratistas buscarán solucionar en forma ágil, rápida y directa las 
diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual. Para tal efecto, al surgir las 
diferencias acudirán al empleo de los mecanismos de solución de controversias contractuales 
previstos en la ley y a la conciliación, amigable composición y transacción. 
 
En los contratos podrá incluirse la cláusula compromisoria a fin de someter a la decisión de árbitros 
las distintas diferencias que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su 
ejecución, desarrollo, terminación o liquidación. El arbitraje será en derecho. Los árbitros serán tres 
(3), a menos que las partes decidan acudir a un árbitro único. En las controversias de menor cuantía 
habrá un sólo árbitro. 
 
La designación, requerimiento, constitución y funcionamiento del tribunal de arbitraje se regirá por 
las normas contractualmente estipuladas o las que resulten aplicables. Para la suscripción de esta 
cláusula se estará a lo dispuesto en la Ley de Mediación y Arbitraje. 
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Cuando en el contrato no se hubiere pactado cláusula compromisoria, cualquiera de las partes 
podrá solicitar a la otra la suscripción de un compromiso o convenio arbitral para que un Tribunal 
de Arbitraje resuelva las diferencias presentadas en razón de la celebración del contrato y su 
ejecución, desarrollo, terminación o liquidación. En este caso, se requerirá informe favorable 
previo de la Procuraduría General del Estado. 
 
En el documento de compromiso o convenio arbitral que se suscriba se señalará la materia objeto 
del arbitraje, la designación de árbitros, el lugar de funcionamiento del tribunal y la forma de cubrir 
los costos del mismo. 
 
De no pactarse cláusula compromisoria o no acordarse ventilar mediante solución arbitral, las 
controversias se sustanciarán ante los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo, con 
jurisdicción en el domicilio del demandado, observando lo previsto en la ley de la materia.  
 
3.24 RELACIONES ENTRE LAS PARTES 
 
Las empresas públicas son entidades que pertenecen al Estado en los términos que establece la 
Constitución de la República, personas jurídicas de derecho público, con patrimonio propio, 
dotadas de autonomía presupuestaria, financiera, económica, administrativa y de gestión. Estarán 
destinadas a la gestión de sectores estratégicos, la prestación de servicios públicos, el 
aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y en general al desarrollo 
de actividades económicas que corresponden al Estado.  
 
Las empresas subsidiarias son sociedades mercantiles de economía mixta creadas por la empresa 
pública, en las que el Estado o sus instituciones tengan la mayoría accionaria. Las empresas filiales 
son sucursales de la empresa pública matriz que estarán administradas; por un gerente, creadas para 
desarrollar actividades o prestar servicios de manera descentralizada y desconcentrada.  
 
Las Agencias y Unidades de Negocio son áreas administrativo -operativas de la empresa pública, 
dirigidas por un administrador con poder especial para el cumplimiento de las atribuciones que le 
sean conferidas por el representante legal de la referida empresa, que no gozan de personería 
jurídica propia y que se establecen para desarrollar actividades o prestar servicios de manera 
descentralizada y desconcentrada.  
 




1. Mediante decreto ejecutivo para las empresas constituidas por la Función Ejecutiva;  
2. Por acto normativo legalmente expedido por los gobiernos autónomos descentralizados; y,  
3. Mediante escritura pública para las empresas que se constituyan entre la Función Ejecutiva y los 
gobiernos autónomos descentralizados, para lo cual se requerirá del decreto ejecutivo y de la 
decisión de la máxima autoridad del organismo autónomo descentralizado, en su caso.  
 
Las universidades públicas podrán constituir empresas públicas o mixtas que se someterán al 
régimen establecido en esta Ley para las empresas creadas por los gobiernos autónomos 
descentralizados o al régimen societario, respectivamente. En la resolución de creación adoptada 
por el máximo organismo universitario competente se determinaran los aspectos relacionados con 
su administración y funcionamiento.  
Se podrá constituir empresas públicas de coordinación, para articular y planificar las acciones de un 
grupo de empresas públicas creadas por un mismo nivel de gobierno, con el fin de lograr mayores 
niveles de eficiencia en la gestión técnica, administrativa y financiera.  
 
Las empresas públicas pueden ejercer sus actividades en el ámbito local, provincial, regional, 
nacional o internacional.  
 
La denominación de las empresas deberá contener la indicación de "EMPRESA PÚBLICA" o la 
sigla "EP", acompañada de una expresión peculiar.  
 
En el decreto ejecutivo, acto normativo de creación, escritura pública o resolución del máximo 
organismo universitario competente, se detallaran los bienes muebles o inmuebles que constituyen 
el patrimonio inicial de la empresa, el patrimonio inicial de la empresa y en un anexo se listaran los 
muebles o inmuebles que forman parte de ese patrimonio. 
 
 
3.25 GASTOS, IMPUESTOS Y COSTOS 
 
La Contratante efectuará al Contratista las retenciones que dispongan las leyes tributarias, 
conforme la legislación tributaria vigente. 
 
La Contratante retendrá el valor de los descuentos que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
ordenare y que corresponda a mora patronal, por obligaciones con el seguro social provenientes de 




Es de cuenta del Contratista el pago de los gastos notariales, de las copias certificadas del contrato 
y los documentos que deban ser protocolizados en caso de que sea necesario. En dicho caso, el 
Contratista entregará a la Contratante hasta dos copias del contrato, debidamente protocolizadas. 
En caso de terminación por mutuo acuerdo, el pago de los derechos notariales y el de las copias 
será de cuenta del Contratista. 
 
El oferente deberá considerar en su oferta las siguientes contribuciones: 
  
1. La contribución del uno por ciento del valor del contrato que se establece en el artículo 110 de la 
Ley de Contratación Pública, a descontarse en cada pago que se efectúe por cuenta del contrato, 
incluyendo el anticipo. La indicada contribución se depositara de acuerdo a las instrucciones de las 
entidades beneficiarias de la siguiente manera: 
 
2. La cuarta parte a la contraloría general del estado, la mitad a la procuraduría general del estado y 
la cuarta parte restante al consejo nacional de ciencia y tecnología de ser el caso se añadirá en las 
planillas de reajuste de precios se retendrá el uno por ciento del valor del reajuste, este valor se 
distribuye de la siguiente manera: la mitad al INEC conforme se indica en el artículo 93 de la ley 
de contratación pública y la otra mitad se distribuirá entre las entidades indicadas anteriormente y 
en la misma proporción. (GARÓFALO SALAZAR)95  
 
La entidad retendrá el impuesto a la renta conforme lo indica la legislación vigente. Se detalla 
cualquier otro impuesto que sea aplicable al contrato por disposiciones específicas o que se aplican 
a la entidad contratante. 
 
Finalmente el contratista pagara los derechos del notario, los del registro del contrato y las copias 
que deba entregar a la entidad contratante. Adicionalmente el adjudicatario del contrato debe 
cumplir con los siguientes requisitos: indicar lo que corresponda especialmente se debe aclarar si la 
entidad esta exonerada de ciertos impuestos. 
 
3.26 DOMICILIO, JURISDICCIÓN Y PROCEDIMIENTO 
 
Si respecto de la divergencia o controversia existentes no se lograre un acuerdo directo entre las 
partes, éstas se someterán al procedimiento establecido en la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa; siendo competente para conocer la controversia el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo que ejerce jurisdicción en el domicilio de la Entidad Contratante. 
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Para todos los efectos de este contrato, comunicación o notificaciones, las partes convienen en 
señalar su domicilio principal de la empresa, que estará en el lugar que se determine en su acto de 
creación y podrá establecerse agencias o unidades de negocio, dentro o fuera del país.   
 
3.27 ACEPTACIÓN DE LAS PARTES 
 
Las partes libre, voluntaria y expresamente declaran que conocen y aceptan el texto íntegro de las 
Condiciones Generales de los Contratos de provisión de bienes y prestación de servicios, publicado 
en la página institucional del Servicio Nacional de Contratación Pública SERCOP, vigente a la 
fecha de la Convocatoria del procedimiento de contratación, y que forma parte integrante de las 
Condiciones Particulares del Contrato que lo están suscribiendo.  
 
Libre y voluntariamente, las partes expresamente declaran su aceptación a todo lo convenido en el 
contrato y se someten a sus estipulaciones. En estos contratos las partes son las Personas Jurídicas 
de Derecho Público: 
 
Tanto las Constituciones a las que nos hemos referido anteriormente, como el Código Civil, nos 
han brindado claramente la única regla, diríamos, en nuestra legislación, sobre cuáles son las 
personas jurídicas de derecho público. Esas personas excluyentemente son: el Estado, los Consejos 
Provinciales, las Municipalidades y los Establecimientos públicos. 
 
Se denominan publicas estas personas, en cuanto al fin propio de ellas, que es de utilidad general, 
revestidas de imperio y facultades amplias dentro del proceso sociológico del Estado, que les 
desliga de toda iniciativa particular, se sustentan con los recursos de los contribuyentes y se hallan 
sometidas tanto a la Constitución  Política como a sus leyes especiales, reglamentos, decretos, 
ordenanzas, etc. 
 
El Estado, persona jurídica o sujeto de derechos, es una sociedad política y jurídicamente 
organizada, asentada sobre un territorio  y dependiendo de una autoridad o poder de mandato. 
 
La  Nación que, a pesar del Código Civil, no es una persona ni siquiera, es el conjunto de 
agregados humanos determinados por un fin social. No es, pues, un sujeto de derechos. 
 
El fisco, es el Estado mismo, considerado en su capacidad patrimonial o económica. 
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En conclusión, en el Estado no caben otras personas jurídicas, a más de la de su exclusiva 
personalidad jurídica. (GRANJA GALINDO, 2011) 96 
 
Las Personas Jurídicas Semipúblicas en igual forma, tanto la Constitución Política de 1960, como 
la de 1967, coincidieron en puntualizar cuales son las personas que tienen esta naturaleza. Por 
consiguiente, diríamos que son personas jurídicas semipúblicas las siguientes: el IESS, el Banco 
Central, el Banco Nacional de Fomento, las Juntas de Beneficencia, las Corporaciones de Fomento 
Económico y otras personas jurídicas semipúblicas, autónomas, con finalidad publica, establecidas 
en las leyes. 
 
Se denominan personas jurídicas semipúblicas, y no personas privadas con finalidad pública, 
porque son personas jurídicas creadas por la ley para realizar fines de interés general, de variada 
índole, para la satisfacción de las necesidades de la colectividad, con un régimen legal especial y 
con un patrimonio mixto formado por los capitales del Estado y de los particulares. 
 
Para que el cumplimiento de las finalidades que persiguen estas personas sea más eficaz, el 
legislador debería expedir un estatuto orgánico flexible para todas estas instituciones. 
 
Las Personas jurídicas en el Derecho Administrativo: el termino persona, entendido en lenguaje 
jurídico, significa un ser capaz de tener derechos en propiedad, y capaz también para cumplir sus 
obligaciones. 
 
La persona administrativa o Administración pública no es sino el sujeto de derecho dotado de una 
especial facultad o potestad administrativa. Dentro de la organización del Estado, solamente 
determinadas personas jurídicas o morales encarnan esta actividad administrativa para el beneficio 
de la comunidad. 
 
Partiendo del hecho que las Administraciones públicas tienen una sola personalidad, 
predominantemente pública, variando si se quiere solo sus formas de capacidad, diremos que los 
elementos de tales personas son: la esencia, la concesión de su personalidad y la facultad 
administrativa. 
 
Los dos primeros elementos son comunes a la persona jurídica, en cambio que el último, es 
exclusivo de las personas jurídico-administrativas o Administraciones públicas. 
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En principio, decimos que pueden existir tantas Administraciones públicas cuantas sean necesarias 
dentro del ordenamiento jurídico del Estado. 
 
La persona que ha recibido facultad o potestad administrativa no puede transmitirla a otra, como ni 
tampoco cabe que una persona jurídico-administrativa ejerza una determinada facultad 
administrativa que no la tenga. 
 
Las diferentes manifestaciones públicas que dan lugar al nacimiento de la facultad administrativa, 
originan también sus consecuencias jurídicas que son los actos administrativos. 
 
Cada país puede diseñar la clasificación de las personas jurídico-administrativas, solamente 
ciñéndose a su Constitución y leyes correspondientes. 
 
Las Administraciones públicas pueden clasificarse, de la siguiente manera: 
 
1. En entidades territoriales, consagradas por la norma suprema de nuestras Constituciones, así 
como de la ley, con característica de personalidad jurídica de Derecho público, tales como: el 
Estado, las Provincias y los Municipios, los mismos que se hallan integrados por uno territorio, una 
población y un patrimonio propio, constituyen la Administración local territorial. 
 
2. Entidades institucionales, dependientes del Estado, de la Administración local territorial o de 
otra entidad institucional, por lo que, gozan también de personalidad jurídica propia de Derecho 
público, razón por la que se las denomina también establecimientos públicos, tales como: las 
universidades nacionales, los ferrocarriles del Estado, la beneficencia publicase. 
 
3. Entidades semipúblicas, dotadas de personalidad jurídica propia, doctrinariamente de orden 
semiprivado, las mismas que tienen por finalidad la prestación de determinados servicios a la 
colectividad en el campo económico, del fomento y de la previsión social, tales como: el Banco 
Central, el IESS, el Banco de Fomento, etc. 
 
4. Entidades o personas de utilidad pública e iniciativa particular, las mismas  que en algunos casos 
persiguen fines totales a favor de la comunidad y, en otros, fines determinados, sea en obras 
benéficas, culturales o sociales, por lo que, puede decirse que son de Derecho privado, tales como: 
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De la clasificación anterior de las personas jurídico-administrativas, se desprenden elementos 
indispensables que nos permiten encontrar los caracteres distintivos de dichas personas, los mismos 
que son: 
 
1. El Estado, las Provincias y los Municipios, se distinguen de las demás personas, en cuanto las 
primeras tienen su fuente esencial en la Constitución Política, en cambio que las otras, simplemente 
en la ley. 
 
2. Las entidades institucionales, al formar parte del servicio público, se plasman en modalidades de 
la actividad del Estado, de la Provincia y del Municipio; por el contrario, las entidades de utilidad 
pública constituyen una modalidad de la acción puramente privada. 
 
3. Las entidades semipúblicas gozan de las características tanto de las entidades institucionales 
cuanto de las entidades de utilidad pública. 
 
4. Las obras que cumplen las entidades institucionales son realmente obras públicas, en cambio las 
que se ejecutan en las entidades semipúblicas son consideradas como obras semiprivadas. 
 
5. Los servidores de las entidades territoriales, institucionales y semipúblicas son considerados, en 
general, como servidores públicos, al tenor de lo prescrito en la Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa, lo que no sucede con los de las instituciones que son o se les considera como 
empleados particulares, salvo disposición legal en contrario. 
 
6. Las cuentas de las entidades territoriales, institucionales y semipúblicas son rendidas y revisadas 
por la Contraloría General del Estado, lo que no ocurre, de ordinario, con las entidades de utilidad 
pública, salvo disposición especial en contrario. 
 
El Estado: Al entrar en el análisis de las entidades territoriales, desde el punto de vista jurídico-
administrativo, lo que primero aparece en el gran mundo sociológico de nuestros conocimientos, es 
el Estado. 
 
Esta institución de instituciones, es la máxima realidad político-social en el proceso organizativo 
del interés común. 
 
El Estado es una persona, en su estricto sentido, pero una persona jurídica de Derecho público, 




Entendido el Estado clásicamente como una sociedad humana constituida por una población, un 
territorio y su poder, en verdad resulta indiscutible su calidad de sujeto que le concede personalidad 
política, por una parte; y, por otra, visto el Estado en el ejercicio de su poder y de su finalidad, crea 
el ordenamiento jurídico necesario en dicha sociedad, que le otorga el sello inconfundible de una 
persona jurídica que actúa  en la realidad a través de un sistema de órganos administrativos que son 
los sujetos físicos, cuyos actos pertenecen al Estado mismo. 
 
El Estado es la comunidad jurídica por excelencia y, a la vez, la comunidad política por 
antonomasia, esto desde el punto de vista de la doctrina. 
 
La personalidad jurídica del Estado la encontramos en su creación, establecida por el 
constitucionalismo de un país, como lo es también en el nuestro. 
 
Algunos tratadistas han debatido en torno a la doble personalidad del Estado, nos han explicado 
que la una personalidad es publica, o de Derecho público, cuando ejerce actos de autoridad o de 
gestión pública; y, la otra, es una personalidad privada, o de Derecho privado, cuando ejerce actos 
de gestión patrimonial, dando lugar a su denominación de Administración. (PÉREZ, Antonio)  
 
Charre de Malvar, ha establecido ya la nueva doctrina, a la cual constituye un absurdo hablar de 
una doble personalidad del Estado. En consecuencia, al rechazar los criterios de la doble 
personalidad del Estado, se propugna exclusivamente por la existencia de la personalidad única del 
Estado, empero sobre la base de su capacidad para ser sujeto de Derecho público o de Derecho 
privado, según los casos, frente al grado de intensidad de las diferentes actividades que le incumbe 
desarrollar en bien de la colectividad. 
 
Resulta imposible determinar la competencia de la Administración del Estado, por su radio de 
acción inconmensurable frente al imperativo de la satisfacción de las necesidades públicas y del 
manejo de sus bienes. Conocido el principio de que la Administración es parte del Estado, y que no 
se confunde con él porque encierra también otras actividades en el orden político, legislativo, 
judicial, internacional, etc., resulta que, para definir con exactitud su competencia administrativa, 
necesitaríamos reunir las numerosas disposiciones legales en este sentido. 
 
Ante esta imposibilidad, precisa que sentemos este principio de ordenamiento jurídico: el Estado 
tiene capacidad para atender todos los fines reputados como públicos y, por otra parte, todos los 
fines que no están atribuidos expresamente a otra Administración pública, corresponde a la 




Cuando el Código Civil se refiere a los bienes nacionales, claramente nos da la medida de que es la 
misma ley la que reconoce la necesidad de que el Estado tenga un patrimonio con el que pueda 
cumplir sus múltiples finalidades a favor de la colectividad. 
 
En sentido amplio, forman el patrimonio del Estado, no solamente aquellos bienes susceptibles de 
dominio privado, sino también los de dominio público y mucho más. 
 
Sin referirnos ahora a los bienes que generalmente posee el Estado para su existencia internacional, 
podríamos clasificar su patrimonio de la siguiente manera: 
 
1. En bienes destinados a los servicios públicos, y que constituyen lo que se denomina el 
patrimonio administrativo del Estado, tales como: escuelas, hospitales, oficinas, etc. 
 
2. Bienes nacionales de uso público, que sirven a todos los habitantes de la nación, y que podría 
constituir el patrimonio nacional de uso público. 
 
3. Bienes y rentas del Estado que le permite atender a las necesidades de la Administración pública, 
y forma parte de su patrimonio fiscal, al igual que el patrimonio administrativo. 
 
El patrimonio fiscal del Estado se encuentra integrado con las siguientes clases de bienes, entre 
otros: 
 
1. Por los bienes adquiridos según ley, tales como: las tierras sin dueño, las islas, minas, etc. 
 
2. Bienes que el fisco adquiere a título gratuito, tales como: herencias, legados y donaciones. 
 
3. Bienes que el fisco adquiere a título oneroso, como los muebles y materiales necesarios para los 
servicios públicos; los que invierte en valores industriales o en actividades financieras, etc. 
 
4. Las rentas del Estado provenientes de los arrendamientos de los bienes fiscales, de los derechos 
de las concesiones de las enajenaciones de bienes muebles, de los ingresos de los servicios 
públicos, de los impuestos de cualquier género y, en general, de las diferentes rentas que podría 
obtenerlas en cualquier sentido. 
 
Los órganos centrales son los órganos representativos del Estado, que constituyen como su 
estructura que genera el Gobierno, realizando las funciones de su competencia con arte y técnica. 
Se trata de órganos-personas que proceden libremente en la realización de sus funciones, por lo 
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que, se les denomina comúnmente con el nombre de funcionarios, como ya lo sabemos, al servicio 
de la colectividad. (GARÓFALO SALAZAR)  
 
El Gobierno, que es una necesidad social, constituye la organización particular del poder, al 
servicio del Estado. De aquí que el gobierno, desde un punto de vista jurídico y dinámico, no es 
sino un sistema de servicios a favor de la comunidad. 
 
Los órganos centrales representativos del Estado son aquellos que son considerados como los 
gestores de negocios dentro de la vida de aquel, y contribuyen a la organización de su cuerpo 
constituido, tales como: Presidente de la Republica, el Vicepresidente, los Ministros, los 
Subsecretarios, los Secretarios Generales, los Directores, etc.  
Además, existen otros órganos asesores, colegiados, tales como: la Procuraduría General del 
Estado, la Contraloría General del Estado, etc. 
 
Los funcionarios que no tienen iniciativas, esto es, que no toman por si mismos ninguna decisión 
ejecutiva, no son órganos centrales representativos, sino más bien son simples agentes del Estado 
en quienes se delega ciertas facultades. 
 
Los principales créditos en favor del Estado que provienen en el plano de sus relaciones jurídicas se 
producen en los siguientes casos: 
 
1. En los de contratos sobre bienes fiscales, sean estos de concesiones, trabajos públicos, 
compraventa, arrendamiento etc. 
 
2. En el cuasicontrato, como en el caso del pago indebido. 
 
3. En los delitos y cuasidelitos de carácter civil, perpetrados por los particulares, que le causen 
daño en sus bienes. 
 
4. En los impuestos y contribuciones de cualquier género. 
 
5. En las deudas de los funcionarios públicos en razón de las acciones judiciales actuadas por 
insinuación de la Contraloría General del Estado. 
 





Las deudas del Estado podían provenir de estas fuentes: 
 
1. De los actos y contratos cálidamente celebrados. 
 
2. De los hechos lícitos o ilícitos de los funcionarios públicos que puedan dar lugar al 
cumplimiento de obligaciones. 
 
La presencia del Estado en los asuntos judiciales es también otra de las manifestaciones de su 
personalidad. 
 
En materia administrativa al ejercicio del recurso contencioso-administrativo, que más bien es un 
medio de fiscalización dentro del régimen interno del Estado, se trata de conceptuar la personalidad 
del Estado en su simple posición de actor o de demandado. 
 
Según los tratadistas chilenos Alessandri y Somarraba, para que el Estado intervenga en juicio, es 
menester que aparezca comprometido algún interés patrimonial suyo para que figure como parte de 
un proceso. 
 
En tales circunstancias, el Estado comparece en el terreno judicial, en nuestro país, a través de él 
Procurador General del Estado, los Ministros y Agentes Fiscales y los demás funcionarios 








4. PRESENTACIÓN DEL CONTRATO ORIGINAL MEDIANTE RÉGIMEN 
ESPECIAL 
 
Esta formalidad que se relaciona con la naturaleza de los contratos de la Administración consiste en 
que, para su otorgamiento, deben cumplirse ciertos procedimientos que tiendan al enlace de las 
voluntades entre la Administración Pública y el particular u otro ente público, con miras a la 
formación de su consentimiento o voluntad. Los métodos observados para la selección de la 
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contraparte de la Administración no son restringidos para un solo contrato, sino que pueden ser 
aplicados indistintamente para todos o para algunos de ellos. Pues, como afirma Marienhoff, "el 
principio general es que la Administración Publica puede elegir libremente la persona con la cual 





El proceso de los contratos de la Administración se manifiesta, pues, a través de los siguientes 
pasos de carácter técnico-jurídico: preparación de la autorización para contratar; determinación del 
presupuesto estimativo de costo y objeto que deberá contratarse; elección del contratante por un 
procedimiento especial: licitación pública o licitación privada, contratación directa, concurso, 





En nuestro Derecho positivo, la vigente la Ley de Contratación Pública, regula la obligatoriedad de 
procedimientos para la contratación pública, a través de las disposiciones contenidas, los mismos 
que en su parte esencial, prescriben lo siguiente: 
 
“Esta Ley establece en su artículo 1 el Sistema Nacional de Contratación Pública y determina los 
principios y normas para regular los procedimientos de contratación para la adquisición o 
arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios, incluidos los de consultoría, 
que realicen:” 101 
 
1. Los Organismos y dependencias de las Funciones del Estado. 
 
2. Los Organismos Electorales. 
 
3. Los Organismos de Control y Regulación. 
 
4. Las entidades que integran el Régimen Seccional Autónomo. 
 
5. Los Organismos y entidades creados por la Constitución o la Ley para el ejercicio de la potestad 
estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas 
por el Estado. 
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6. Las personas jurídicas creadas por acto legislativo seccional para la prestación de servicios 
públicos. 
 
7. Las corporaciones, fundaciones o sociedades civiles en cualquiera de los siguientes casos: a) 
estén integradas o se conformen mayoritariamente con cualquiera de los organismos y entidades 
señaladas en los números 1 al 6 de este artículo o, en general por instituciones del Estado; o, b) que 
posean o administren bienes, fondos, títulos, acciones, participaciones, activos, rentas, utilidades, 
excedentes, subvenciones y todos los derechos que pertenecen al Estado y a sus instituciones, sea 
cual fuere la fuente de la que procedan, inclusive los provenientes de préstamos, donaciones y 
entregas que, a cualquier otro título se realicen a favor del Estado o de sus instituciones; siempre 
que su capital o los  recursos que se le asignen, esté integrado en el cincuenta (50%) por ciento o 
más con participación estatal; y en general toda contratación en que se utilice, en cada caso, 
recursos públicos en más del cincuenta (50%) por ciento del costo del respectivo contrato. 
 
8. Las compañías mercantiles cualquiera hubiere sido o fuere su origen, creación o constitución que 
posean o administren bienes, fondos, títulos, acciones, participaciones, activos, rentas, utilidades, 
excedentes, subvenciones y todos los derechos que pertenecen al Estado y a sus instituciones, sea 
cual fuere la fuente de la que procedan, inclusive los provenientes de préstamos, donaciones y 
entregas que, a cualquier otro título se realicen a favor del Estado o de sus instituciones; siempre 
que su capital, patrimonio o los recursos que se le asignen, esté integrado en el cincuenta (50%) por 
ciento o más con participación estatal; y en general toda contratación en que se utilice, en cada 
caso, recursos públicos en más del cincuenta (50%) por ciento del costo del respectivo contrato. Se 
exceptúan las personas jurídicas a las que se refiere el numeral 8 del artículo 2 de esta Ley, que se 
someterán al régimen establecido en esa norma. (Art. 1 LOSNCP) 102 
 
“Los procedimientos y los contratos sometidos a esta Ley se interpretarán y ejecutarán conforme 
los principios referidos en el artículo anterior y tomando en cuenta la necesidad de precautelar los 
intereses públicos y la debida ejecución del contrato.” (Art. 5 LOSNCOP) 103 
 
La compraventa de bienes por parte de entidades de Derecho Público y semipúblicas, y la venta de 
sus bienes de servicio público o de uso o dominio privado se distinguen dos aspectos: 
 
1. Refiriéndonos a la compra de bienes muebles se asemeja al contrato de suministro en el Derecho 
Administrativo. 
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Si se trata de bienes inmuebles, tales contratos de compra se hallan regulados fundamentalmente 
por el Derecho civil. 
 
2. En cuanto se refiere a la venta de bienes muebles o inmuebles de uso privado, pertenecientes al 
Estado o a las corporaciones de Derecho público, tales como la venta de madera de un parque o de 
las tierras de dominio privado de tales organismos, estos contratos se encuentran regidos por las 
disposiciones del derecho común, sin perjuicio de la observancia de las normas establecidas en las 
leyes especiales o derechos, para cada caso. (GRANJA GALINDO, 2011)104  
 
4.1 RESOLUCIÓN DE INICIO Y ADJUDICACIÓN DEL PROCESO 
 
La resolución de inicio del proceso, es decir la ejecución del objeto materia del contrato comienza 
con el acta de inicio que no es otra cosa que la constancia escrita que dejan las partes contratantes 
sobre un determinado hecho o suceso, es el documento mediante el cual las partes contratantes 





El termino adjudicación proviene del latín ad y judicare que significa atribución o reconocimiento 
por intermedio de autoridad competente de un derecho sobre un cosa determinada. De igual manera 
concibieron los romanos al término adjudicación que lo aplicaron para designar las diversas 




En el campo del derecho administrativo adjudicación es un concepto jurídico de características 
especiales, en tanto se relaciona con el acto de autoridad competente que la homologa y con el acto 
de licitación previa que le precede en todo procedimiento o trámite administrativo. Se produce la 
adjudicación mediante el acto de autoridad competente, en el que se confiere o atribuye a un 
licitador una cosa u objeto de subasta o la realización de un contrato de obras, de suministro o de 
prestación de servicios. (EGUIGUREN, 2001)107 
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Según Roberto Dromi: “La adjudicación es el acto jurídico emitido por el licitante por el que se 
declara la oferta más conveniente y simultáneamente se la acepta individualizando a la persona del 
contratante. El presente concepto resalta diversas situaciones jurídica, así importa la presencia de 
todo un procedimiento formado por una serie de actos administrativos, actos jurídicos, hechos 
administrativos, hechos jurídicos y simples actos de la administración, cuya secuencia culmina con 
un acto administrativo que como tal traduce una declaración unilateral de voluntad concreta, 
conformada por esa serie o cadena de actos y hechos por la que la administración manifiesta su 
voluntad de celebrar un contrato”. 
 
“La máxima autoridad de la Institución de acuerdo al proceso a seguir en base al tipo de 
contratación, adjudicará el contrato, al oferente cuya propuesta represente el mejor costo, de 
acuerdo a lo definido en los números 17, 18 y 19 del artículo 6 de esta Ley; y, a los parámetros 
objetivos de evaluación previstos en cada procedimiento”. 108 
 
Por ser la adjudicación un acto administrativo tiene todos los elementos del mismo en lo referente a 
competencia, voluntad, objeto, forma y finalidad, así mismo se halla predispuesta a verse afectada 
por los vicios de los actos administrativos. Igualmente por tratarse de un acto administrativo se 
halla revestida de los caracteres que tienen estos actos y que son: presunción de legalidad, 
estabilidad, impugnabilidad, ejecutividad y ejecutoriedad. 
 
“La máxima autoridad de la Entidad Contratante o su delegado, adjudicará el contrato mediante 
resolución motivada, observando para el efecto lo definido en los números 17, 18 y 19 del artículo 
6 de la Ley; y, los parámetros objetivos de evaluación previstos en los Pliegos.” 109 
 
La facultad potestativa del Estado es otra de las situaciones que hacen al concepto mencionado, 
protestas que hace producir un efecto jurídico directo, inmediato, que constituye el reflejo del 
ejercicio del poder, la fuerza generatriz del acto, a través de él se manifiesta la voluntad unilateral 
del órgano administrativo. 
 
La situación jurídica que hace este concepto se halla encuadrada dentro del carácter concreto y 
especifico del acto de adjudicación, ya que como productor de efectos jurídicos individuales, 
directos e inmediatos, hace que se elija a oferta más conveniente y se la acepte, individualizando la 
persona del contratante particular pues con la adjudicación se acoge la mejor oferta y al licitador 
más apropiado para la realización del objeto materia del contrato. 
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Por lo tanto en razón del poder del estado manifestando a través del órgano competente, el 
momento de la adjudicación marca la selección de la mejor oferta, quedando relegadas las demás. 
Cabe señalar que la conveniencia de una oferta tiene que ver con el cumplimiento de los requisitos 
exigidos en la licitación, el ofrecimiento de un precio razonable y la capacidad de cumplir con el 
objeto materia de ella. La selección de la oferta más conveniente debe estar basada en los 
principios de igualdad de los proponentes, libre concurrencia, oposición y debido proceso. 
 
En consecuencia también se puede afirmar que la adjudicación es el acto administrativo por el cual 
se elige y acepta la oferta más conveniente a los intereses nacionales e institucionales. El criterio 
fundamental que se aplica en la adjudicación es la conveniencia de la oferta, esto significa que el 
contrato es adjudicado a la oferta que cumpliendo con lo previsto en los documentos contractuales, 
ofrezca las mejores condiciones para el interés público e institucional. 
 
Es erróneo considerar más conveniente la oferta de menor precio, la conveniencia de la oferta 
involucra varios aspectos que siempre deben considerarse: capacidad y solvencia del oferente; 
precio justo; calidad de lo ofrecido; plazo ofertado para el cumplimiento; organización y equipo de 
los oferentes; cumplimiento de compromisos anteriores y experiencia. En la adjudicación debe 
aplicarse el principio de protección al trabajo e industria nacionales y evaluar las ofertas en 
igualdad de condiciones. 
 
La adjudicación es un acto administrativo unilateral dictado por la administración pública en 
ejercicio de la función administrativa, en virtud del cual acepta la propuesta más conveniente a sus 
intereses. Es un acto autónomo dentro del procedimiento precontractual en el que se dinamiza la 
competencia de los oferentes.  (PÉREZ, Efraín, 2008)110  
 
El Régimen de Contratación Pública expresa que la adjudicación es un acto discrecional de la 
administración pues puede evaluar varias posibilidades y escoger la que considere más conveniente 
o de lo contrario rechazarlas a todas. Sin embargo como en todo acto administrativo deben seguirse 
los procedimientos establecidos en la ley y reglamento pertinente y en las bases o documentos 
precontractuales. 
 
La adjudicación al igual que el resto de actos emanados a lo largo del procedimiento precontractual 
reviste la forma de acto administrativo y como tal está conformado y sujeto a los principios que 
hacen a todo acto administrativo en lo referente a requisitos, caracteres, vicios, nulidades, 
caducidad, revisión, revocación, saneamiento, etc. 
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El acto administrativo de adjudicación una vez perfeccionado es irrevocable, estable, inamovible, 
inmutable, que goza de la cosa juzgada administrativa, de allí que el acto de adjudicación en su 
calidad de acto administrativo productor de efectos jurídicos directos e inmediatos puede ser 




Adjudicación es el acto formal mediante el cual la entidad contratante acepta una de las ofertas 
realizadas, que implica un convenio jurídico entre la parte seleccionada y la administración. El 
efecto principal del acto de adjudicación es el de surgir entre las partes una situación de recíprocos 





Según el artículo 6 de la Ley de Contratación Pública 
113“Adjudicación es el acto administrativo 
por el cual la máxima autoridad o el órgano competente otorga derechos y obligaciones de manera 
directa al oferente seleccionado, surte efecto a partir de su notificación y solo será impugnable a 
través de los procedimientos establecidos en esta ley”.  
 
El mejor costo en bienes o servicios normalizados, lo tendrá la oferta que cumpliendo con todas las 
especificaciones y requerimientos técnicos, financieros y legales exigidos en los documentos 
precontractuales, oferte el precio más bajo. 
 
El mejor costo en obras o en bienes o servicios no normalizados, tendrá la oferta que ofrezca la 
entidad las mejores condiciones presentes y futuras en los aspectos técnicos, financieros y legales, 
sin que el precio más bajo sea el único parámetro de selección, en todo caso los parámetros de 
evaluación deberán constar obligatoriamente en los pliegos. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010) 114 
 
Tomando en cuenta que un acto administrativo puede ejecutoriarse cuando se encuentra perfecto, 
es decir valido y eficaz, a la Administración le corresponde preparar el contenido operatorio de la 
decisión expresándose a través de una serie de formalidades, tales como la notificación y la 
publicación de los actos administrativos, cuyo propósito es el de poner en conocimiento de los 
interesados la expedición del acto, naciendo a la vez otros efectos ajenos al mismo, como por 
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ejemplo el termino para reclamar de la resolución administrativa o la fecha en que empieza a regir. 
Por consiguiente, la adjudicación siempre debe notificarse por escrito, mientras no exista dicha 
notificación el oferente no puede obligar a la administración a que contrate con él. La adjudicación 
debe realizarse dentro de los plazos establecidos en la ley y en las bases, vencidos este las 
propuestas pierden vigencia automáticamente. (EGUIGUREN, 2001) 115 
 
El acta de adjudicación debe cumplir con ciertas solemnidades para su total validez como son: 
 
1. Expresar el lugar y la fecha en que se tomó la decisión. 
 
2. La nómina de miembros del comité que demuestre que existió el quorum necesario para que se 
realizara la sesión correspondiente. 
 
3. Exposición de motivos y fundamentos de la resolución. 
4. Expresión clara de la decisión de pre adjudicar el contrato a favor del oferente seleccionado, con 
señalamiento del mono y plazo adjudicados. 
 
5. Las firmas de responsabilidad de todos los miembros del comité que han asistido a la sesión. 
 
El acta de adjudicación es un documento mediante el cual el Comité de contrataciones o de 
concurso privado de precios expresa su resolución de adjudicar el contrato al oferente que haya 
sido seleccionado como el más conveniente para los intereses nacionales e institucionales, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley de contratación pública, su reglamento y en los propios 




“La entidad contratante elaborará los pliegos para cada contratación, para lo cual deberá observar 
los modelos elaborados por el INCOP que sean aplicables. Los Pliegos serán aprobados por la 
máxima autoridad de la entidad contratante o su delegado”. 
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“Los Pliegos establecerán las condiciones que permitan alcanzar la combinación más ventajosa 
entre todos los beneficios de la obra a ejecutar, el bien por adquirir o el servicio por contratar y 
todos sus costos asociados, presentes y futuros”. 
 
“En la determinación de las condiciones de los Pliegos, la Entidad contratante deberá propender a 
la eficacia, eficiencia, calidad de la obra, bienes y servicios que se pretende contratar y ahorro en 
sus contrataciones”. 
 
“Los Pliegos no podrán afectar el trato igualitario que las entidades deben dar a todos los oferentes 
ni establecer diferencias arbitrarias entre éstos, ni exigir especificaciones, condicionamientos o 




La ley establece que los pliegos contendrán toda la información requerida para participar en un 
proceso de provisión de obras, bienes o servicios incluidos los de consultoría, los pliegos 
contendrán toda la información técnica, económica y legal requerida en un proceso como planos, 
estudios, especificaciones técnicas, condiciones económicas, legales y contractuales. El artículo 23 
de la Ley de Contratación contempla el requerimiento de contar con esta información con 




“Los pliegos son públicos y su acceso es gratuito para cualquier persona a través del portal de 
COMPRASPUBLICAS, en ningún proceso de contratación sea cual sea su monto o modalidad, se 
cobrara valor alguno por derecho de inscripción. Exclusivamente el oferente adjudicado una vez 
recibida la notificación de adjudicación pagara a la entidad contratante el valor previsto en forma 
previa en los pliegos, y con el cual se cubra exclusivamente los costos de levantamiento de textos, 
reproducción y edición de los pliegos, de ser el caso”.119  
 
“Los Pliegos contendrán criterios de valoración que incentiven y promuevan la participación local 
y nacional, mediante un margen de preferencia para los proveedores de obras, bienes y servicios, 
incluidos la consultoría, de origen local y nacional, de acuerdo a los parámetros determinados por 
el Ministerio de Industrias y Competitividad”. 120 
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“Los interesados podrán realizar preguntas y solicitar aclaraciones sobre los pliegos a la entidad 
convocante, las preguntas, las aclaraciones, las respuestas y las modificaciones a los pliegos en 
caso de existir se publicarán en el portal COMPRASPUBLICAS”.121  
 
“Los pliegos establecerán el plazo y los procedimientos para formular las preguntas y las 
aclaraciones, y para obtener las respuestas correspondientes. En los pliegos deberá incluirse 
obligatoriamente un plazo de convalidación de errores de forma de la oferta, de conformidad con lo 
establecido en el reglamento”. 122 
 
“La máxima autoridad de la entidad contratante, su delegado o la comisión técnica, según el caso, 
por propia iniciativa o a pedido de los participantes, a través de aclaraciones podrá modificar los 
pliegos, siempre que no alteren el objeto del contrato y el presupuesto referencial de los 
mismos”.123  
 
Los pliegos se adecuaran a los modelos obligatorios emitidos por el instituto nacional de 
contratación pública. En los pliegos se determinara un sistema de calificación en virtud del cual 
aquellos proveedores invitados por sorteo obtengan una puntuación adicional por el hecho de haber 
salido favorecidos, sin perjuicio del margen de preferencia que se deberá establecer en los pliegos 
para los demás proveedores locales que participen sin ser invitados por sorteo. 
 
De requerirse pliegos estos serán aprobados por la Máxima Autoridad o el funcionario competente 
de la entidad contratante. De acuerdo a lo dispuesto en el último inciso del artículo 51 de la ley de 
Contratación Pública, de requerirse pliegos para la adquisición de bienes y prestación de servicios 
se aplicaran los pliegos publicados en el portal de COMPRASPUBLICAS para el procedimiento de 
cotización para lo cual la entidad contratante los adecuara de acuerdo a la necesidad de la 
contratación. 
 
En el caso de contratos entre entidades públicas o sus subsidiarias la Máxima Autoridad de la 
entidad contratante o su delegado emitirá una resolución en la que conste la conveniencia y 
viabilidad técnica y económica de la contratación; aprobara los pliegos, el cronograma del proceso, 
y dispondrá el inicio del procedimiento especial. 
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4.3 MEMOS DE CERTIFICACIÓN DE DISPONIBILIDAD PRESUPUESTARIA 
DEL DEPARTAMENTO FINANCIERO Y CERTIFICACIÓN PRESUPUESTARIA 
APROBADA 
 
El antecedente e insumo principal del proceso preparatorio contractual es el plan anual de 
contratación (PAC) de la Entidad Estatal, resultado de la planificación realizada por las instancias 
competentes, y en el que se señalan las prioridades de acción de la Entidad en términos de cómo 
hacer realidad las estrategias, programas y proyectos que se imponen como directrices y objetivos 
del PAC. 
 
Programar la contratación es ordenar secuencial y cronológicamente todas las actividades 
necesarias para el ejercicio de la actividad contractual, desde la etapa de planeación hasta la 
iniciación de la ejecución. La planeación exige el cumplimiento de algunas actividades sin importar 
como se seleccionará después el contratista, es decir, en todo proceso de contratación. Las 
actividades en la planeación, además de los estudios previos, incluyen un análisis del mercado que 




De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Contratación:
125
 “Para iniciar un 
proceso de contratación se requiere certificar la disponibilidad presupuestaria y la existencia 
presente o futura de recursos suficientes para cubrir las obligaciones derivadas de la contratación”.  
 
Todas las entidades, tienen la obligación de formular el PAC con el presupuesto correspondiente, 
de conformidad a la Planificación plurianual de cada institución, asociados al Plan Nacional de 
Desarrollo y a los presupuestos de Estado. 
 
Para cubrir la totalidad del proyecto o para complementar una parte del mismo, se admite la 
posibilidad de que se presenten propuestas de financiamiento otorgado por los propios oferentes, o 
por inversionistas, organizaciones estatales, u organismos e instituciones financieras o crediticias; 
situación que deberá constar de forma expresa en los pliegos. En dicho caso, el financiamiento 
ofrecido será uno de los aspectos a evaluar y calificar dentro de la determinación del mejor costo 
previsto en la Ley, de acuerdo a los parámetros que se señalen en los pliegos. 
 
Todos los procesos de contrataciones deberán ejecutarse de conformidad y en la oportunidad 
determinada en el PAC, excepto que sea necesaria la modificación del mismo por circunstancias no 
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previstas al momento de su elaboración. Los formatos del PAC serán elaborados por el INCOP y 
publicados en el portal COMPRASPUBLICAS; formatos a los que obligatoriamente deberán 
sujetarse las Entidades Contratantes. 
 
Corresponde a la máxima autoridad de cada Entidad Contratante o su delegado aprobar el PAC 
hasta el 15 de enero de cada año, es decir que el PAC debe estar preparado y aprobado con 
anticipación  su ejecución. 
 
El PAC se publicará obligatoriamente en la página web de la Entidad Contratante dentro de los 
quince días del mes de enero de cada año e interoperara con el Portal COMPRASPUBLICAS. 
 
El PAC podrá ser reformado mediante resolución motivada de la máxima autoridad del ente estatal, 
pero igualmente deberá ser publicado en el portal COMPRASPUBLICAS, excepto las 
contrataciones de ínfima cuantía o de emergencia. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)126  
 





1. Los procesos de contratación que se realizarán en el año fiscal; 
 
2. Una descripción del objeto de las contrataciones contenidas en el Plan, suficiente para que los 
proveedores puedan identificar las obras, bienes, servicios o consultoría a contratarse; 
 
3. El presupuesto estimativo de los bienes, servicios u obras a adquirir o contratar; y, 
 
4. El cronograma de implementación del Plan.  
 
“Hasta el 15 de enero de cada año, la máxima autoridad de cada entidad contratante o su delegado, 
aprobará y publicará el Plan Anual de Contratación (PAC), el mismo que contendrá las obras, 
bienes o servicios incluidos los de consultoría que se contratarán durante ese año, en función de sus 
respectivas metas institucionales y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley”128.  
 
“El Plan Anual de Contratación podrá ser reformado por la máxima autoridad o su delegado, 
mediante resolución debidamente motivada, la misma que junto con el plan reformado serán 
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publicados en el portal www.compraspublicas.gov.ec. Salvo las contrataciones de ínfima cuantía o 
aquellas que respondan a situaciones de emergencia, todas las demás deberán estar incluidas en el 
PAC inicial o reformulado”. 
 
“Los procesos de contrataciones deberán ejecutarse de conformidad y en la oportunidad 
determinada en el Plan Anual de Contratación elaborado por cada entidad contratante, previa 
consulta de la disponibilidad presupuestaria, a menos que circunstancias no previstas al momento 
de la elaboración del PAC hagan necesario su modificación. Los formatos del PAC serán 
elaborados por el INCOP y publicados en el Portal www.compraspublicas.gov.ec”. 129 
 
En cualquiera de los casos previstos, se deberá emitir la certificación sobre la disponibilidad 
presupuestaria y la existencia presente o futura de los recursos suficientes para cubrir las 
obligaciones derivadas de las contrataciones que constan en el Plan Anual de Contrataciones, cuya 
responsabilidad le corresponde al Director Financiero de la Entidad Contratante o a quien haga sus 
veces. 
 
La certificación incluirá la información relacionada con las partidas presupuestarias o los fondos a 
los que se aplicarán el gasto; y, se conferirá por medios electrónicos de manera preferente, y de no 
ser esto posible, se emitirá por medios físicos. 
 
 Si del contrato se derivan obligaciones de contenido económico para la Administración, 
previamente deberá constar la existencia de crédito suficiente y adecuado para la prestación del 
contrato, caso contrario, la actuación administrativa a más de ser irresponsable y arbitraria, 
ocasionará responsabilidades administrativas, civiles o penales para los causantes. 
 
Consecuentemente las entidades contratantes previamente a la convocatoria deberán verificar la 
disponibilidad presupuestaria y la exigencia presente o futura de recursos suficientes para cumplir 
las obligaciones contractuales, mediante la certificación que conferirá el director financiero o quien 
haga sus veces en la entidad pública, en cumplimiento con las disposiciones del artículo 24 de la 





Es pertinente aclarar que un contrato celebrado sin contar con la certificación presupuestaria es 
jurídicamente valido, ya que la irregularidad no tiene ninguna influencia ni sobre la existencia ni 
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sobre la validez jurídica del contrato, además nuestra legislación no sanciona tal omisión con la 
nulidad. 
 
Por tanto la falta de crédito presupuestal, a pesar de ser un acto ilegitimo no genera la nulidad del 
contrato, pero esa irregularidad producirá una eventual responsabilidad administrativa, civil o penal 
según el caso. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010)131 
 
“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley, para iniciar un proceso de 
contratación se requiere certificar la disponibilidad presupuestaria y la existencia presente o futura 
de recursos suficientes para cubrir las obligaciones derivadas de la contratación”.132  
 
“Para cubrir la totalidad del proyecto o para complementar una parte del mismo, se admite la 
posibilidad de que se presenten propuestas de financiamiento otorgado por los propios oferentes, o 
por inversionistas, organizaciones estatales, u organismos e instituciones financieras o crediticias; 
situación que deberá constar de forma expresa en los pliegos. En dicho caso, el financiamiento 
ofrecido será uno de los aspectos a evaluar y calificar dentro de la determinación del mejor costo 
previsto en la Ley, de acuerdo a los parámetros que se señalen en los pliegos”. 
 
“En cualquiera de los casos previstos, se deberá emitir la certificación sobre la disponibilidad 
presupuestaria y la existencia presente o futura de los recursos suficientes para cubrir las 
obligaciones derivadas de las contrataciones que constan en el Plan Anual de Contrataciones, cuya 
responsabilidad le corresponde al Director Financiero de la entidad contratante o a quien haga sus 
veces”. 
 
“La certificación incluirá la información relacionada con las partidas presupuestarias o los fondos a 
los que se aplicará el gasto; y, se conferirá por medios electrónicos de manera preferente, y de no 
ser esto posible, se emitirá por medios físicos”. 133 
 
La Constitución de la República en sus artículos 292 al 297 establece entre otros que 
134“El 
Presupuesto General del Estado es el instrumento para la determinación y gestión de los ingresos y 
egresos, con excepción de los pertenecientes a la seguridad social, la banca pública, las empresas 
públicas y los gobiernos autónomos descentralizados”, que guarda concordancia con los artículos 
del Título I del Sistema Nacional de Finanzas Públicas del COPLAFIP. 
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“La Constitución de la República, el Plan Nacional del Buen Vivir y las Políticas Públicas han 
restablecido la importancia de la inversión pública como variable instrumental para lograr los 
cambios estructurales necesarios para conseguir una sociedad más justa, solidaria y, sobre todo, en 
la que podamos convivir en armonía con nuestros semejantes y con la naturaleza, ejerciendo 
plenamente el buen vivir”.  
 
Actualmente existe una mayor responsabilidad para quienes proponen, desarrollan, gestionan y 
ejecutan proyectos y programas de inversión pública. Se debe velar por la calidad de la inversión, 
por el uso oportuno y óptimo de los recursos fiscales, por la coherencia programática de las 
iniciativas, en el mediano y largo plazos; y, asegurar de que estas inversiones sean altamente 
rentables desde el punto de vista económico, social o ambiental. 
 
A partir de los objetivos de desarrollo que plantea la planificación nacional deberán desarrollarse 
proyectos y programas de inversión que permitan cumplir los objetivos planteados. Es decir que la 
programación de la inversión pública debe estar subordinada a los objetivos de desarrollo nacional 
y a lo establecido en la Constitución que dispone la incorporación del enfoque de género en planes 
y programas. 
 
La Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo SENPLADES, como institución responsable 
de la planificación de inversión pública, tiene dentro de sus competencias la elaboración de los 




Todas las entidades y organismos que conforman el Sector Público formularán las Proformas de su 
presupuesto institucional para lo cual observarán obligatoriamente las normas técnicas, directrices, 
clasificadores y catálogos emitidos por el ente rector de las Finanzas Públicas. 
 
Las empresas públicas darán estricto cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 101 de Código 
Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas. 
136“No podrán considerarse ingresos propios de la 
gestión de la empresa las transferencias sin contraprestación, entregadas por el Ministerio de 
Finanzas; por tanto los ingresos de esas transferencias no se tomarán en cuenta para la 
determinación del resultado de la rentabilidad social, económica y financiera de la empresa 
pública”. 
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Sobre la base del artículo 289 de la Constitución de la República del Ecuador, referente a la 
contratación de deuda pública en todos los niveles del Estado, “las Empresas Públicas (EP’s), que 
deberán informar al Ministerio de Finanzas sobre sus planes de endeudamiento ya sea interno o 
externo, con instituciones públicas o privadas nacionales o extranjeras, y ese endeudamiento deberá 
seguir un proceso determinado por el comité de deuda y financiamiento de acuerdo con la Ley”. 
 
Las proformas de las empresas deberán incluir todos los ingresos y egresos pronosticados para el 
ejercicio fiscal cuando vayan a ser ejecutados, inclusive los provenientes de recursos fiscales 
generados por las instituciones (Autogestión). Además deberán incorporarse todos los programas y 
proyectos y actividades de sus subsidiarias, en caso de existir, el responsable del cumplimiento será 
el representante legal de la institución. 
 
Las entidades que conforman el Presupuesto General del Estado efectuarán la programación de sus 
presupuestos en concordancia con lo previsto en el Plan Nacional de Desarrollo, las directrices 
expuestas y la planificación institucional. Las entidades que se encuentran fuera del Presupuesto 
General del Estado y reciben asignaciones de este, se sujetaran a las transferencias, asignaciones y 
otros recursos que se consideren en el Presupuesto General del Estado y en función de lo 
determinado en el COPLAFIP. 
 
Formulación de Proformas Institucionales.- Cada entidad y organismo sujeto al Presupuesto 
General del Estado formulará la proforma del presupuesto institucional, en la que se incluirán todos 
los egresos necesarios para su gestión y los ingresos de ser el caso. 
 
En lo referido a los programas y proyectos de inversión, únicamente se incluirán los que hubieren 
sido incorporados en el Plan Anual de Inversiones (PAI) por la SENPLADES. 
 
Las proformas presupuestarias de las entidades que no forman parte del Presupuesto 
General del Estado, serán aprobadas conforme a la legislación aplicable del Art. 112 del Código 
Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas. “Una vez aprobados los presupuestos serán 
enviados con fines informativos al ente rector de las finanzas públicas en el plazo de 30 días 
posteriores a su aprobación. Las Empresas Públicas Nacionales y la Banca Pública, tendrá además, 
la misma obligación respecto a la Asamblea Nacional”.137  
 
Normas y Directrices.- En la formulación de las proformas presupuestarias del sector público, 
incluidas las de las empresas públicas, gobiernos autónomos descentralizados, banca pública y 
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seguridad social, se observarán obligatoriamente las normas, técnicas, directrices, clasificadores y 





Las máximas autoridades de las entidades, cuyos presupuestos conforman el Presupuesto General 
del Estado, remitirán al Ministerio de Finanzas las proformas institucionales. 
 
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 111 del COPLAFIP, 
139“las entidades y organismos que no 
pertenecen al Presupuesto General del Estado no podrán aprobar presupuestos que impliquen:” 
 
1. Transferencias de recursos desde el Presupuesto General del Estado que no se encuentren 
contemplados en el mismo 
 
2. Supuestos diferentes a los que se utilizan para la Formulación del Presupuesto General del 
Estado; y, costos e inversiones incompatibles con dicho presupuesto, en los casos pertinentes. 
 
Para la elaboración de la Proforma Presupuestaria y la Programación Presupuestaria Cuatrianual 
del Presupuesto General del Estado, las entidades públicas ingresarán para los grupos de gastos 
permanentes y no permanentes las cantidades de gasto necesarias según su Plan Operativo Anual - 
POA. Estas propuestas se ajustaran de conformidad con la disponibilidad fiscal determinada por el 
Ministerio de Finanzas. 
 
Las empresas públicas en el caso de contrataciones públicas deberán considerar las Normas para el 
Giro de Negocio de Sociedades Públicas publicadas en el Registro Oficial 612 del 6 de enero del 
2012. 
 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 111 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas -COPLAFIP-: 
140“las empresas no podrán aprobar presupuestos que contengan:” 
 
a) Transferencias de recursos desde el Presupuesto General del Estado –PGE que no hayan sido 
previamente contempladas en el referido presupuesto y; 
 
b) Supuestos diferentes a los que se utilizan para la formulación del PGE, y, costos e inversiones 
incompatibles con el antes referido presupuesto, en los casos que corresponda. 
                                                          
138
 Art. 101 del COPLAFIP 
139
 Art. 111 del COPLAFIP 
140




Los gastos corrientes que una vez analizados lo ameriten, así como los planes de inversión de las 
EP’s se ajustarán a la disponibilidad de la caja fiscal determinadas por el Ministerio de Finanzas. 
 
No podrán recibir recursos del Presupuesto General del Estado, los programas y proyectos de las 
empresas que no estén previamente priorizados e incluidos en el PAI por parte de SENPLADES, 





El Directorio deberá establecer el porcentaje destinado al presupuesto de inversión y reinversión 
que le permita a la empresa pública cumplir con su Plan Estratégico y Planes Operativos y asegurar 
su vigencia y participación en el mercado de su sector.  
 
Los excedentes que no fueran invertidos o reinvertidos se transferirán al Presupuesto General del 
Estado para que sean utilizados en los fines que la Función Ejecutiva considere pertinente, con 
excepción de los correspondientes a los gobiernos autónomos descentralizados que de conformidad 
a lo dispuesto en el Art. 292 de la Constitución de la República. Éstos se considerarán recursos 
propios que se integrarán directamente al presupuesto del gobierno autónomo descentralizado 




Para el caso de empresas públicas que se hayan creado a partir del 10 de marzo del 2012, se deberá 
dar estricto cumplimiento a la Norma Técnica para Creación de Empresas Públicas de la Función 
Ejecutiva emitida por la SENPLADES mediante Acuerdo No.570- 2012 del 10 de marzo del 2012 
en lo que respecta al tema presupuestario. Además, deberán cumplir con las Directrices de 
Creación de Empresas Públicas por la Función Ejecutiva publicadas mediante Decreto Ejecutivo 




4.4 FORMULARIO DE REQUERIMIENTO 
 
El Formulario de requerimiento de compra es el documento en el cual se describen los elementos 
que se solicitan de la manera más detallada posible (características, peso, medida, materiales de 
construcción, meses de prestación (período) en los casos de servicios, etc.) e inclusive la 
denominación con que la mercadería que se solicita es conocida en plaza. 
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Se lo hace dirigida a la Dirección General de Administración solicitando por la provisión de los 
elementos o servicios detallados en las cantidades o periodo, según corresponda. 
 
Con el objeto de definir los requerimientos para señalar a los proveedores qué y cómo queremos 
comprar y explicitar para nuestro propio uso las características más relevantes del producto a 
requerir, se debe tener presente, los siguientes criterios: 
 
1. Productos y servicios: Individualizar el producto o servicio a requerir, cantidad, descripción y 
requisitos mínimos del servicio o producto a requerir. Describir en forma muy clara y detallada lo 
que se desea comprar o adquirir. 
 
2. Antecedentes y Contacto del Organismo Demandante: Se deberá señalar a quién deben 
remitirse las consultas y los mecanismos para ello  
 





Es muy relevante que la persona de contacto cumpla con su función y esté disponible para 
responder las preguntas de los proveedores. 
 
3. Antecedentes Administrativos: Se deben ingresar datos como: 
 
 Nombre de la adquisición 
 Breve descripción  
 Tipo de adquisición 
 Tipo de adjudicación 
 
4. Requisitos de Participación e Instrucciones para Presentación de Ofertas: Se deberá indicar 
los requisitos para solicitar a los proveedores participantes, así como las instrucciones a seguir, para 
la correcta presentación de las Ofertas: que considera toda la documentación y antecedentes que se 
estimen necesarios como certificaciones, certificaciones, permisos municipales, muestras (cuando 




5. Antecedentes Legales: se debe definir los Antecedentes Legales que solicitará a los Proveedores 
interesados para Ofertar y los necesarios para poder ser Contratado (Habilidad para contratar). 
 
6. Criterios de Evaluación: se debe definir cuáles serán los Criterios de Evaluación en los que 
fundamentará su decisión de Adjudicación. (LÓPEZ ARÉVALO, 2010) 144 
 
Los criterios de evaluación son fundamentales y obligatorios, así como el método que se usará para 
comparar las alternativas, lo que implica establecer indicadores para los aspectos claves que se 
desea evaluar y el modo en que se piensan calcular.  
 
Ello significa definir criterios de evaluación objetivos y, por ende, medibles. Asimismo, la Ley de 
Compras Públicas establece que se debe buscar la oferta más conveniente y no atender sólo al 
factor precio. Estos factores adicionales pueden ser: experiencia, calidad técnica, costos de 
operación y mantenimiento, plazo de entrega, servicios postventa, garantías, etc. 
 
7. Mecanismos de evaluación: Se debe señalar quienes evaluarán, es decir, si es una persona o una 
comisión evaluadora. Se recomienda formar comisiones debido, entre otras cosas, a que esto dará 
mayor confianza a los proveedores, ya que aumenta la transparencia del proceso. 
 
8. Montos y Duración del Contrato: se debe indicar El Monto Estimado y Duración de la 
Contratación. 
 
9. Naturaleza y Montos de las Garantías: Se determina en esta sección la Garantía de Seriedad 
de Oferta, de Fiel Cumplimiento de Contrato u otra que se determine. 
 
El monto de las garantías debe estar relacionado con los riesgos de la compra, evitando así colocar 
barreras muy altas que restrinjan el número de potenciales proveedores en los casos que no se 
justifique. 
 
10. Requerimientos Técnicos y Otras Cláusulas: Si lo requiere se debe incorporar en esta 
sección Otras Cláusulas o Condiciones a su Adquisición, que no hayan podido ser ingresadas en 
otra sección de las Bases. 
 
11. Plazo de entrega del bien o servicio: Se deberá señalar los períodos en que se requiere contar 
con el bien o servicio contratado. 
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12. Anexos: Opcionalmente podrá ingresar en esta sección todos los Archivos Adjuntos que desee 
incorporar a la adquisición. 
 
4.5 CARTA DE EXCLUSIVIDAD DEL PRODUCTO O SERVICIO 
 
La carta solicitud de exclusividad es un documento que redacta un persona, física o moral, que está 
interesada en obtener el poder de vender, comprar, utilizar, etc. un bien y de ser la única persona 
que pueda hacer una actividad comercial con él. La carta solicitud de exclusividad debe estar 
dirigida a aquel que tiene la patente o los derechos del producto o servicio que se pretende obtener 
en exclusiva. Se puede solicitar la exclusividad de muchos productos y servicios, incluso, se puede 
solicitar la exclusividad del trabajo de una persona, como es el caso de actores, cantantes, 
diseñadores, creativos, entre otros.  
 
También se puede redactar una solicitud de exclusividad para manejo de franquicias a nivel local, 
estatal, nacional e internacional, así mismo, se puede solicitar la exclusividad de uso de suelo, de 
imágenes, videos, música, noticias, se pude pedir exclusividad de todo aquello que pueda ser 






3. MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1 TIPOS DE INVESTIGACIÓN 
 
El método en general a emplear es el CIENTIFICO, el cual no es sino es un proceso 
destinado a explicar fenómenos, establecer relaciones entre los hechos y enunciar leyes que 
expliquen los fenómenos físicos del mundo y permitan obtener, con estos conocimientos, 
aplicaciones útiles al hombre. 
 
Los científicos emplean el método científico como una forma planificada de trabajar. Sus 
logros son acumulativos y han llevado a la Humanidad al momento cultural actual. 
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Teniendo lo anterior como base se empleará de acuerdo a la investigación jurídica que se 
pretende realizar, el método exegético o explicativo con el cual estudiaremos las 
instituciones jurídicas a fin de poder emplearlas e interpretarlas de una manera adecuada. 
 
A más del método antes señalado se empleará otros propios de la investigación jurídica los 
mismos que son: 
 
3.1.1 MÉTODO INDUCTIVO 
 
Debido al carácter de la Investigación se utilizará el  método inductivo, con el fin de llegar 
a conclusiones generales, a partir de la  observación de fenómenos particulares ya que es 
aquel que hace posible el paso de  los hechos singulares a los principios generales, es decir 
que su proceso de  razonamiento va de lo particular a lo general.  
 
Es un proceso de análisis de aspectos, situaciones, ideas, hechos particulares, para llegar al 
principio o ley general que los determina, se toma los casos particulares para arribar a 
conclusiones generales.  
 
Tenemos que corregir que para ello, ha existido un contacto directo del investigador con 
esos hechos particulares a través de la experiencia, la observación, la experimentación, la 
comprobación en base de lo cual, le será posible llevar determinados aspectos específicos 
del conocimiento a unificarlos en conceptos y categorías generales, es un proceso similar al 
que se realiza con los métodos analítico-sintético, de la parte del todo, de los hechos a las 
leyes, en un proceso de generalización a la abstracción. 
 
3.1.2 MÉTODO DEDUCTIVO 
 
Es un tipo de razonamiento y método de investigación  por el cual se procede lógicamente 
de lo universal a lo particular, entre sus funciones está la de hallar el  principio 
desconocido de un hecho o fenómeno conocido y descubrir el efecto a  través del análisis y 
la síntesis.  
 
Es el proceso de análisis contrario al inductivo, es parte de los aspectos o principios 
generales conocidos, aceptados como válidos por la ciencia, lo que por medio del 
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razonamiento lógico la síntesis, se pueden deducir suposiciones o explicar los hechos 
particulares. Como significa que sacamos determinadas consecuencias de algo 
generalmente aceptado, por medio de la comparación y demostrar en un proceso sintético-
analítico del todo a la parte. 
 
3.1.3 MÉTODO ANALÍTICO 
 
Este método se utiliza para descomponer o desintegrar el hecho que se investiga, un 
problema, una entidad jurídica, una norma vigente. Como en sus diferentes elementos o 
partes que haces el todo, explicando sus implicaciones con este todo, sin perder la visión 
que la hace parte del todo, pues cada parte tiene sus propias características y estructuras, 
dentro de la estructura se hace parte del todo.  
 
El método se concreta por medio del siguiente proceso: observación de la problemática, 
descripción, critica; se descompone en partes, se enumeran, ordenan y clasifican. Estas que 
permiten un proceso de conocimiento claro, profundo, después de lo cual se pasa al 
siguiente método. 
 
3.1.4 MÉTODO SINTÉTICO 
 
Este método complementa los procesos del método anterior, es decir del método analítico, 
a pesar de que en este se realiza un proceso contrario, al reconstruir y reintegrar los 
elementos y las partes, que en el anterior se desintegraron, que habían sido separadas para 
analizarlas, reconstrucción similar a la que haríamos con un rompecabezas, pero 
fundamentalmente realizando un proceso sintético superior, relacionándolo a la totalidad al 
contenido del todo, la idea, el hecho, la entidad jurídica, la norma en sus diferentes 
elementos y sus mutuas vinculaciones. Este es el proceso indisoluble, la correlación entre 
análisis y síntesis, el proceso analítico-sintético. 
 
3.1.5 MÉTODO EXEGÉTICO 
 
Consiste en la interpretación y explicación literal de la norma, se explica el contenido, se 
expone el sentido y se determina el alcance de la letra de la ley y las expresiones que la 
originaron en la forma como el legislador la elaboro, tratando de desempeñar la intención y 
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voluntad del autor, su autenticidad, para su aplicación por parte del juez o la 
administración de las entidades y el estado. 
 
3.1.6 MÉTODO HISTÓRICO LÓGICO 
 
Es un método de investigación donde surge la  necesidad de ampliar el conocimiento 
adquirido en las investigaciones primeras y  realizar un estudio histórico y jurídico de la 
problemática o área del tema a  investigarse, haciendo un análisis crítico para extraer los 
aspectos positivos y  negativos que nos puedan servir en el esclarecimiento y antecedentes 
de la  problemática, los criterios y doctrinas, retrospectivas expresadas en el tiempo. 
 
3.2 DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La investigación a realizarse será: 
 
3.2.1 JURÍDICO DESCRIPTIVA 
 
La cual  se ocupa de estudiar los hechos en tiempo presente, y para  cumplir su finalidad 
suele valerse de la estadística, que coadyuva al análisis  cuantitativo y cualitativo de los 
sucesos, lo que implica la medición exhaustiva de  sus componentes, es así que en un 
estudio descriptivo se selecciona una serie de  cuestiones y se mide cada una de ellas 
independientemente, para así y valga la  redundancia describir lo que se investiga.  
 
En la investigación se va a medir los resultados que se obtenga de  las encuestas que 
realicemos dentro de nuestro proceso investigativo,  para así interpretarlos y analizarlos y 
ver a qué conclusiones nos llevan, y a partir de  ellas sustentar o no nuestra pregunta de 
investigación 
 
3.2.2 JURÍDICO – HISTÓRICA 
 
La Investigación histórica se ocupa de examinar los hechos del pasado. Procura  tomar en 
cuenta la mayor cantidad de hechos y de relaciones entre hechos,  circunscribiéndolos 
temporal-espacialmente. Su aspiración es la de analizar con criterio la verdad que sostiene 




3.2.3 JURÍDICO – COMPARATIVA 
 
 La Investigación Comparativa es la que estudia dos o más realidades de diferentes  lugares 
pero en un mismo espacio de tiempo, para así encontrar sus similitudes y  diferencias y 
analizar las razones que las producen. 
 
3.3. POBLACIÓN O MUESTRA 
 
La población que será a la que se dirige la presente investigación es el ámbito  
comprendido en la Procuraduría General del Estado, Administrativos, proveedores, 
Abogados especialistas en Contratación Pública y personas particulares. 
 
3.4 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La función de las técnicas de investigación es recoger investigación importante para 
plantear ideas, formular problemas, manejar variables, fundamentar hipótesis con sus 
respectivas demostraciones, por medio de estos métodos podemos obtener datos 
específicos de determinados elementos como pueden ser: hechos, actividades personas, 








3.5 VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS INSTRUMENTOS 
 
Mediante los instrumentos detallados en el ítem anterior podemos demostrar la efectividad 
y las falencias que podemos encontrar en la Contratación Pública específicamente en el 
Régimen Especial, ya que por medio de los instrumentos detallados observamos la 
problemática, cuestionamos nuestras inquietudes, con nuestra entrevista podemos observar 
el grado de conocimiento que poseen al respecto de la Contratación Pública, con la 
encuesta podemos verificar cuales son los problemas que conducen a una mala terminación 
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de los contratos y con un test podemos dar la solución respectiva y así no caer en esos 
errores que podrían ser irreversibles e inalienables de corrección. 
 
3.6 TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS 
 
Dentro de las técnicas y procedimientos tenemos: explorativa, descriptiva, correlacional y 
explicativa. Dentro del análisis de datos podemos emplear: 
 
 Fichas bibliográficas, hemerográficas, mnemotécnicas y las cibergráficas. 
 Cuestionarios. 
 Entrevistas dirigidas y telefónicas. 





4. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1 ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE DATOS OBTENIDOS EN LAS 
ENCUESTAS FORMULADAS 
 
 Análisis de resultados estadísticos, definiendo tendencias o relaciones importantes 
acorde con los objetivos. 
 
 Interpretación de los resultados, apoyados en el marco teórico de acuerdo a lo 
concerniente. 
 
 Obtención de resultados que serán la base para comprobar los objetivos y establecer 
conclusiones y recomendaciones. 
 
4.2 POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
En mi proyecto de investigación se considera población a los profesores universitarios de 
la Carrera de Derecho especialistas en Contratación Pública  o Derecho Administrativo, 
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asesores legales de las instituciones públicas que se rigen bajo el Sistema de Contratación 
Pública, a los funcionarios públicos que ejercen su cargo dentro de las Direcciones de 
Contratación Pública de las instituciones públicas regidas por el Sistema de Contratación 
Pública, a funcionarios públicos que pertenecen a las instituciones de control como el 
SERCOP, Procuraduría General del Estado y Contraloría General del Estado, estudiantes 
universitarios que hayan aprobado la materia de Contratación Pública y que tengan 
suficiente conocimiento sobre el tema central de la investigación. 
 
4.3 ORGANIZACIÓN DE LOS RESULTADOS 
 
Para efectos de cumplimiento con la metodología propuesta, en la investigación de campo 
se utiliza la encuesta que fue diseñada para investigar y analizar sus respectivos resultados. 
Una vez aplicada las encuestas se realiza la tabulación respectiva y las demás actividades 
que este capítulo requiere. 
A continuación se detalla los resultados obtenidos de las encuestas mismas que serán 
representadas mediante cuadros estadísticos, y la respectiva interpretación de acuerdo a 
cada pregunta formulada en el cuestionario. 
 
Preguntas a los profesores universitarios de la Carrera de Derecho especialistas en 
Contratación Pública  o Derecho Administrativo sobre el procedimiento de Régimen 
Especial en Adquisición de bienes Inmuebles. 
 






Gráfico  1 
 
Fuente: Encuesta 





El resultado de la encuesta refleja que el treinta por ciento 30% si conoce el procedimiento 
mientras que el setenta por ciento 70% desconoce el mismo. 
 
 
2. ¿Considera usted que el procedimiento de Régimen Especial para la adquisición de 




¿Conoce usted cuál es el procedimiento para la adquisición de 





Gráfico  2 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el cuarenta por ciento 40% 
considera que el procedimiento de Régimen Especial para la adquisición de bienes 








3. ¿Considera usted que el portal de compras públicas www.compraspublicas.gob.ec es una 




¿Considera usted que el procedimiento de Régimen Especial 






Gráfico  3 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el veinte por ciento 20% considera 
que el portal de compras públicas www.compraspublicas.gob.ec no es una herramienta de 
apoyo en el Proceso de Adquisición de Bienes Inmuebles en el Sector Público mientras que 







4. ¿Cree usted que dentro de los procesos de contratación se debe crear un procedimiento 
especial para el sector público? 
20% 
80% 
¿Considera usted que el portal de compras públicas 
www.compraspublicas.gob.ec es una herramienta de apoyo en el 







Gráfico  4 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el treinta y cinco por ciento 35% 
considera que si se debe crear un procedimiento especial para el sector público en el 






Preguntas a los asesores legales de las instituciones públicas que se rigen bajo el 
Sistema de Contratación Pública sobre el procedimiento de Régimen Especial en 




¿Cree usted que dentro de los procesos de contratación se debe 





1. ¿Es necesaria la conformación de una Comisión Técnica en el proceso de contratación 
por Régimen Especial? 
 
 
Gráfico  5 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el setenta y cinco por ciento 75% 
considera que si es necesaria la conformación de una Comisión Técnica en el proceso de 




2. ¿Cree usted que la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y su 




¿Es necesaria la conformación de una Comisión Técnica en el 






Gráfico  6 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el ochenta por ciento 80% 
considera que la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y su 
Reglamento General se aplican correctamente en los procesos de contratación en el sector 






3. ¿Cree usted que debe aplicar la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 




¿Cree usted que la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública y su Reglamento General se aplican 






Gráfico  7 
 
Fuente: Encuesta 





El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el noventa y cinco por ciento 95% 
considera que se debe aplicar la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública y su Reglamento General  en procedimientos de contratación en el sector público 








4. ¿Cree usted que la última reforma de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública beneficia a la aplicabilidad de la misma? 
 
95% 
¿Cree usted que debe aplicar la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública y su Reglamento General  en 





Gráfico  8 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el cuarenta y cinco por ciento 45% 
considera que la última reforma de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública beneficia a la aplicabilidad de la misma mientras que el cincuenta y cinco por 







Preguntas a los funcionarios públicos que ejercen su cargo dentro de las Direcciones 
de Contratación Pública de las instituciones públicas regidas por el Sistema de 
45% 
55% 
¿Cree usted que la última reforma de la Ley Orgánica del Sistema 





Contratación Pública sobre el procedimiento de Régimen Especial en Adquisición de 
bienes Inmuebles en el sector público. 
 
1. ¿Cree usted que la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública hace que 
los procedimientos contractuales en Régimen Especial tengan mayor control? 
 
Gráfico  9 
 
Fuente: Encuesta 





El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el setenta por ciento 70% 
considera que la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública hace que los 
procedimientos contractuales en Régimen Especial tengan mayor control mientras que el 







¿Cree usted que la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública hace que los procedimientos contractuales en Régimen 




2. ¿Conoce usted los procedimientos contractuales para la Adquisición de Bienes 
Inmuebles en el sector público? 
 
 
Gráfico  10 
 
Fuente: Encuesta 





El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el ochenta por ciento 80% si 
conoce los procedimientos contractuales para la Adquisición de Bienes Inmuebles en el 











¿Conoce usted los procedimientos contractuales para la 




3. ¿Conoce usted cual es procedimiento de la expropiación como instituto del derecho 
público que garantiza la inviolabilidad del derecho de propiedad? 
 
 
Gráfico  11 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el sesenta por ciento 60% si 
conoce cual es procedimiento de la expropiación como instituto del derecho público que 
garantiza la inviolabilidad del derecho de propiedad mientras que el cuarenta por ciento 









¿Conoce usted cual es procedimiento de la expropiación como instituto 





4. ¿Conoce usted si la selección de proveedores en Régimen Especial debe hacerse solo 
entre los proveedores habilitados en el Registro Único de Proveedores RUP? 
 
 
Gráfico  12 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el noventa por ciento 90% si 
conoce que la selección de proveedores en Régimen Especial debe hacerse solo entre los 
proveedores habilitados en el Registro Único de Proveedores RUP mientras que el diez por 








¿Conoce usted si la selección de proveedores en Régimen Especial debe 





Preguntas a funcionarios públicos que pertenecen a las instituciones de control como 
el SERCOP, Procuraduría General del Estado y Contraloría General del Estado 
sobre el procedimiento de Régimen Especial en Adquisición de bienes Inmuebles en el 
sector público. 
 
1. ¿Conoce usted de la existencia del Servicio Nacional de Contratación Pública SERCOP 




Gráfico  13 
 
Fuente: Encuesta 





El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el ochenta y cinco por ciento 85% 
si conoce de la existencia del Servicio Nacional de Contratación Pública SERCOP como la 
organización que regula la gestión transparente y efectiva del servicio de Contratación 




¿Conoce usted de la existencia del Servicio Nacional de Contratación 
Pública SERCOP como la organización que regula la gestión 









Gráfico  14 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el ochenta por ciento 80% si 
conoce cuál es la Ley a la que se rige la Contratación Publica en el sector público mientras 









¿Conoce usted cual es la Ley a la que se rige la Contratación Publica 






3. ¿Está de acuerdo en que exista una Ley que regule la Contratación Pública para todas las 
entidades del sector público? 
 
 
Gráfico  15 
 
Fuente: Encuesta 





El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el noventa por ciento 90% si está 
de acuerdo en que exista una Ley que regule la Contratación Pública para todas las 









 ¿Está de acuerdo en que exista una Ley que regule la Contratación 






4. ¿Está de acuerdo en que en el Sistema de Contratación en las Empresas todo proceso de 
contratación esté sujeto al Plan Nacional de Desarrollo? 
 
 
Gráfico  16 
 
Fuente: Encuesta 






El resultado de la encuesta realizada nos demuestra que el ochenta y cinco por ciento 85% 
si está de acuerdo en que en el Sistema de Contratación en las Empresas todo proceso de 
contratación esté sujeto al Plan Nacional de Desarrollo mientras que el quince por ciento 







¿Está de acuerdo en que en el Sistema de Contratación en las 








La Contratación Pública es parte del Derecho Administrativo que busca por medio de la 
gestión de la administración adquiriendo bienes inmuebles satisfacer las necesidades del 
colectivo y conseguir su bienestar. 
 
El contrato administrativo es celebrado entre la Administración Pública y un particular o 
entre dos órganos administrativos con personalidad de derecho público, es un acuerdo de 
voluntades que genera obligaciones recíprocas, se lo celebra para conseguir un fin público 
o de interés social. 
 
Los principios que rigen la Contratación Pública en nuestro país son: eficiencia, 
transparencia, calidad, responsabilidad social y ambiental, legalidad, trato justo e 
igualitario, calidad, oportunidad, concurrencia, publicidad, vigencia, tecnología, 
participación nacional, planificación, evaluación y control. 
 
Los contratos que celebre el Estado con entidades del sector público, éstas entre sí, o 
aquellas con empresas públicas o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos 
en el cincuenta por ciento a entidades de derecho público o sus subsidiarias; y las empresas 
entre sí se someterán a la normativa específica del Régimen Especial. 
 
Las empresas públicas tienen capacidad asociativa para el cumplimiento de sus fines y 
objetivos empresariales y en consecuencia para la celebración de los contratos que se 
requieran, podrán constituir cualquier tipo de asociación, alianzas estratégicas, sociedades 
de economía mixta con sectores públicos o privados en el ámbito nacional o internacional 
o del sector de la economía popular y solidaria, en el marco de las disposiciones de la 
Constitución de la República. 
 
El Estado como cualquier contratante, tiene el derecho legítimo de obtener de los 
proveedores las mejores condiciones en su contratación, las más económicas, las más 
eficientes, las que cumplan los requerimientos y especificaciones técnicas y las que 




La Ley Orgánica de Sistema Nacional de Contratación Pública ha establecido que según 
sea la naturaleza de la contratación se puede aplicar el Régimen Especial en la adquisición 
de bienes inmuebles. 
 
Para la trasferencia de dominio de bienes inmuebles entre entidades del sector público, 
siempre no se requerirá de declaratoria de utilidad pública o interés social ni en el caso de 
donación, de insinuación judicial, se la podrá realizar por compraventa, permuta, donación, 




Los procesos de Régimen Especial constituyen un gran porcentaje de los procesos que se 
realizan en nuestro país por lo que requieren un efectivo seguimiento por los Organismos 
Rectores de las contrataciones a fin de que exista una total transparencia en el proceso. 
 
La adquisición bienes mediante contrato por los organismos públicos para sus propias 
necesidades representa una parte importante del gasto público total, lo que hace que 
desempeñe una importante función en las economías nacionales, por lo que se recomienda 
al legislador desarrollar una normativa amplia y específica en materia de licitación y 
contratación pública en el sector público. 
Se debe promover entre los empleados públicos programas de formación, difusión y 
concienciación respecto a la utilización de las tecnologías de la información en los 
procesos de contratación pública, especialmente en lo que respecta a la seguridad y 
aumento de la eficiencia y optimización de costes en el sector público 
 
Es imprescindible contar con normas claras en materia de Contratación Pública, evitando 
monopolios y promoviendo una competencia legal y el Estado entidad contratante realice 
los contratos basado en estándares de calidad, en protección y beneficio del sector público. 
 
Se tienen que establecer las atribuciones y responsabilidades de cada uno de los 
funcionarios del sector público que intervienen en el proceso contractual, para saber que 














La palabra "corrupción" etimológicamente viene del latín curruptus, que significa 
descomposición, podredumbre o desintegración, igualmente, se identifica como el proceso 
degenerativo de las normas y de los valores que se establecen en la sociedad. Es así que 
este fenómeno "corrupción" se halla inmerso en las diferentes funciones estatales. La 
planeación, el presupuesto, la gestión de recursos humanos, la administración de recursos 
físicos, el control fiscal, entre otras áreas de gestión en donde resulta evidente la 
descomposición o desintegración de la función pública. 
 
Las compras y contrataciones que realiza la Administración se basa únicamente en un 
menor precio, este enfoque queda en la actualidad desfasado, y se requiere de un cambio 
de perspectiva, fijando el rumbo hacia una visión menos simplista y más amplia, donde la 
contratación pública pase de ser un mero instrumento para abastecer de bienes y servicios 
al conglomerado, a una política integradora de otros aspectos que afectan a la calidad de 
vida de las personas y al medio ambiente.  
 
Una política eficaz de contratación pública es fundamental para que el mercado interior de 
un determinado país alcance sus objetivos: en materia económica, generar crecimiento 
sostenido a largo plazo, crear empleo, favorecer el desarrollo de empresas permitiendo que 
el contribuyente y los usuarios obtengan servicios públicos de mejor calidad a menor 
costo; por otro lado, al ser uno de los motores principales de la economía, una 
reorientación responsable en su política de compras incide positivamente en la sociedad y 







Siendo en la contratación estatal donde resulta más evidente la injerencia de prácticas 
degenerativas, ya que a través de la misma se ejecutan los recursos públicos destinados a 
los diferentes cometidos del Estado; siendo las áreas más sensibles la contratación pública, 
la recaudación de impuestos, los nombramientos gubernamentales, las comisiones 
informales sobre contratos gubernamentales, es eminentemente necesario una reforma de 
la Ley de Contratación Pública para que esta contratación de bienes inmuebles este mas 
regulada y sea más claro. 
 
El Estado demanda unos bienes y servicios, a través de funcionarios que deciden 
comprarlos de acuerdo a los procedimientos establecidos para garantizar principios 
públicos como la transparencia y la economía en la selección de las ofertas, o por el 
contrario, optan por no considerar estos principios contratando a quien garantice el pago de 
un soborno. El funcionario tiene la oportunidad, por ejemplo, de restringir los oferentes, y 
garantizar una elección determinada, definiendo y ponderando variables de conveniencia 




La compra pública responsable representa uno de los mayores motores de cambio de las 
modalidades de contratación a favor de la sociedad para la aplicabilidad de esta propuesta 
de reforma a la Ley del Sistema Nacional de Contratación Pública, se debe tomar en cuenta 
los resultados obtenidos en las encuestas realizadas en  la presente Tesis que nos indican 
que si es muy factible realizarla y así mejorar la Contratación en el Sector Público. 
 
5.5 DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA 
 
En la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública en su Capítulo V, de los 
Procedimientos Especiales en su Sección III, de la Adquisición De Bienes Inmuebles, 
artículo 58 regula los procedimientos a tomarse en la Adquisición de Bienes Inmuebles a 
un nivel general y solo enumera los procedimientos que se podrían tomar en la adquisición 
en el Sector Publico, es por esto que se sugiere una reforma a esta sección de la Ley, para 
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que sean especificados cada uno de estos con sus respectivos trámites y que quede 
constancia en el portal de COMPRASPUBLICAS de todo lo actuado para una mayor 
transparencia para evitar que exista corrupción en este tipo de contrataciones, y que este la 




DE LA ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES 
 
Art. 58.- Procedimiento.- Cuando la máxima autoridad de la institución pública haya 
resuelto adquirir un determinado bien inmueble, necesario para la satisfacción de las 
necesidades públicas, procederá a la declaratoria de utilidad pública o de interés social de 
acuerdo con la Ley. 
 
Perfeccionada la declaratoria de utilidad pública o de interés social, se buscará un acuerdo 
directo entre las partes, por el lapso máximo de noventa (90) días. 
 
Para este acuerdo, el precio se fijará, tanto para bienes ubicados en el sector urbano como 
en el sector rural, en función del avalúo realizado por la Dirección de Avalúos y Catastros 
de la Municipalidad en que se encuentren dichos bienes, que considerará los precios 
comerciales actualizados de la zona. 
 
El precio que se convenga no podrá exceder del diez (10%) por ciento sobre dicho avalúo. 
Se podrá impugnar el precio más no el acto administrativo, en vía administrativa. 
 
El acuerdo y la correspondiente transferencia de dominio, se formalizarán en la respectiva 
escritura pública, que se inscribirá en el Registro de la Propiedad. 
 
En el supuesto de que no sea posible un acuerdo directo se procederá al juicio de 
expropiación conforme al trámite previsto en el Código de Procedimiento Civil, sin 
perjuicio de recibir a cuenta del precio final que se disponga pagar el valor que 
preliminarmente ha propuesto la institución pública respectiva. El Juez en su resolución no 





Para la transferencia de inmuebles adquiridos por declaratoria de utilidad pública, los 
dueños deberán tener cancelados todos los impuestos correspondientes a dicha propiedad, 
excepto el pago de la plusvalía y los que correspondan a la transferencia de dominio, que 
no se generarán en este tipo de adquisiciones. Si los tributos se mantuvieran impagos, del 
precio de venta, se los deducirá. 
 
La adquisición de bienes inmuebles en el extranjero por parte del Estado o entidades del 
sector público ecuatoriano se someterá al Reglamento Especial que para el efecto se dicte. 
En el caso de las municipalidades el procedimiento expropiatorio se regulará por las 
disposiciones de su propia Ley. 
 
Para la transferencia de dominio de bienes inmuebles entre entidades del sector público, 
siempre y cuando llegaren a un acuerdo sobre aquella, no se requerirá de declaratoria de 
utilidad pública o interés social ni, en el caso de donación, de insinuación judicial. Se la 
podrá realizar por compraventa, permuta, donación, compensación de cuentas, traslado de 
partidas presupuestarias o de activos. En caso de que no haya acuerdo la entidad pública 
que expropia procederá conforme esta Ley. Para su trámite se estará a lo dispuesto en el 
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PLIEGO DE  RÉGIMEN ESPECIAL PARA LA CONTRATACIÓN ENTRE 
ENTIDADES PÚBLICAS O SUS SUBSIDIARIAS  
 
INTRODUCCIÓN: El PLIEGO que contiene las condiciones de participación del 
presente procedimiento de contratación ha sido dividido en dos partes sustanciales y que 
forman parte integrante del mismo.  
 
PARTE I: “CONDICIONES PARTICULARES PARA LA CONTRATACIÓN 
ENTRE ENTIDADES PUBLICAS O SUS SUBSIDIARIAS” en la que se establecen la 
información y reglas específicas que rigen al procedimiento de contratación, incluidos 
formularios y el contrato. La Entidad Contratante señalará en las condiciones particulares 
las especificidades del procedimiento al que convoca y para el efecto detallará e 
individualizará las condiciones del mismo y del contrato a suscribirse. En consecuencia, 
deberá realizar los ajustes y/o modificaciones a las condiciones particulares del presente 
pliego, así como la determinación y aplicabilidad de los formularios previstos para el 
presente procedimiento; reemplazando todo texto que conste en paréntesis por el contenido 
pertinente, así como incorporará o sustituirá la redacción por otro contenido que a su 
criterio le es aplicable.  
 
PARTE II: “CONDICIONES GENERALES PARA LA CONTRATACIÓN POR 
RÉGIMEN ESPECIAL” del pliego, contiene aquella información y reglas de 
participación que son comunes al procedimiento de contratación y por tanto no requieren 
de variación alguna; por ello, no son materia de ajuste y/o modificación por parte de las 
Entidades Contratantes; sin embargo, forman parte sustancial de las condiciones de 
participación en los procedimientos de contratación y del contrato a suscribirse con el 










I. CONDICIONES PARTICULARES PARA LA CONTRATACIÓN ENTRE 







OBJETO DE LA CONTRATACIÓN, PRESUPUESTO REFERENCIAL Y 
TÉRMINOS DE REFERENCIA. 
 
2.1 Objeto 
2.2 Presupuesto referencial 
2.3 Términos de referencia 
 
SECCIÓN  III 
CONDICIONES DEL PROCEDIMIENTO 
 
3.1 Cronograma del proceso 
3.2 Vigencia de la oferta 
3.3 Precio de la propuesta 
3.4 Precio de la Oferta 
3.5 Plazo de ejecución 
3.6 Forma de pago 
3.6.1 Anticipo 
3.7. Forma de presentar la oferta:  
 
SECCIÓN IV 
EVALUACIÓN DE LA OFERTA 
 
4.1 Integridad de la oferta:  
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4.2 Evaluación de la oferta (cumple / no cumple) 
4.2.1 Porcentaje de Valor Agregado Ecuatoriano Mínimo 
 
SECCIÓN V 
OBLIGACIONES DE LAS PARTES 
 
5.1 Obligaciones del Contratista  
5.2 Obligaciones de la Contratante 
 
Nota: Edición del modelo de pliego: La Entidad Contratante señalará en las condiciones 
particulares las especificidades del proceso al que convoca y para el efecto  detallará e 
individualizará las condiciones del mismo. En consecuencia, la Entidad Contratante asume la 
responsabilidad por los ajustes y/o modificaciones realizadas a las condiciones particulares 
del presente pliego, así como por la determinación y aplicabilidad de los formularios 




I. CONDICIONES PARTICULARES PARA LA CONTRATACIÓN ENTRE 






Habiéndose el(la) (nombre de la Entidad Contratante) acogido al Régimen Especial para la 
suscripción de contratos con (Entidad Pública o Subsidiaria), conforme se desprende de la 
Resolución motivada (número y fecha),  suscrita por (nombre y cargo de la máxima 
autoridad o su delegado), por razones de conveniencia y viabilidad técnica y económica, se 
invita a (nombre de la entidad o empresa seleccionada, que de manera obligatoria deberá 
estar habilitado en el Registro Único de Proveedores -RUP-, legalmente capaz para 
contratar, que tenga su domicilio fiscal en el Ecuador) a que presente su oferta técnica y 




El presupuesto referencial es de (valor en números y letras) dólares de Estados Unidos de 
América, sin incluir el IVA, y el plazo estimado para la ejecución del contrato es de (días, 
meses o años), contado a partir de (establecer si desde la fecha de la suscripción del 
contrato, desde la fecha de notificación de que el anticipo se encuentra disponible, o desde 
cualquier otra condición, de acuerdo a la naturaleza del contrato) 
 
Las condiciones generales de esta invitación son las siguientes: 
 
1. El pliego está disponible, sin ningún costo, en el Portal Institucional del SERCOP, 
www.compraspublicas.gob.ec  
 
2. Para poder participar en el presente procedimiento, al momento de la presentación de 
la propuesta, la entidad o empresa seleccionada deberán encontrarse habilitada en el 
Registro Único de Proveedores En consecuencia, para participar, bastará “registrar” o 
“indicar” en su propuesta, el número o código de RUP. 
 
3. Se convoca a la entidad o empresa seleccionada a una audiencia informativa para el 
(día) de (mes) de (año) a las (hora), a fin de que (nombre de la Entidad Contratante) 
explique en términos generales el objeto de la invitación, absuelva las consultas y 
realice las aclaraciones que fueren requeridas. De esta audiencia se dejará constancia 
en un acta que será publicada en el Portal Institucional. 
 
4. La oferta se presentará de forma física en la Entidad Contratante, ubicada en 
(dirección de la Entidad Contratante); o de forma electrónica a través del portal 
institucional del SERCOP, caso en el que para ser válida deberá estar firmada 
electrónicamente; hasta las (hora a definir por la entidad) del día (fecha).  En los dos 
casos, sea que la Oferta se presente en forma física o en forma electrónica, el precio 
de la misma siempre deberá subirse a través del Portal Institucional, hasta la fecha en 
que se cierre el plazo para la presentación de la oferta. La falta de ingreso del precio 
de la propuesta en el Portal, será causa de descalificación de la oferta.  
 
5. La evaluación de la oferta se realizará aplicando los parámetros de calificación 




6. Los pagos del contrato se realizarán con cargo a los fondos propios provenientes del 
presupuesto de la Entidad Contratante relacionados con la partida presupuestaria 
(nombre y número). La partida presupuestaria deberá certificarse por la totalidad de 
la contratación incluyéndose el IVA. Se otorgará un anticipo del (Si la Entidad 
Contratante considera necesario el pago de un anticipo; o en su defecto, los pagos se 
realizarán (contra entrega total o parcial de la prestación total del servicio). 
 
7. El procedimiento se ceñirá a las disposiciones de la LOSNCP, su Reglamento 
General, las resoluciones del SERCOP y el presente pliego. 
 
(Ciudad y fecha) 
 




OBJETO DE LA CONTRATACIÓN, PRESUPUESTO REFERENCIAL Y 
TÉRMINOS DE REFERENCIA. 
 
2.1 Objeto: Este procedimiento precontractual tiene como propósito principal 
(establecer el objeto de contratación) entre Entidades Públicas o subsidiarias. 
 
Se sujetarán al procedimiento establecido en esta sección las contrataciones que celebren: 
 
2.1.1 El Estado con entidades del sector público, o éstas entre sí; 
2.1.2 El Estado o las entidades del sector público con: 
2.1.2.1 Las empresas públicas o las empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo 
menos en cincuenta por ciento (50%) a entidades de derecho público; 
2.1.2.2 Las empresas subsidiarias de aquellas señaladas en el numeral 2.1.o las 
subsidiarias de éstas; y, 
2.1.2.3 Las personas jurídicas, las empresas o las subsidiarias de éstas, creadas o 
constituidas bajo cualquier forma jurídica, cuyo capital, rentas o recursos asignados 
pertenezcan al Estado en una proporción superior al cincuenta por ciento; 
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2.1.3 Entre sí, las empresas públicas, las subsidiarias de éstas, o las empresas creadas o 
constituidas bajo cualquier forma jurídica cuyo capital, rentas o recursos asignados 
pertenezcan al Estado en una proporción superior al cincuenta por ciento. 
2.2 Presupuesto referencial: El presupuesto referencial es (monto en números y letras 
del objeto de contratación determinado por la Entidad Contratante, con sujeción al Plan 
Anual de Contrataciones respectivo), NO INCLUYE IVA, de conformidad con el siguiente 
detalle: 
 




Descripción del bien o 
servicio 




      
      
      
TOTAL  
 
b) En el caso de obras: 
 




      
      





2.3 Especificaciones técnicas o Términos de referencia: Se incluirán las 
especificaciones técnicas o los términos de referencia del objeto a contratarse, considerando 
todos los rubros o condiciones necesarios para su adecuada ejecución o prestación. 
 




SECCIÓN  III 
CONDICIONES DEL PROCEDIMIENTO 
 
3.1 Cronograma del proceso: El cronograma que regirá el proceso será el siguiente: 
 
(Las fechas asignadas deberán considerarse en días hábiles, no se deberán contemplar 
fechas que correspondan a fin de semana o feriados) 
 
Concepto Día Hora 
Fecha de publicación   
Fecha límite para audiencia de aclaraciones   
Fecha límite de entrega de ofertas   
Fecha de apertura de oferta   
Fecha estimada de adjudicación   
 
En el caso de ser necesario, el término para la convalidación de errores será de acuerdo al 
siguiente cronograma (número de días). 
  
Concepto Día Hora 
Fecha límite para solicitar convalidación de errores   
Fecha límite para convalidación errores   
Fecha estimada de adjudicación   
 
3.2 Vigencia de la oferta: La oferta se entenderá vigente hasta (determinar). En caso de 
que no se señale una fecha estará vigente hasta la celebración del contrato, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 30 de la LOSNCP. 
  
3.3 Precio de la propuesta: Se entenderá por precio de la propuesta al valor que el 
oferente haga constar en el Portal Institucional del SERCOP, información que se completará 
en línea. 
 




El precio de la oferta deberá cubrir todas las actividades y costos necesarios para que el 
oferente preste los servicios objeto de la contratación en cumplimiento de los términos de 
referencia correspondientes y a plena satisfacción de la Entidad Contratante). 
(En este espacio se deberán establecer condiciones adicionales relacionadas con el precio). 
Los precios presentados por el oferente son de su exclusiva responsabilidad.   
 
3.5 Plazo de ejecución: El plazo estimado para la ejecución del contrato es de (días, 
meses o años), contado a partir de (establecer si desde la fecha de la firma del contrato, 
desde la fecha de notificación de que el anticipo se encuentra disponible, o desde cualquier 
otra condición, de acuerdo a la naturaleza del contrato). 
 
3.6 Forma de pago: Los pagos se realizarán de la manera prevista en el numeral 6 de la 
Convocatoria y del Contrato. 
 
3.6.1 Anticipo:(establecer porcentaje -no mayor a setenta (70) por ciento-; en caso de 
pactarse anticipo). 
 
3.7. Forma de presentar la oferta: La oferta se podrá presentar a través del Portal 
Institucional del SERCOP completando el formulario electrónico, o bien en forma física. 
Para este segundo caso, se presentará un sobre único el cual contendrá la siguiente 
ilustración: 
 
REGIMEN ESPECIAL: CONTRATACIÓN DE (OBRA / BIEN O SERVICIO) 
CON ENTIDAD PUBLICA Y/O SUBSIDIARIA 




Máxima Autoridad o su delegado (nombre de la  Entidad Contratante) 
Presente 
 






EVALUACIÓN DE LA OFERTA 
 
4.1 Integridad de la oferta: La integridad de la oferta se evaluará considerando la 
presentación de los Formularios y requisitos mínimos previstos en el pliego.  Para la 
verificación del cumplimiento de los requisitos mínimos se estará a la metodología  
“CUMPLE O NO CUMPLE”. 
 
4.2 Evaluación de la oferta (cumple / no cumple): Los parámetros de calificación 
propuestos a continuación, son las condiciones mínimas que deberá cumplir la oferta. 
 
4.2.1 Parámetros de calificación: 
 
La Entidad Contratante deberá definir los parámetros; sus condiciones mínimas o máximas de 
obligatorio cumplimiento y el medio de verificación. 
 
4.2.2 Porcentaje de Valor Agregado Ecuatoriano Mínimo 
 
La Entidad Contratante deberá verificar si el oferente cumple con el porcentaje mínimo 
sectorial ecuatoriano, determinado por el SERCOP.  
 
CUADRO DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS MÍNIMOS DE 
LA OFERTA TÉCNICA 
 
PARÁMETRO CUMPLE NO 
CUMPLE 
OBSERVACIONES 
Parámetro 1    
Parámetro 2    
    
Parámetro n    





Aquella oferta que cumpla integralmente con los parámetros mínimos, será adjudicada, caso 
contrario será descalificada. 
 
SECCIÓN V 
OBLIGACIONES DE LAS PARTES 
 
5.1 Obligaciones del Contratista:  
 El Contratista debe proteger y salvar de responsabilidad a la Entidad Contratante y a 
sus representantes de cualquier reclamo o juicio que surgiera como consecuencia de 
la contravención o falta de cumplimiento de cualquier norma jurídica por parte del 
contratista o su personal. En caso de encontrar en los documentos contractuales una 
discrepancia o contradicción con relación a cualquier norma jurídica, el contratista 
deberá informar de esto a la Entidad Contratante. 
 
5.2 Obligaciones de la Contratante: 
 Dar solución a las peticiones y problemas que se presentaren en la ejecución del 
contrato, en un plazo (número de días) contados a partir de la petición escrita 




















PROYECTO DE CONTRATO 
 
 
 CONDICIONES PARTICULARES DE LOS CONTRATOS ENTRE ENTIDADES 
PUBLICAS O SUS SUBSIDIARIAS 
 
Comparecen a la celebración del presente contrato, por una parte (nombre de la Entidad 
Contratante), representada por (nombre de la máxima autoridad o su delegado), en 
calidad de (cargo), a quien en adelante se le denominará CONTRATANTE; y, por otra 
(nombre y cargo del representante legal de la Entidad Pública o Subsidiaria), a quien en 
adelante se le denominará CONTRATISTA. Las partes se obligan en virtud del presente 
contrato, al tenor de las siguientes cláusulas: 
 
Cláusula Primera.- ANTECEDENTES 
 
1.1 De conformidad con los artículos 22 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública –LOSNCP-, y 25 y 26 de su Reglamento General -RGLOSNCP-, el 
Plan Anual de Contrataciones de la CONTRATANTE, contempla la contratación de 
(establecer el objeto de contratación). 
 
1.2. Previo los informes y los estudios respectivos, la máxima autoridad de la 
CONTRATANTE resolvió acogerse al Régimen Especial y aprobar el pliego para la 
contratación entre Entidades Públicas o subsidiarias de (establecer el objeto de 
contratación). 
 
1.3 Se cuenta con la existencia y suficiente disponibilidad de fondos en la partida 
presupuestaria (No.), conforme consta en la certificación conferida por (funcionario 




1.4 Se realizó la respectiva invitación el (día) (mes) (año), a través del Portal 
Institucional. 
 
1.5 Luego del proceso correspondiente, (nombre) en su calidad de máxima autoridad 
de la CONTRATANTE (o su delegado), mediante resolución (No.) de (día) de (mes) de 
(año), adjudicó la (establecer objeto del contrato) a (nombre de la Entidad Pública o 
Subsidiaria). 
 
Cláusula Segunda.- DOCUMENTOS DEL CONTRATO 
 
2.1 Forman parte integrante del contrato los siguientes documentos:  
 
a) El pliego (Condiciones Particulares del Pliego CPP y Condiciones Generales del 
Pliego CGP) incluyendo las especificaciones técnicas, o términos de referencia del 
objeto de la contratación. 
 
b) Las Condiciones Generales de los Contratos publicados y vigentes a la fecha de la 
invitación en la página institucional del SERCOP. 
 
c) La oferta presentada por el CONTRATISTA, con todos sus documentos que la 
conforman. 
 
d) La resolución de adjudicación. 
 
e) Las certificaciones de (dependencia a la que le corresponde certificar), que acrediten 
la existencia de la partida presupuestaria y disponibilidad de recursos, para el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato. 
 
(Los documentos que acreditan la calidad de los comparecientes y su capacidad para 
celebrar el contrato deberán protocolizarse conjuntamente con las condiciones 
particulares del contrato. No es necesario protocolizar las condiciones generales del 







Cláusula Tercera.- OBJETO DEL CONTRATO  
 
3.01 El Contratista se obliga con la (CONTRATANTE) a (suministrar, instalar y 
entregar debidamente funcionando los bienes) (proveer los servicios requeridos) (ejecutar 
las obras) ejecutar el contrato a entera satisfacción de la CONTRATANTE, (designar lugar 
de entrega o sitio), según las características y especificaciones técnicas constantes en la 
oferta, que se agrega y forma parte integrante de este contrato. 
 
3.02 (Caso de bienes) Adicionalmente el CONTRATISTA proporcionará el soporte 
técnico, los mantenimientos preventivo y correctivo respectivos por el lapso de (….) 
contados a partir de la fecha de suscripción del acta de entrega recepción única, periodo 
que corresponde al de vigencia de la garantía técnica; entregará la documentación de los 
bienes; (y, brindará la capacitación necesaria para (número) servidores (en las instalaciones 
de la Entidad Contratante), impartida por personal certificado por el fabricante) de ser el 
caso. 
 
Para el caso de adquisición, en los que requiera de equipos informáticos, equipos de 
impresión, vehículos y equipos médicos, se deberá aplicar el principio de vigencia 
tecnológica de conformidad a las regulaciones expedidas por el SERCOP. 
 
3.03 (Caso de Obras)  Se compromete al efecto, a realizar dicha obra, con sujeción a su 
oferta, planos, especificaciones técnicas generales y particulares de la obra, anexos, 
condiciones generales  de los contratos, instrucciones de la entidad y demás documentos 
contractuales, tanto los que se protocolizan en este instrumento, cuanto los que forman 
parte del mismo sin necesidad de protocolización, y respetando la normativa legal 
aplicable. 
 
3.04 (Caso de servicios) (Estipúlese lo que la Entidad Contratante considere pertinente 
en cuanto al alcance y condiciones del servicio que recibirá, incluyendo riesgos, de ser el 
caso). 
 




4.1 El valor del presente contrato, que la CONTRATANTE pagará al 
CONTRATISTA, es el de (cantidad exacta en números y letras) dólares de los Estados 
Unidos de América, más IVA, de conformidad con la oferta presentada por el 
CONTRATISTA, valor que se desglosa como se indica a continuación: 
 
4.2 Los precios acordados en el contrato, constituirán la única compensación al 
CONTRATISTA por todos sus costos, inclusive cualquier impuesto, derecho o tasa que 
tuviese que pagar, excepto el Impuesto al Valor Agregado que será añadido al precio del 
contrato conforme se menciona en el numeral 4.1. 
 
Cláusula Quinta.- FORMA DE PAGO 
 
(Para bienes y/o servicios) 
 
5.1 (En esta cláusula la Entidad Contratante detallará la forma de pago. De contemplarse la 
entrega de anticipo (hasta un máximo del 70%) del valor contractual, se deberá establecer la 
fecha máxima del pago del mismo.) 
 
5.2 El anticipo que la CONTRATANTE haya entregado al CONTRATISTA para la 
prestación del servicio, no podrá ser destinado a fines ajenos a esta contratación.  
 
(En el caso de servicios, serán pagados contra la presentación de la correspondiente planilla 
o planillas, previa aprobación de la Entidad Contratante). 
 
5.3 No habrá lugar a alegar mora de la CONTRATANTE, mientras no se amortice la 




5.1 (En esta cláusula la Entidad Contratante detallará la forma de pago. De contemplarse la 
entrega de anticipo (hasta un máximo del 50%) del valor contractual, se deberá establecer la 




5.2 El valor restante de la obra, esto es, (establecer el porcentaje en letras) por ciento (%), 
se cancelará mediante pago contra presentación de planillas (establecer periodo: mensual, 
bimensual, etc.), debidamente aprobadas por la fiscalización y la administración del 
contrato. De cada planilla se descontará la amortización del anticipo y cualquier otro cargo, 
legalmente establecido, al CONTRATISTA. 
 
5.3 Entregada la planilla por el CONTRATISTA, la fiscalización, en el plazo de (número 
días) la aprobará o formulará observaciones de cumplimiento obligatorio para el 
CONTRATISTA, y de ser el caso continuará en forma inmediata el trámite y se procederá 
al pago dentro del plazo de (número días) contados desde la aprobación. Si la fiscalización 
no aprueba o no expresa las razones fundadas de su objeción, transcurrido el plazo 
establecido, se entenderá que la planilla está aprobada y debe ser pagada por la 
CONTRATANTE 
 
5.4 Discrepancias: Si existieren discrepancias entre las planillas presentadas por el 
CONTRATISTA y las cantidades de obra calculadas por la fiscalización, ésta notificará al 
CONTRATISTA. Si no se receptare respuesta, dentro de los (número días) días laborables 
siguientes a la fecha de la notificación, se entenderá que el CONTRATISTA ha aceptado la 
liquidación hecha por la fiscalización y se dará paso al pago. Cuando se consiga un acuerdo 
sobre tales divergencias, se procederá como se indica en el numeral 5.3 de esta cláusula. 
 
5.5 En los (número de días) primeros días laborables de cada mes, la fiscalización y el 
CONTRATISTA, de forma conjunta, efectuarán las mediciones de las cantidades de obra 
ejecutadas durante los (establecer periodo: mensual, bimensual, etc.) anteriores. Se 
emplearán las unidades de medida y precios unitarios establecidos en la Tabla de Cantidades 
y Precios para cada rubro señalada en el Formulario de Oferta. 
 
Nota: (En caso de haberse estipulado reajuste de precios: en cada planilla de obra 
ejecutada, el fiscalizador calculará el reajuste de precios provisional, aplicando las 
fórmulas de reajuste que se indican en este contrato.  El fiscalizador realizará el reajuste 
definitivo tan pronto se publiquen los índices del INEC que sean aplicables). 
 




6.1 En este contrato, por su naturaleza, no se rendirán garantías, a excepción de la 
garantía técnica. 
 
Cláusula Séptima.- PLAZO 
 
7.1 (Caso de obras)  El plazo para la ejecución y terminación de la totalidad de los 
trabajos contratados es de (establecer periodo en letras – días/meses), contados a partir de 
(establecer si desde la fecha de la firma del contrato, desde la fecha de notificación de que 
el anticipo se encuentra disponible, o desde cualquier otra condición, de acuerdo a la 
naturaleza del contrato), de conformidad con lo establecido en la oferta. 
 
(Caso de bienes) El plazo para la entrega de la totalidad de los bienes contratados, 
(instalados, puestos en funcionamiento, así como la capacitación, de ser el caso) a entera 
satisfacción de la CONTRATANTE es de (número de días, meses o años), contados a 
partir de (fecha de entrega del anticipo o suscripción del contrato). 
 
(Caso de servicios) El plazo para la prestación de los servicios contratados a entera 
satisfacción de la CONTRATANTE es de (número de días, meses o años), contados a 
partir de (fecha de entrega del anticipo o suscripción del contrato). 
 
Cláusula Octava.- MULTAS 
 
8.1 Por cada día de retardo en la ejecución de las obligaciones contractuales por parte del 
Contratista, se aplicará la multa de (valor establecido por la Entidad Contratante, de acuerdo 
a la naturaleza del contrato, en ningún caso podrá ser menos al 1 por 1.000 del valor del 
contrato).  (El porcentaje para el cálculo de las multas lo determinará la Entidad en función 
del incumplimiento y de la contratación). 
 
Cláusula Novena.- DEL REAJUSTE DE PRECIOS 
 
(Para obras) El reajuste de precios para efectos del pago de las planillas se calculará de 




La fecha de partida -sub cero-, corresponde a los treinta días anteriores de la fecha límite 
de presentación de la oferta. 
 
(Incorporar la fórmula de reajuste en base a aquella establecida en los artículos 127, 128 
y 129 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública). 
 
(Para bienes, que no correspondan al sistema de precios unitarios) El valor de este 
contrato es fijo y no estará sujeto a reajuste por ningún concepto, coso contrario se deberá 
aplicar lo establecido en el artículo 141 del Reglamento General de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública.  
 
(Para servicios cuya forma de pago corresponda al sistema de precios unitarios) El 
contrato se sujetará al sistema de reajuste de precios previsto en los artículos 126, y 140 del 
Reglamento General de la LOSNCP). 
 
Nota: (Esta cláusula no será aplicable si las partes han convenido, según lo previsto en el 
pliego correspondiente, en la renuncia del reajuste de precios, caso en el cual se 
establecerá en su lugar una disposición específica en ese sentido). 
 
Cláusula Décima.- SUBCONTRATACIÓN 
 
(Para el caso de Obras exclusivamente) 
 
10.1 El Contratista podrá subcontratar determinados trabajos, previa autorización de la 
Contratante, siempre que el monto de la totalidad de lo subcontratado no exceda del 30% 
del valor total del contrato, y el subcontratista esté habilitado en el RUP. 
 
(ESTABLECER AQUÍ LA CLÁUSULA DE SUBCONTRATACIÓN, DE CONVENIRSE, 
observando lo dispuesto en el artículo 120 del RGLOSNCP). 
  
10.2 El CONTRATISTA será el único responsable ante la CONTRATANTE por los 
actos u omisiones de sus subcontratistas y de las personas directa o indirectamente 




Cláusula Undécima.- DE LA ADMINISTRACIÓN DEL CONTRATO: 
 
11.1 LA CONTRATANTE designa al (nombre del designado), en calidad de 
administrador del contrato, quien deberá atenerse a las condiciones generales y 
particulares de los pliegos que forman parte del presente contrato. 
 
11.2 LA CONTRATANTE podrá cambiar de administrador del contrato, para lo cual 
bastará cursar al CONTRATISTA la respectiva comunicación; sin que sea necesario la 
modificación del texto contractual. 
 
Cláusula Duodécima.- TERMINACION DEL CONTRATO 
 
12.1 Terminación del contrato.- El contrato termina conforme lo previsto en el 
artículo 92 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y las 
Condiciones Particulares y Generales del Contrato. 
 
12.2 Causales de Terminación unilateral del contrato.- Tratándose de incumplimiento 
del CONTRATISTA, procederá la declaración anticipada y unilateral de la 
CONTRATANTE, en los casos establecidos en el artículo 94 de la LOSNCP. Además, se 
considerarán las siguientes causales: 
 
a) Si el CONTRATISTA no notificare a la CONTRATANTE acerca de la 
transferencia, cesión, enajenación de sus acciones, participaciones, o en general de 
cualquier cambio en su estructura de propiedad, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la fecha en que se produjo tal modificación; 
 
b) Si la CONTRATANTE, en función de aplicar lo establecido en el artículo 78 de la 
LOSNCP, no autoriza la transferencia, cesión, capitalización, fusión, absorción, 
transformación o cualquier forma de tradición de las acciones, participaciones o 
cualquier otra forma de expresión de la asociación, que represente el veinticinco 




c) Si se verifica, por cualquier modo, que la participación ecuatoriana real en la 
provisión de bienes o prestación de servicios objeto del contrato es inferior a la 
declarada. 
 
d) Si el CONTRATISTA incumple con las declaraciones que ha realizado en el 
numeral 3.1 del formulario de oferta - Presentación y compromiso; 
 
e) (La Entidad Contratante podrá incorporar causales adicionales de terminación 
unilateral, conforme lo previsto en el numeral 6 del Art. 94 de la LOSNCP.)  
 
12.3 Procedimiento de terminación unilateral.- El procedimiento a seguirse para la 
terminación unilateral del contrato será el previsto en el artículo 95 de la LOSNCP. 
 
Cláusula Décima Tercera.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 
 
13.1 Si respecto de la divergencia o controversia existentes no se lograre un acuerdo 
directo entre las partes, éstas se someterán al procedimiento establecido en la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa; siendo competente para conocer la controversia 
el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo que ejerce jurisdicción en el 
domicilio de la Entidad Contratante.  
 
(En caso de que la entidad contratante sea de derecho privado, la cláusula 13.1.- “Solución 
de Controversias dirá: Si respecto de la divergencia o controversia existentes no se lograre 
un acuerdo directo entre las partes, éstas recurrirán ante la justicia ordinaria del domicilio 
de la Entidad Contratante”. 
 
13.2 La legislación aplicable a este contrato es la ecuatoriana. En consecuencia, el 
contratista declara conocer el ordenamiento jurídico ecuatoriano y por lo tanto, se entiende 
incorporado el mismo en todo lo que sea aplicable al presente contrato. 
 




14.1 Todas las comunicaciones, sin excepción, entre las partes, relativas a los trabajos, 
serán formuladas por escrito y en idioma castellano. Las comunicaciones entre la 
administración y el CONTRATISTA se harán a través de documentos escritos.  
 
Cláusula Décima Quinta.- DOMICILIO  
 
15.1. Para todos los efectos de este contrato, las partes convienen en señalar su domicilio 
en la ciudad de (establecer domicilio). 
 
15.2. Para efectos de comunicación o notificaciones, las partes señalan como su dirección, 
las siguientes: 
 
La CONTRATANTE: (dirección y teléfonos, correo electrónico).  
 
El CONTRATISTA:(dirección y teléfonos, correo electrónico). 
 
Las comunicaciones también podrán efectuarse a través de medios electrónicos. 
 
Cláusula Décima Sexta.- ACEPTACION DE LAS PARTES 
 
16.1 Declaración.- Las partes libre, voluntaria y expresamente declaran que conocen y 
aceptan el texto íntegro de las Condiciones Generales de los Contratos de provisión de 
bienes y prestación de servicios, publicado en la página institucional del Servicio Nacional 
de Contratación Pública SERCOP, vigente a la fecha de la Convocatoria del 
procedimiento de contratación, y que forma parte integrante de las Condiciones 
Particulares del Contrato que lo están suscribiendo.  
 
16.2. Libre y voluntariamente, las partes expresamente declaran su aceptación a todo lo 
convenido en el presente contrato y se someten a sus estipulaciones. 
 
 Dado, en la ciudad de Quito, a  
 
___________________________   _____________________________ 




La Entidad Contratante no exigirá al contratista más de dos copias de la documentación 










CONDICIONES GENERALES  
DE LOS CONTRATOS DE EJECUCION DE OBRA, ADQUISICION DE BIENES 
Y/O PRESTACION DE SERVICIOS BAJO REGIMEN ESPECIAL 
 
 
Nota: Las Condiciones Generales de los Contratos de ejecución de obra, adquisición de 
bienes y/o prestación de servicios, mediante régimen especial, son de cumplimiento 
obligatorio para las Entidades Contratantes y los contratistas que celebren este tipo de 
contratos, provenientes de procedimientos sujetos a la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública, para la ejecución de obras,  adquisición de bienes, y/o 
prestación de servicio, incluidos consultoría, calificados para la seguridad interna y 
externa del estado; productos y servicios comunicacionales a través de procesos de 
selección; asesoría y patrocinio jurídico; obra artística, literaria o científica; repuestos o 
accesorios; bienes y servicios únicos en el mercado, o proveedor único; transporte de 
correo interno y/o internacional; contratos entre entidades públicas y/o subsidiarias 
 
Cláusula Primera.- INTERPRETACION DEL CONTRATO Y DEFINICIÓN DE 
TÉRMINOS 
 
1.1 Los términos del contrato se interpretarán en su sentido literal, a fin de revelar 
claramente la intención de los contratantes. En todo caso su interpretación sigue las 
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siguientes normas:  
 
a. Cuando los términos están definidos en la normativa del Sistema Nacional de 
Contratación Pública o en este contrato, se atenderá su tenor literal. 
 
b. Si no están definidos se estará a lo dispuesto en el contrato en su sentido natural y 
obvio, de conformidad con el objeto contractual y la intención de los contratantes. 
De existir contradicciones entre el contrato y los documentos del mismo, 
prevalecerán las normas del contrato.   
 
c. El contexto servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que 
haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía. 
 
d. En su falta o insuficiencia se aplicarán las normas contenidas en el Título XIII del 
Libro IV de la Codificación del Código Civil, “De la Interpretación de los 
Contratos”.  
 
1.2 Definiciones: En el presente contrato, los siguientes términos serán interpretados 
de la manera que se indica a continuación: 
 
a. “Adjudicatario”, es el oferente a quien la ENTIDAD CONTRATANTE le 
adjudica el contrato. 
 
b. “Comisión Técnica", es la responsable de llevar adelante el proceso licitatorio, a la 
que le corresponde actuar de conformidad con la LOSNCP, su Reglamento General, 
las resoluciones emitidas por el SERCOP, el pliego aprobado, y las disposiciones 
administrativas que fueren aplicables. 
 
c. “Contratista”, es el oferente adjudicatario. 
 
d. “Contratante” “Entidad Contratante”, es la entidad pública que ha tramitado el 
procedimiento del cual surge o se deriva el presente contrato. 
 




f. “RGLOSNCP”, Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Púbica. 
 
g. “Oferente”, es la persona natural o jurídica, asociación o consorcio que presenta 
una "oferta", en atención al llamado a licitación. 
 
h. “Oferta”, es la propuesta para contratar, ceñida al pliego, presentada por el 
oferente a través de la cual se obliga, en caso de ser adjudicada, a suscribir el 
contrato y a la provisión de bienes o prestación de servicios.. 
 
“SERCOP”, Servicio Nacional de Contratación Pública. 
 
Cláusula Segunda.- FORMA DE PAGO 
 
Lo previsto en las Condiciones Particulares del contrato, y además: 
 
2.1 El valor por concepto de anticipo será depositado en una cuenta que el 
CONTRATISTA aperture en una institución financiera estatal, o privada de propiedad del 
Estado en más de un cincuenta por ciento. El CONTRATISTA autoriza expresamente se 
levante el sigilo bancario de la cuenta en la que será depositado el anticipo. El 
administrador del contrato designado por la CONTRATANTE verificará que los 
movimientos de la cuenta correspondan estrictamente al proceso de ejecución contractual.  
 
El anticipo que la CONTRATANTE haya otorgado al CONTRATISTA para la ejecución 
del  contrato, no podrá ser destinado a fines ajenos a esta contratación. 
 
2.2 La amortización del anticipo entregado en el caso de la prestación de servicios se 
realizará conforme lo establecido en el art 139 del Reglamento General de la LOSNCP. 
 
2.3 Todos los pagos que se hagan al CONTRATISTA por cuenta de este contrato, se 
efectuarán con sujeción al precio convenido, a satisfacción de la CONTRATANTE, previa 




2.4 De los pagos que deba hacer, la CONTRATANTE retendrá igualmente las multas 
que procedan, de acuerdo con el contrato. 
  
2.5 Pagos indebidos: La CONTRATANTE se reserva el derecho de reclamar al 
CONTRATISTA, en cualquier tiempo, antes o después de la prestación del servicio, sobre 
cualquier pago indebido por error de cálculo o por cualquier otra razón, debidamente 
justificada, obligándose el CONTRATISTA a satisfacer las reclamaciones que por este 
motivo llegare a plantear la CONTRATANTE, reconociéndose el interés calculado a la tasa 
máxima del interés convencional, establecido por el Banco Central del Ecuador. 
 
Cláusula Tercera.- GARANTÍAS 
 
3.1 Lo contemplado en las condiciones particulares del contrato y la Ley. 
 
3.2 Ejecución de las garantías: Las garantías contractuales podrán ser ejecutadas por 
la CONTRATANTE en los siguientes casos: 
 
3.2.1 La de fiel cumplimiento del contrato: 
 
a) Cuando la CONTRATANTE declare anticipada y unilateralmente terminado el 
contrato por causas imputables al CONTRATISTA. 
 
b) Si la CONTRATISTA no la renovare cinco días antes de su vencimiento. 
 
3.2.2 La del anticipo: 
 
a) Si el CONTRATISTA no la renovare cinco días antes de su vencimiento. 
 
b) En caso de terminación unilateral del contrato y que el CONTRATISTA no pague a 
la CONTRATANTE el saldo adeudado del anticipo, después de diez días de 
notificado con la liquidación del contrato. 
 




a) Cuando se incumpla con el objeto de esta garantía, de acuerdo con lo establecido en 
el pliego y este contrato. 
 
Cláusula Cuarta.- PRÓRROGAS DE PLAZO 
 
4.1 La CONTRATANTE prorrogará el plazo total o los plazos parciales en los 
siguientes casos: 
 
a) Cuando el CONTRATISTA así lo solicitare, por escrito, justificando los 
fundamentos de la solicitud, dentro del plazo de quince días siguientes a la fecha de 
producido el hecho, siempre que este se haya producido por  motivos de fuerza 
mayor o caso fortuito aceptado como tal por la máxima autoridad de la Entidad 
Contratante o su delegado, previo informe del administrador del contrato. Tan 
pronto desaparezca la causa de fuerza mayor o caso fortuito, el CONTRATISTA 
está obligado a continuar con la ejecución del contrato, sin necesidad de que medie 
notificación por parte del administrador del contrato para reanudarlo. 
 
b) Por suspensiones en la ejecución del contrato, motivadas por la CONTRATANTE u 
ordenadas por ella y que no se deban a causas imputables al CONTRATISTA. 
 
c) Si la CONTRATANTE no hubiera solucionado los problemas administrativos-
contractuales en forma oportuna, cuando tales circunstancias incidan en la 
ejecución del trabajo. 
 
4.2 En casos de prórroga de plazo, las partes elaborarán un nuevo cronograma, que 
suscrito por ellas, sustituirá al original o precedente y tendrá el mismo valor contractual del 
sustituido. Y en tal caso se requerirá la autorización de la máxima autoridad de la 
CONTRATANTE, previo informe del administrador del contrato. 
 
Cláusula Quinta.- OTRAS OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA 
  
A más de las obligaciones señaladas en las condiciones particulares del pliego que son 




5.1 El contratista se compromete a ejecutar el contrato derivado del procedimiento de 
contratación tramitado, sobre la base de las especificaciones técnicas o los términos de 
referencia elaborados por la Entidad Contratante y que fueron conocidos en la etapa 
precontractual; y en tal virtud, no podrá aducir error, falencia o cualquier inconformidad 
con los mismos, como causal para solicitar ampliación del plazo,  o contratos 
complementarios. La ampliación del plazo,  o contratos complementarios podrán tramitarse 
solo si fueren aprobados por la administración.  
 
5.2 El contratista se compromete durante la ejecución del contrato, a facilitar a las 
personas designadas por la Entidad Contratante, toda la información y documentación que 
éstas soliciten para disponer de un pleno conocimiento técnico relacionado con la 
ejecución del contrato,  así como de los eventuales problemas técnicos que puedan 
plantearse y de las tecnologías, métodos y herramientas utilizadas para resolverlos.  
 
Los delegados o responsables técnicos de la Entidad Contratante, como el administrador 
del contrato, deberán tener el conocimiento suficiente de la ejecución del contrato, así 
como la eventual realización de ulteriores desarrollos. Para el efecto, el contratista se 
compromete durante el tiempo de ejecución contractual, a facilitar a las personas 
designadas por la Entidad Contratante toda la información y documentación que le sea 
requerida, relacionada y/o atinente al desarrollo y ejecución del contrato. 
 
5.3 Queda expresamente establecido que constituye obligación del CONTRATISTA 
ejecutar el contrato conforme a las especificaciones técnicas o términos de referencia 
establecidos en el en el pliego, y cumplir con el porcentaje mínimo de valor agregado 
ecuatoriano ofertado. 
 
5.4 El CONTRATISTA está obligado a cumplir con cualquiera otra que se derive 
natural y legalmente del objeto del contrato y sea exigible por constar en cualquier 
documento del mismo o en norma legal específicamente aplicable. 
 
5.5 El CONTRATISTA se obliga al cumplimiento de las disposiciones establecidas en 
el Código del Trabajo y en la Ley del Seguro Social Obligatorio, adquiriendo, respecto de 
sus trabajadores, la calidad de patrono, sin que la CONTRATANTE tenga responsabilidad 
alguna por tales cargas, ni relación con el personal que labore en la ejecución del contrato, 
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ni con el personal de la subcontratista. 
 
5.6 EL CONTRATISTA se obliga al cumplimiento de lo exigido en el pliego, a lo 
previsto en su oferta y a lo establecido en la legislación ambiental, de seguridad industrial 
y salud ocupacional, seguridad social, laboral, etc.  
 
Cláusula Sexta.- OBLIGACIONES DE LA CONTRATANTE 
 
6.1 Son obligaciones de la CONTRATANTE las establecidas en las condiciones 
particulares del pliego que son parte del presente contrato. 
 
Cláusula Séptima.- CONTRATOS COMPLEMENTARIOS 
 
7.1 Por causas justificadas, las partes podrán firmar contratos complementarios, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 85 y 87 de la LOSNCP, y en el artículo 144 
del RGLOSNCP. 
 
Cláusula Octava.- RECEPCIÓN DEFINITIVA DEL CONTRATO 
 
8.1 Una vez que se hayan terminado todos los trabajos previstos en el contrato, el 
CONSULTOR entregará a la Entidad Contratante el informe final provisional, cuya fecha 
de entrega servirá para el cómputo y control del plazo contractual.  La Entidad Contratante 
dispondrá del término de 15 días para la emisión de observaciones y el CONSULTOR de 
15 días adicionales para absolver dichas observaciones y presentar el informe final 
definitivo. 
 
8.2 El acta de recepción definitiva será suscrita por las partes, en el plazo previsto en el 
contrato, siempre que no existan observaciones pendientes en relación con los trabajos de 
consultoría y el informe final definitivo del estudio o proyecto de conformidad a lo 
previsto en el artículo 123 del RGLOSNCP.  
 
8.3 Si la CONTRATANTE no hiciere ningún pronunciamiento respecto de la solicitud 
de recepción definitiva, ni la iniciare, una vez expirado el término de quince días, se 
considerará que tal recepción se ha efectuado de pleno derecho, para cuyo efecto un Juez 
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de lo Civil o un Notario Público, a solicitud del CONSULTOR notificará que dicha 
recepción se produjo, de acuerdo con el artículo 81 de la LOSNCP. 
 
8.4 Operada la recepción definitiva presunta, a solicitud del CONSULTOR o declarada 
por la CONTRATANTE, producirá como único efecto la terminación del contrato, dejando 
a salvo de los derechos de las partes a la liquidación técnico-económica correspondiente. 
 
Las partes buscarán en el plazo de 30 días posteriores a la recepción definitiva presunta 
suscribir el acta de la liquidación técnico-económica del contrato, sin perjuicio de iniciar 
las acciones legales de las que se crean asistidas. 
 
8.6 LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO: La liquidación final del contrato suscrita 
entre las partes se realizará en los términos previstos por el artículo 125 del RGLOSNCP. 
 
Cláusula Novena.- TRIBUTOS, RETENCIONES Y GASTOS 
 
9.1 La CONTRATANTE efectuará al CONTRATISTA las retenciones que dispongan 
las leyes tributarias, conforme la legislación tributaria vigente. 
 
La CONTRATANTE retendrá el valor de los descuentos que el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social ordenare y que corresponda a mora patronal, por obligaciones con el 
seguro social provenientes de servicios personales para la ejecución del contrato de 
acuerdo a la Ley de Seguridad Social. 
 
9.2 Es de cuenta del CONTRATISTA el pago de los gastos notariales, de las copias 
certificadas del contrato y los documentos que deban ser protocolizados en caso de que sea 
necesario. En dicho caso, el CONTRATISTA entregará a la CONTRATANTE hasta dos 
copias del contrato, debidamente protocolizadas. En caso de terminación por mutuo 
acuerdo, el pago de los derechos notariales y el de las copias será de cuenta del 
CONTRATISTA. 
 
Cláusula Décima.- TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO 
 
10.1 La declaratoria de terminación unilateral y anticipada del contrato no se suspenderá 
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por la interposición de reclamos o recursos administrativos, demandas contencioso 
administrativas, arbitrales o de cualquier tipo de parte del contratista. 
 
10.2 Tampoco se admitirá acciones constitucionales contra las resoluciones de 
terminación unilateral del contrato, porque se tienen mecanismos de defensa, adecuados y 
eficaces para proteger los derechos derivados de tales resoluciones, previstos en la Ley. 
(Hasta aquí el texto de las condiciones generales de los contratos). 
